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Manifiesto sobre las 
garantías de los derechos (1)

A propósito de los veinte años  
de la “Constitución reformada” (2)

RAÚL GUSTAVO FERREYRA (3)

•

1. Planteo

Los aniversarios son momentos relevantes —a veces ideales por su forta-
leza— para reconsiderar no solo los fundamentos emocionales, sino tam-
bién los fundamentos racionales de consenso de los ciudadanos en su co-
munidad y de la individualidad ciudadana en la comunidad. Al cumplirse 

 (1)  El presente artículo fue publicado con anterioridad en la Revista Derecho Público, año III, 
n° 9, Bs. As., Ediciones Infojus, enero de 2015, p. 43. 

Dedicado a la escribana Rosa Marcela Varela de Losada. Versión escrita de la disertación oral reali-
zada el día 14/08/2014, en el evento “A 20 años de la reforma constitucional: reflexiones y desafíos 
futuros”, organizado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación en el Palacio 
San Martín. La bibliografía fue añadida inmediatamente después de la exposición. También se juzga 
apropiado en esta versión introducir algunas citas al pie con el objetivo de profundizar la argumen-
tación. En forma semejante, este texto fue presentado, también, el 19/08/2014 en el marco del XXI 
Encuentro de Profesores de Derecho constitucional “A 20 años de la reforma constitucional. Balan-
ce y agenda”, organizado por la Asociación Argentina de Derecho constitucional, en la ciudad de 
Santa Fe, mesa temática: “Nuevos derechos y garantías”.

 (2)  Germán J. Bidart Campos denominó de dicha forma —“Constitución reformada”— al 
resultado de la creación jurídica de la Convención constituyente de 1994. Al cumplirse diez 
años de su fallecimiento el día 3 de septiembre, se apela a su descripción, en evocación 
constante de su magisterio. Además, bautizó su manual con dicha terminología. 

 (3)  Abogado (UBA). Doctor (UBA). Catedrático de Derecho Constitucional (Facultad de De-
recho, UBA).
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el próximo día 22 de agosto, dos décadas de “Constitución reformada” en 
forma circunscrita, desenvuelvo sobre el andarivel de la racionalidad y la ex-
periencia jurídica esta pieza que bien puede ser denominada “manifiesto”. (4) 
Dentro del itinerario se promueven siete “microtesis”. (5) Las enumero y desa-
rrollo en las próximas siete secciones; en general, con brevedad.

No cometo ninguna infidencia si adelanto las dos orientaciones finales de 
la trama discursiva. Así, por un lado, la Reforma constitucional no es un 
hecho patológico o una dolencia del orden jurídico; la reforma debe ser 
captada como un hecho fisiológico, que está prevista en el propio art. 30 
constitucional (6) en la Argentina. Por otro lado, el diseño de los derechos 
fundamentales debe observar, aguda, profunda y rigurosamente, la ar-
quitectura correlativa sobre sus respectivas garantías para proteger o 
estimular su concreción; nótese, además, que hay garantías que implican 
una abstención estatal y otras, un efectivo quehacer. Garantías positivas 
de los derechos fundamentales: promueven, alientan, favorecen, en par-
ticular los derechos sociales, económicos y culturales; el endeudamiento 
del Estado coloca en crisis vital a estas garantías.

2. Estado, Ley Suprema y sistema constitucional

Llámase “Estado constitucional” a todo ente que congrega en su com-
posición dos elementos constituyentes naturales (territorio y población) y 
dos elementos constituyentes no naturales (poder y Constitución); uno de 
estos últimos, peculiarmente, es el “artificio fundamental”, la suma regla 
suprema del orden, cuya estabilidad y previsibilidad se intenta establecer 
con hegemonía suficiente. En el Estado constitucional, todo el derecho 
del Estado debe ser derecho genuinamente autorizado por la norma po-
sitiva fundamental del sistema. Las reglas que fundamentan al mencio-
nado Estado son un instrumento “tecnológico”; ergo, una constitución, 
por ejemplo, podría compararse con un reloj, porque en forma semejante 

 (4)  Escrito en que se hace pública declaración de doctrinas o propósitos de interés general.

 (5)  Llamo la atención de ese modo, especialmente, por el hecho de que aquí no se puede 
desarrollar la discusión crítica. Por consiguiente, no es tanto la extensión o solvencia de las 
afirmaciones; mantengo la esperanza de que posean entidad; sin embargo, la ausencia del 
diálogo apuntado las deja con la denominación propiciada.

 (6)  ARTÍCULO 30.- “La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus 
partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de dos 
terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una Convención 
convocada al efecto”.
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sirve o se la puede utilizar para conocer el tiempo, dar cuenta del pasado, 
fijar el presente y trazar el horizonte de proyección hacia el futuro. Un ins-
trumento de alta tecnología.

La Argentina es un Estado constitucional desde 1853. Sin embargo, des-
de dicho momento y hasta 1916 —triunfo electoral de Hipólito Yrigoyen, 
merced al apoyo de los ciudadanos varones que pudieron expresarse y 
colectarse por conducto de la ley 8871—, (7) se constituyó como un Esta-
do casi sin pueblo, pura oligarquía conservadora que pretendía asumir un 
discurso liberal para encubrir su verdadera filiación ideológica: conservar 
y usar un derecho de propiedad predispuesto con injusticia social, con 
exclusión de la mayoría de los habitantes y en desconocimiento de sus 
derechos políticos. Recién a partir de 1983, sin equívocos, la Argentina se 
convierte en un Estado constitucional. Queda indisolublemente unida al 
propio proceso del constitucionalismo en América del Sur. 

Al mismo tiempo, en diciembre de 2015, al cristalizar el final de su segundo 
período constitucional de gobierno, Cristina Fernández de Kirchner será la 
única líder política, la única presidenta, elegida y ungida por los varones 
y mujeres que integran el cuerpo electoral, que no apeló, en ningún mo-
mento, a la promoción o iniciativa del proceso de Reforma Constitucional. 
Hecho inédito en la historia política y constitucional de la República. Por 
entonces serán… más de 162 años.

Regresemos a la Constitución. Puesta la Constitución (8) en el mundo, su 
significado se desenvuelve entre la lealtad a la redacción originaria, la 
actualización de su campo semántico y la estipulación de la necesidad 
de su cambio. 

El derecho constitucional nace de la Constitución federal —en adelante, 
CF—, con la siguiente singularidad: la CF es la fuente de producción de las 

 (7)  BO 26/03/1912. Dispuso vigorosamente en su art. 1°: “Son electores nacionales los ciu-
dadanos nativos y los naturalizados desde los diez y ocho años cumplidos de edad, siempre 
que estén inscriptos unos y otros en el padrón electoral”. Y en el art. 5°: “El sufragio es 
individual, y ninguna autoridad, ni persona, ni corporación, ni partido o agrupación política 
puede obligar al elector a votar en grupos, de cualquier naturaleza o denominación que 
sea”. Regiamente también prescribió la naturaleza secreta del sufragio.

 (8)  El derecho constitucional, una vez creado, fluye, pero, ¿hacia quiénes?, ¿hacia los ciuda-
danos?, ¿hacia los servidores públicos?, ¿hacia ciudadanos y servidores públicos? El derecho 
constitucional de la Argentina organiza dos subsistemas normativos: primario, del ciudadano y 
los servidores públicos, y secundario, de los servidores públicos. Desafortunadamente, algunos 
servidores públicos suelen creer e intentan hacer creer que ellos, y solamente ellos, son los 
únicos destinatarios de la Norma Suprema.
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normas, permanentes y transitorias, de raíz constitucional cobijadas den-
tro de las cuatro esquinas de su texto. Fuera de su texto, al mismo tiempo, 
por aplicación del art. 75, inc. 22 (producido por el poder constituyente en 
1994), (9) la Constitución es fuente de aplicación y validación del derecho 
internacional de los derechos humanos —en adelante, DIDH—, que goza 
de jerarquía constitucional. En consecuencia, existe un derecho consti-
tucional federal de la Argentina de raíz y jerarquía constitucional; existe 
también otro subsistema que no tiene raíz constitucional pero sí jerarquía: 
el DIDH validado jerárquicamente por el art. 75, inc. 22 recién referido. 
Además, también tiene existencia una hipótesis singular y excepcional de 
creación: la interpretación judicial, especialmente la de la CSJN, al asociar 
un significado y crear derecho constitucional. Este nuevo momento inau-
gura el “sistema de la Constitución federal”, que queda integrado por los 
tres elementos antedichos: las normas propiamente formuladas en la CF, 
las provenientes del DIDH y las generadas por la CSJN. No hay más dere-
cho constitucional de la República Argentina.

En resumen, el sistema de la Constitución federal es la única fuente del 
derecho constitucional (el derecho de raíz y jerarquía constitucional); en 
pocas palabras: el origen de las fuentes. La CF es la fuente del derecho 
constitucional, y este, del derecho argentino. 

En el período 1983-2014, la Constitución federal se ha erigido como una 
norma procesal: garantiza las elecciones, la formación de la voluntad ma-
yoritaria y minoritaria, así como también el acceso al poder y los controles,  

 (9)  ARTÍCULO 75.- “Corresponde al Congreso: (...) 22. Aprobar o desechar tratados conclui-
dos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la 
Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de 
su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de 
esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella 
reconocidos. Solo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo Nacional, pre-
via aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser aprobados por el 
Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de 
cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional”.
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antes que en la consolidación de una norma que recogiese, a su vez, la 
consumación de determinados valores sustantivos. Resulta capital, por 
ende, el contexto que se anuncia sobre la constitucionalización del Estado 
argentino. O dicho de otro modo: el ámbito de desarrollo del texto cons-
titucional federal. 

Quizá pudiese interpretarse que este marco de referencia observe dema-
siada extensión. El Estado constitucional siempre debe ser objeto de rea-
firmación y desarrollo. Paralelamente, ciertos aspectos de la emergencia 
política, económica, social y financiera tienden a no calzar o no calzan en la 
Constitución. Se yergue un derecho estatal fuera de la Constitución, pero 
no hay espacio aquí para su detallado tratamiento. (10) Eliminar o reducir al 
Estado policial —el tipo opuesto por antonomasia al Estado constitucio-
nal— o eliminar el derecho estatal no constitucional no tiene que preocu-
par en la utilización de medios para lograrlo, porque la composición de 
este último destruye o devalúa la regla sobre la subordinación del Estado 
al derecho de la constitución.

3. Mecanismos garantistas

La afirmación descripta en el Apartado 2 se relaciona razonadamente con 
otra afirmación establecida en otro sitio, que aquí no se discute, pero cu-
yas líneas rectoras procuro establecer con claridad y presteza en beneficio 
del auditorio —ahora también del lector—, dado que confluyen con de-
terminación, hasta cierto punto. Se recuerda, pues, que las constitucio-
nes pueden ser comprendidas como un “sistema”, como se propicia en 2. 
Así, deliberadamente, en su “composición” se observan al menos cuatro 
partes: a) simples declaraciones; b) derechos y deberes fundamentales; (11)  
c) el poder, su organización y control racional; y d) reforma. Su “entorno” 
lo constituye el método deliberado de producción normativa y la regla de 
reconocimiento asumida, mientras que la “estructura” se configura con 
la colección de sus enunciados normativos y no normativos. En su fun-
cionamiento, la constitución del Estado cotiza o cotizará lo que coticen o 
cotizaren sus garantías: “mecanismo” cabal, es decir, procesos previstos 

 (10)  Para la evaluación de esta cuestión, se remite al lector a FERREYRA, RAÚL GUSTAVO, 
La constitución vulnerable. Crisis argentina y tensión interpretativa, Bs. As., Hammurabi, 
2003, y también al ensayo “¿Tiempo constitucional? La constitución vulnerable”, [en línea] 
www.infojus.gov.ar, 29/04/2014, id Infojus DACF140220.

 (11)  Literatura esencial sobre las generaciones de derechos fundamentales: BONAVIDES, PAULO, 
Curso de Direito constitucional, 26ª ed., Malheiro Editores, Sao Paulo, 2011.
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por el propio sistema para perseguir la instrumentación de su autodefen-
sa, la concreta posibilidad de su realización integral. (12) Retomo este punto, 
en particular, en el Apartado 6.

4. Comprensión de las generaciones

La CF nació, en general, dando forma a una realidad política y económica 
que la precedió, pero se distinguió de ella al suministrar su propio ADN en 
la generación porque no existía configuración antes de ella. 

Juan Bautista Alberdi es el arquitecto de la Constitución de 1853. Pensó la 
Constitución federal para una población que no llegaba al millón de habi-
tantes; por dicha razón, el axioma alberdiano dice “gobernar es poblar”. 
Al restaurarse la democracia constitucional en 1983, la población orillaba 
los 30 millones. Cuando se decide la Reforma Constitucional en 1994, la 
población era levemente superior a 30 millones. Hoy, la población de la 
Argentina se insinúa superior a los 40 millones de personas.

Al pensarse la Constitución federal en 1853, la esperanza de vida alcan-
zaba la mitad de la esperanza actual; o sea, vivirían “bajo la ordenación 
de la Constitución” con suerte dos generaciones, padres e hijos. Hoy la 
realidad indica que, al facultarse los derechos políticos a partir de los 16 
años —ley 26.774, año 2012—, quizás bisabuelos, abuelos, hijos y nietos 
convivan fértilmente bajo una misma ordenación constitucional, al menos 
en un fragmento de tiempo.

Casi la mitad de los argentinos y argentinas que tienen derechos políticos 
nacieron después de abril de 1976; ergo, no participaron del acto políti-
co “Reforma constitucional de 1994”. Además, la generación que hizo la 
Reforma de 1994 son personas, algunas de ellas ya fallecidas, que habían 
nacido, en abrumadora mayoría, entre los años 1920 y 1955.

Las constituciones implican un diálogo intergeneracional. Sin el diálogo 
especificado, deja de nutrirse la idea de constitución. “Constitución” es 
ordenación fundamental; no imposición. Por ello, debe reconocerse a to-
das las generaciones el derecho político, más robusto y con entidad más 
penetrante, de discutir y cambiar la Constitución, en forma parcial o total.

 (12)  FERREYRA, RAÚL GUSTAVO, “Sobre la Constitución. Concepto, composición y mecanismos”, 
en Revista de Derecho Político, UNED, Madrid, nº 86, enero-abril de 2013, pp. 327/378, y 
“Discurso sobre el Derecho constitucional. Colores primarios”, en Revista de Derecho Públi-
co, año II, n° 4, Bs. As., Ediciones Infojus, marzo 2013.
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5. Luces y aporías sobre la Reforma Constitucional de 1994

Defino como momento constituyente a la fracción de tiempo en el que 
se realiza la producción jurídica originaria o reformadora de la más alta 
estirpe. Por ende, “momento constituyente” es un concepto disponible si 
solamente abarca la hipótesis de configuración constitucional y sus refor-
mas; léase, fundación y transformación, cambio o reforma de la Ley Fun-
damental. La Argentina, en su historia política, observó siete momentos 
constituyentes: 1853, el originario; 1860, 1866, 1898, 1949, 1957 y 1994, 
reformadores.

La Constitución federal de 1853 —ciclo completado con la Reforma de 
1860— no es ni ha sido ídolo de ilustración. Sin retroceder demasiado en 
el tiempo, un juicio considerado, aunque no exento de críticas, dirá que 
ella significa —y significó— un magnífico esfuerzo por intentar contener 
al poder. Posteriormente, la CF fue reformada en 1866 y 1898; ninguna de 
las reformas se orientó, por caso, para dotar de derechos políticos a los 
habitantes o atribuir función social a la propiedad.

En pleno siglo XX la Constitución fue reformada en 1949, mientras servía 
en sus funciones el presidente constitucionalmente elegido en 1946, Juan 
D. Perón. Esta Reforma implicó una modificación profunda; entre otros 
cambios, amplió el elenco de los derechos subjetivos y autorizó la reelec-
ción inmediata del presidente, no autorizada en 1853. La reelección del 
presidente de la República, restablecida por el poder reformador en 1994, 
debería ser objeto, en el futuro, de una prohibición radical. (13) 

En 1957, otra Convención Constituyente, sin la participación política del 
justicialismo porque se encontraba “proscripto”, declaró que la Consti-
tución vigente era la de 1853-1860, con las enmiendas de 1866 y 1898, y 
la exclusión de la de 1949. Además, se introdujeron dos nuevas reformas 
—una de ellas, el art. 14 bis, (14) derechos sociales—, aunque el presidente 
de la Convención debió declararla disuelta por pérdida de quórum. 

 (13)  “Prohíbese la reelección del presidente de la República”: un marco normativo que se 
deja propuesto.

 (14)  ARTÍCULO 14 bis.- “El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las 
leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor, jornada 
limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual 
remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las empresas, con control de 
la producción y colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; esta-
bilidad del empleado público; organización sindical libre y democrática, reconocida por la 
simple inscripción en un registro especial.
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No corresponde, en este espacio, abrir juicio respecto de los conflictos 
que por su inconstitucionalidad suscitaron, con diferentes alcances, los 
procesos constituyentes desde 1853 hasta 1957, inclusive. Existen sobra-
dos fundamentos que demuestran las dificultades atravesadas por las 
generaciones de argentinos de los siglos XIX y XX, cuando impulsaron 
cambios, fallidos o no, sobre el texto constitucional. ¿Qué sucedió? En 
1949 una parte del pueblo consideró que “obligar” al consenso significa-
ría lo mismo que “construirlo” en libre deliberación racional. Se impuso 
una Constitución, ¡sin consenso!

Ocho años después, otra mayoría entendió algo parecido: gobernar es 
construir hegemonía, no construir consensos. Resultados: políticamente, 
tanto la Reforma de 1949 como la de 1957 fracasaron; jurídicamente, los 
juicios negativos sobre la constitucionalidad del proceso constituyente 
pueden repartirse, en diferentes medidas, tanto para el proceso de 1949 
como para el de 1957. En pocas palabras: la Reforma constitucional, aun-
que parezca contradictorio, fue una categoría en desuso. Y hemos tenido 
problemas con el ejercicio del poder constituyente, porque nunca se ob-
tuvieron “acuerdos” extendidos, soberanos y concluyentes. Lo único que 
se consiguió —y en el mejor de los casos— fue el compromiso de que los 
ciudadanos den “una aceptación generalizada”.

La Reforma constitucional de 1994 fue la más amplia de todas las re-
gistradas en la historia. Gozó de mayor aceptación en todas las etapas 
del proceso constituyente, si se le compara con sus dos predecesoras. 
Veamos:

En el nivel textual, de alrededor de 7500 palabras se pasó a más de 12.500, 
sin contar la dotación normativa integrada por las reglas que gozan de je-
rarquía constitucional: las disposiciones contenidas en el derecho interna-
cional de los derechos humanos a que hace referencia el art. 75, inc. 22 CF.

Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la 
conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de 
las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la 
estabilidad de su empleo.

El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e 
irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo 
de entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, administra-
das por los interesados con participación del Estado, sin que pueda existir superposición 
de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa 
del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna”.
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En el plano de las categorías jurídicas básicas, se expandieron por adición. 
Ingresaron nuevos derechos subjetivos y garantías, órganos de control, 
organismos de gobierno y se transfirieron competencias.

En el nivel dogmático, la Reforma constitucional sancionada el 22/08/1994 
acentuó notablemente las potestades del Presidente —pese a crear la fi-
gura del Jefe de Gabinete de Ministros—; fijó acertadamente la forma de 
elección directa y el acortamiento de la duración del período; incorporó 
con jerarquía constitucional instrumentos del derecho internacional de los 
derechos humanos; realizó reformas sobre el modo de hacer las leyes, 
cuyos resultados no han sido muy visibles; replanteó el federalismo sobre 
bases bastante inciertas, pero de modo razonable confirió autonomía a la 
Ciudad de Buenos Aires; reconoció nuevos derechos y garantías y actua-
lizó el sistema axiológico, manteniendo el piso originario; introdujo sen-
sibles modificaciones sobre la naturaleza del Poder Judicial de la Nación 
al crear el Consejo de la Magistratura; también introdujo, como órgano 
extra, poder independiente al Ministerio Público; intentando mejorar los 
controles, incorporó el Defensor del Pueblo y la Auditoría General de la 
Nación; constitucionalizó la regla democrática, reconociéndola como pro-
cedimiento básico que debe nutrir a la configuración del derecho consti-
tucional y su mantenimiento —ver art. 36 CF— (15) regulando, además, los 
partidos políticos y la defensa del orden constitucional; realizó importan-
tes esfuerzos para posibilitar que los Estados locales creen regiones para 
el desarrollo económico y social; definió la autonomía municipal y trazó 
bases rectoras para la integración con otros Estados soberanos.

 (15)  ARTÍCULO 36.- “Esta Constitución mantendrá su imperio aun cuando se interrumpiere 
su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático. 
Estos actos serán insanablemente nulos.

Sus autores serán pasibles de la sanción prevista en el artículo 29, inhabilitados a perpetui-
dad para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación 
de penas.

Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen fun-
ciones previstas para las autoridades de esta Constitución o las de las provincias, los que 
responderán civil y penalmente de sus actos. Las acciones respectivas serán imprescriptibles.

Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los actos de 
fuerza enunciados en este artículo.

Atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso 
contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las 
leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos.

El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función”.
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Nótese que la Convención Constituyente de 1994, indicando la precarie-
dad del consenso alcanzado en su seno —sobre determinadas materias—, 
debió generar un texto abierto, lo cual provocó que su configuración de-
finitiva recién quedara completa mediante cerca de treinta leyes futuras a 
dictarse por el Congreso; una verdadera e insólita transferencia de puro po-
der constituyente. No hace falta decir que el Congreso federal no ha cum-
plido a entera satisfacción con el desarrollo constitucional precitado. Cabe 
preguntarse por qué. Por ejemplo, una pieza clave de este esquema, una 
ley constitucional relevante, todavía no ha sido sancionada. ¿La referencia? 
La ley convenio, tal como ordena el art. 75, inc. 2, (16) que sobre la base de 
acuerdos entre Nación y provincias debe instituir un régimen de distribu-
ción y coparticipación en materia tributaria. ¿Sentarse a negociar y legislar 
sobre este problema dotaría de racionalidad al federalismo argentino?

Ni hablar de fijar las bases para el control de los decretos por razones de 
necesidad y urgencia, si acaso pueden ser objeto de fiscalización congre-
sual robusta. Francamente, no seré el primero ni el último en preguntar y 
repreguntar respecto de un racional itinerario para el federalismo argen-
tino, que en la letra constitucional es conocido como un paradigma que  

 (16)  ARTÍCULO 75.- “Corresponde al Congreso:

(...) 2. Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias. Impo-
ner contribuciones directas, por tiempo determinado, proporcionalmente iguales en todo el 
territorio de la Nación, siempre que la defensa, seguridad común y bien general del Estado 
lo exijan. Las contribuciones previstas en este inciso, con excepción de la parte o el total de 
las que tengan asignación específica, son coparticipables.

Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá re-
gímenes de coparticipación de estas contribuciones, garantizando la automaticidad en la 
remisión de los fondos.

La distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y entre estas, se 
efectuará en relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas 
contemplando criterios objetivos de reparto; será equitativa, solidaria y dará prioridad al 
logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades 
en todo el territorio nacional.

La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser sancionada con la 
mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada 
unilateralmente ni reglamentada y será aprobada por las provincias.

No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la respectiva reasignación 
de recursos, aprobada por ley del Congreso cuando correspondiere y por la provincia intere-
sada o la ciudad de Buenos Aires en su caso.

Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución de lo 
establecido en este inciso, según lo determina la ley, la que deberá asegurar la representa-
ción de todas las provincias y la ciudad de Buenos Aires en su composición”.
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organiza jurídicamente al Estado, y en la práctica hace que cotidianamen-
te se advierta que ninguna de las veinticuatro entidades autónomas pue-
de razonablemente desenvolverse sin la presencia casi paternalista del 
Estado federal. 

Finalmente, la Constitución fue reformada en seis oportunidades; si se di-
vidiese 161 años por seis: una reforma cada poco más de veintisiete años 
en promedio. Si se tiene en cuenta que la Constitución política de Colom-
bia de 1991 se reformó en casi cuarenta ocasiones; la brasileña de 1988 
en casi ochenta y la mexicana de 1917 en más de trescientas, se advertirá 
prontamente la rigidez de la Constitución federal de la Argentina. La termi-
nante rigidez constitucional posibilita, en teoría, la generación de sólida y 
extendida dogmática; también, por cierto, el desarrollo de relevante juris-
prudencia por el más alto Tribunal, a cargo de la última palabra en materia 
jurisdiccional constitucional. Sin embargo, todos estos condimentos que 
perfilan claramente la imposibilidad de reformar la Constitución por vías 
ordinarias o con mayoría agravada del Congreso, al mismo tiempo plie-
gan o devalúan los derechos políticos de los ciudadanos a quienes no se 
les ha concedido la facultad para decidir si desean o no desean reformar 
la Constitución. Aquí no cuento con el espacio suficiente, pero del mis-
mo modo en que se juzga que son demasiadas las reformas colombianas, 
mexicanas y brasileñas, la escasez de las enmiendas en la Argentina, com-
parativamente, no constituye, en modo alguno, un “justo medio” para 
determinar la razonabilidad de la oportunidad del cambio formalizado. 
Me gustaría idealizar o decir: “ni todos los años, como nuestros hermanos 
latinoamericanos, ni nunca en más de dos décadas”.

6. Garantías de los derechos fundamentales

Los derechos fundamentales descriptos en la Constitución federal de la 
Argentina constituyen líneas de acción profundamente significativas. Fijan 
límites y vínculos insuperables para el uso de la fuerza del Estado. En con-
secuencia, del mismo modo en que el lenguaje se rige por la gramática y 
la arquitectura por el espacio, el empleo de la fuerza del Estado se debe 
regir por los derechos fundamentales alojados en las constituciones: la 
razón de la fuerza. 

La Reforma constitucional de 1994 ha sido muy generosa en materia de 
derechos fundamentales. Un catálogo detallado en el Capítulo Segun-
do “Nuevos derechos y garantías”, que se compendian entre los arts. 36 
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a 43 de la Constitución reformada. En otro sitio, con determinación pe-
dagógica, defino siete especies de derechos fundamentales contenidos 
—sin olvidar los no enumerados subsumidos en la regla portada en el  
art. 33— (17) en la Constitución federal: libertad, igualdad, propiedad; de-
rechos políticos, sociales; incidencia colectiva y ambiental. A todo este 
grupo de derechos —me refiero a los reglados entre los arts. 36 a 43 CF— 
se añade, se suma, se ordena con el originario texto de 1853 un “Capítulo 
Primero. Declaraciones, derechos y garantías”, que permanece intangible. 
Sabido resulta que todo ello es complementado por la magnífica gama de 
derechos fundamentales que goza de jerarquía constitucional por impera-
tivo reflejado en el art. 75, inc. 22, a partir de 1994.

Cada uno de estos derechos debe estar protegido o alentado por una 
garantía jurídica, ya sea para protegerlo (abstención) o para alentar su de-
sarrollo (positivas). Las garantías de los derechos fundamentales son el 
mecanismo por excelencia para dotar de efectividad a los derechos o al 
normal desenvolvimiento de la vida constitucional. Su naturaleza es reac-
tiva o defensiva, porque operan en caso de vulneración o amenaza de 
lesión de un derecho fundamental o del estatuto de los poderes. Su na-
turaleza implicará naturaleza en forma de prestación, en caso que aliente 
un positivo obrar estatal, por ejemplo: salud, vivienda, educación, cultura, 
etc. Acudir a las garantías significa intentar obtener, por su intermedio, la 
preservación o desarrollo del derecho, según se implique un obrar nega-
tivo o un obrar positivo.

Se escogen dos garantías del frondoso menú o repertorio que ofrece 
la Reforma constitucional de 1994; una de ellas, contenida en el art. 43 
constitucional, (18) y otra, cotizada constitucionalmente por imperativo del 

 (17)  ARTÍCULO 33.- “Las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución 
no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados; pero 
que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno”.

 (18)  ARTÍCULO 43.- “Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, 
siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de auto-
ridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere 
o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por 
esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionali-
dad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los 
derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como 
a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las 
asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará 
los requisitos y formas de su organización.
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art. 75, inc. 22. No se atribuye una mayor o menor cotización normativa. 
Simplemente, por intermedio de ellas puede vislumbrarse, quizá, el fun-
cionamiento de las garantías negativas o positivos. Asumo, desde luego, 
que no hay garantía jurídico-constitucional enteramente negativa o ente-
ramente positiva; tiene razón Raúl Zaffaroni cuando describe el saber de 
los juristas, muchas veces enlazado con la construcción de atravesadas o 
dificultosas geometrías jurídicas.

7. El amparo

El amparo, constitucionalizado en 1994, es una de las herramientas más 
vigorosas para la defensa de los principios y reglas que componen el sis-
tema constitucional. Por ello, el amparo es una “garantía de los derechos 
constitucionales”, entendidos como aquellos instrumentos especiales que 
el sistema constitucional crea —o autoriza su creación— para tutelar, pro-
teger, asegurar o prestar satisfacción al ejercicio de los derechos funda-
mentales de base o jerarquía constitucional, o el derecho innominado a la 
juridicidad constitucional. (19) 

El amparo no es una ruta principal. Su verdadero estatus es el de una ruta 
alternativa para la apertura jurisdiccional. Es el ciudadano quien, frente 
a la situación concreta y ante la equivalencia de medios procesales ju-
risdiccionales disponibles —y la reunión de los recaudos que hacen a la 
admisibilidad del amparo— puede, en última instancia, optar tomando 
la decisión final para encaminar la defensa de sus derechos constitucio-
nales; la nitidez de su anatomía, de cara a una solvente compaginación 
constitucional de sus finalidades, se ofrecería a los ojos del justiciable 
con menos dudas. Así, en tal itinerario, ejercida la opción en favor del 
amparo, la jurisdicción constitucional se abre con celeridad y sin inter-
mediaciones, pero sabiendo el justiciable, de antemano, las ventajas y 

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella 
referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los pri-
vados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la 
supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. No podrá afectarse el 
secreto de las fuentes de información periodística.

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en 
caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desapa-
rición forzada de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado 
o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del 
estado de sitio”.

 (19)  Ver arg. arts. 33, 31 y 75, inc. 22 CF.



RAÚL G. FERREYRA 

In
fo

ju
s 

- S
is

te
m

a 
A

rg
en

ti
no

 d
e 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Ju
rí

di
ca

252

desventajas comparativas que tendrá el hecho de no acceder a la vía 
ordinaria procesal de tutela.

La crisis institucional, social, económica y financiera desatada en diciem-
bre de 2001, curiosamente, ubicó en papel relevante la utilización de esta 
garantía de los derechos constitucionales. Desde entonces, se ha dictado 
sobre el particular un considerable número de sentencias por jueces de 
todo el país. El amparo, sin dudas, permitió que los ciudadanos desprote-
gidos por los bancos y el Estado tomasen por asalto a quienes guardaban 
su patrimonio en depósito. También el amparo ha sido una garantía fan-
tástica para la protección del ambiente; varios fallos de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación se alinean en tal sentido. En forma semejante, el 
derecho a la salud, especialmente cuando las obras sociales o las empre-
sas de medicina prepaga, irracionalmente, niegan tratamiento al paciente. 
Propiedad, ambiente y salud: los ámbitos destacados del funcionamiento 
de la garantía. 

Si un observador externo del sistema constitucional planteara como inquie-
tud “¿cuál es, en la nueva relación entre derechos y garantías, el paradig-
ma luego de la Reforma de 1994?”, el amparo sería sin dudas la respuesta. 

Sin embargo, la mayor amplitud y el uso a veces indiscriminado provoca-
ron que el amparo tramitase como una vía ordinaria; no sumaria, ni rápida 
ni expedita, como se ordena constitucionalmente. Esta distorsión también 
generó otro fenómeno: las medidas cautelares, que intentaban paliar o 
remediar el hecho de que la controversia se había vuelto “ordinaria”, pro-
cesalmente hablando. Intentar reemplazar el derecho de fondo al que se 
llega por intermedio de una sentencia firme, por un derecho precario es-
tablecido en función de medidas cautelares, constituye una lesión al obje-
tivo de “afianzar la justicia”, señalado en el propio Preámbulo de la Cons-
titución federal, en escándalo de la división de poderes. Las intromisiones 
de la jurisdicción en esos actos, lejos de elevarse en acciones que intentan 
ejercer el control constitucional o custodias análogas, constituyen lesiones 
muy graves al respeto que se deben los poderes del Estado en cuanto a 
sus respectivas competencias. Dada la facilidad con que puede presen-
tarse cualquier preferencia de intereses como acto lesivo de derechos, la 
disparidad de criterios —producto del sano pluralismo— y la multiplicidad 
de competencias de primera instancia, es altamente recomendable que 
los tribunales de alzada presten preferente atención a todo intento de 
violentar la frontera señalada. 
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También se ha consolidado otra práctica abusiva en nuestro derecho pú-
blico: se utiliza la acción de amparo por aquellos congresistas que pierden 
la votación en el Congreso federal. Hecha la ley, promulgada por el Eje-
cutivo, muchos “amparistas” —en general, legisladores derrotados en la 
votación congresual—, por intermedio de las medidas cautelares que se 
adunan a las acciones de amparo promocionadas, insólitamente, han de-
tenido la realización de una ley elaborada bajo la recta razón de las reglas 
constitucionales. Se subvierte la división de poderes y las cuestiones son 
resueltas en los tribunales, no en las urnas.

8. Garantías para el genuino desarrollo  
de los derechos económicos, sociales  
y culturales: no se puede ordenar lo imposible

En el art. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH) se dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 26.- Desarrollo progresivo. Los Estados Partes se 
comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno 
como mediante la cooperación internacional, especialmente 
económica y técnica; para lograr progresivamente la plena efec-
tividad de los derechos que se derivan de las normas económi-
cas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reforma-
da por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recur-
sos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.

En los arts. 1° y 2°, respectivamente, se determina: 

ARTÍCULO 1°.- Obligación de respetar los derechos. 

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a ga-
rantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, na-
cimiento o cualquier otra condición social. 

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.

ARTÍCULO 2°.- Deber de adoptar disposiciones de derecho in-
terno. Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados 
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en el artículo 1° no estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se compro-
meten a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitu-
cionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos y libertades. 

Semejantes determinaciones normativas se recogen en el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: 

ARTÍCULO 1°.- 

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. 
En virtud de este derecho establecen libremente su condición 
política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social 
y cultural. 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden dispo-
ner libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio 
de las obligaciones que derivan de la cooperación económica 
internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así 
como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse 
a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

(…)

ARTÍCULO 3°.- 

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a ase-
gurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos 
los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el 
presente Pacto. 

La conglobación de estos derechos fundamentales solamente es factible 
con un compromiso del Estado. Implican, en cualquier caso, fuertes pres-
taciones, decididas con asiento en el presupuesto de gastos y recursos. 
Todos los Estados, incluida la Argentina, colocan en la ley anual de presu-
puesto la llave maestra para administrar los negocios comunitarios.

El siglo XX fue problemático y febril; el XXI atrapó a la Argentina en la 
peor crisis política, económica y social de toda su historia. El 24/12/2001 
se declaró la bancarrota, la quiebra. Su primera manifestación es la cesa-
ción de pagos. Durante casi trece años —muchas veces con prisa; otras, 
con algún descuido, pero siempre con firmeza—, la autoridad dispuso 
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emprender el duro camino de la reinserción en el mundo. No existe un 
código o proceso jurídico para enmarcar las quiebras de los Estados. No 
creo que se codifique en el futuro. La quiebra de la Argentina no fue una 
novedad; antes de que ello sucediese, en el pasado, otros Estados ha-
bían incurrido en situaciones semejantes. En el presente es fácil observar 
sucesos parecidos. Y todo hace presagiar que seguirá sucediendo, por-
que las deudas de los países como la Argentina son siempre asumidas 
en condiciones de desigualdad totalmente inaceptables. Que no exista 
un código no implica que no existan reglas. Todo Estado soberano debe 
disponer de una constitución, si desea ser parte de las Naciones Unidas. 
Todo Estado soberano, para desarrollar sus negocios internacionales, 
debe honrar el pago de sus deudas. (20) El arreglo de la deuda pública del 
Estado argentino constituye una atribución del Congreso, conforme la 
regla del art. 75, inc. 7. (21) La implementación de los acuerdos correspon-
de al Poder Ejecutivo. 

 (20)  ARTÍCULO 4°.- “El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los fondos 
del Tesoro nacional formado del producto de derechos de importación y exportación, del de 
la venta o locación de tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, de las demás 
contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso Ge-
neral, y de los empréstitos y operaciones de crédito que decrete el mismo Congreso para 
urgencias de la Nación, o para empresas de utilidad nacional”.

Evidentemente, los “empréstitos” constituyen un fragmento significativo de la renta federal.

En relación con los compromisos emergentes del pago de la deuda, hace veinte años, en 
un dictamen de la Procuración, en los autos “Brunicardi” (Fallos: 319:2886) se dijo: “… Efec-
tivamente, hacia fines de los años veinte, el Secretario del Tesoro de los Estados Unidos de 
América, Andrew Mellon, proclamaba que ‘... La insistencia en el cumplimiento de un conve-
nio que supere la capacidad de pago de una Nación, le serviría de justificación para negarse 
a cualquier arreglo. Nadie puede hacer lo imposible...’”. Al resolver la causa, el 19/12/1996 
los jueces del Más Alto Tribunal sostuvieron: “… 16) Que antes de tratar la compatibilidad 
constitucional de la materia regulada por los decretos impugnados, cabe destacar la conclu-
sión a la que arriba el fundado dictamen del señor Procurador General —que este Tribunal 
comparte en lo pertinente— en cuanto a la existencia de un principio de derecho de gentes 
que permitiría excepcionar al Estado de responsabilidad internacional por suspensión o mo-
dificación en todo o en parte del servicio de la deuda externa, en caso de que sea forzado a 
ello por razones de necesidad financiera impostergable...”.

Años después, en el año 2005, en la causa “Galli” (Fallos: 328:690), los jueces Raúl Zaffaroni 
y Ricardo Lorenzetti, en voto concurrente dijeron que el principio básico que regula la emi-
sión de bonos de la deuda pública es el deber de cumplimiento de las obligaciones pacta-
das, que el Estado debe honrar. Sin embargo, es un principio recibido que, en situaciones 
de extrema necesidad o crisis institucionales gravísimas, dichas obligaciones no pueden ser 
cumplidas hasta el límite de suprimir servicios esenciales que afectarían derechos primarios 
de sus ciudadanos.

 (21)  ARTÍCULO 75.- “Corresponde al Congreso: (...) 7. Arreglar el pago de la deuda interior 
y exterior de la Nación”.
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Las obligaciones de pago, en materia de capital e intereses de la deu-
da externa, comprometen al menos varias décadas. Leer comprensiva-
mente el monto de las obligaciones puede herir la susceptibilidad; (22) 
un estudio preciso y fervoroso sugerirá que, comparado con el default 
del año 2001, en el período 2003-2014 se ha reducido notablemente la 
relación de la deuda con el PBI, pero aun así sigue teniendo relevancia 
práctica. 

Más allá de las garantías jurídicas expresadas en el art. 26 CADH, la única 
garantía que se dispone para el desarrollo de los derechos económicos, 
sociales y culturales (en adelante, DESC) reposa en el presupuesto del 
Estado. En este lenguaje: a menor presupuesto, menor desarrollo. Así 
de simple. 

Tendrá que discutirse, más temprano que tarde, la naturaleza de la deuda 
pública externa y el compromiso que irroga e irradia a los DESC de los 
argentinos. Simultáneamente: con el mismo énfasis que el art. 29 consti-
tucional (23) prohíbe la suma del poder público o facultades extraordinarias, 
tendrá que discutirse la eventual prohibición de determinación o prórroga 
a la “jurisdicción internacional”. Queda probado que si la vida y fortuna 
de los “argentinos” se arropa a merced de legislación o jurisdicción ex-
tranjera, se compromete grave o con enfermedad terminal a los DESC de 
sus ciudadanos. La misma suerte debe correr el tratamiento del asunto 
relacionado con la renuncia a la inmunidad soberana. Aunque implique 
casi una tautología en derecho constitucional: “prohíbese la renuncia a la 
inmunidad soberana del Estado”.

No es posible en pocas palabras realizar una descripción sobre la or-
ganización del poder jurisdiccional, tanto en su faz federal como en el 
localizado en cada uno de los veinticuatro entes de la federación. Por 
tanto, pretendo evitar por completo cualquier delicado error. Sin des-
velos y con cautela se descubre el lenguaje utilizado por el poder cons-
tituyente de la Argentina; en particular, en los arts. 1°, 17, 28, 33, 29,  

 (22)  Para mayor información, ver el texto completo [en línea] http://www.mecon.gob.ar/fi-
nanzas/sfinan/documentos/informe_deuda_publica_31-12-13.pdf

 (23)  ARTÍCULO 29.- “El Congreso no puede conceder al Ejecutivo nacional, ni las Legis-
laturas provinciales a los gobernadores de provincia, facultades extraordinarias, ni la suma 
del poder público, ni otorgarles sumisiones o supremacías por las que la vida, el honor o las 
fortunas de los argentinos queden a merced de gobiernos o persona alguna. Actos de esta 
naturaleza llevan consigo una nulidad insanable, y sujetarán a los que los formulen, consien-
tan o firmen, a la responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria”.



REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1994 Y TRATADOS INTERNACIONALES...

257

C
on

st
it

uc
io

ne
s 

A
rg

en
ti

na
s.

 C
om

pi
la

ci
ón

 h
is

tó
ri

ca
 y

 a
ná

lis
is

 d
oc

tr
in

ar
io

31, (24) 27 (25) y 116. Urge advertir que se eligen normas. Que el único elec-
tor sea el autor no significa rebajar, anatemizar, devaluar, postergar o 
cualquier otra forma de sacrificio de las normas que no se mencionan. 
Con este argumento procedo a la escritura del texto: no surge permisión 
constitucional para abrir la jurisdicción internacional; es decir, para el juz-
gamiento por un poder judicial de un Estado extranjero, excepto asuntos 
vinculados con los derechos fundamentales (arg. arts. 52 y ss. CADH en 
función del art. 75, inc. 22 CF). Tampoco se observa que en la actuación 
interórganos (Ejecutivo y Congreso), al negociar y aprobar los acuerdos 
sobre la deuda del Estado, puedan renunciar a la inmunidad soberana. 

Constituirá injusticia fundada invocar y evocar que el análisis normativo re-
sulta sucinto. Sin embargo, en la dicción del art. 116 (26) no parece de fácil 
encaje el hecho de que el Estado argentino sea “juzgado” en Nueva York, 
por ejemplo, y con andamiento de un “asunto” que el propio art. 75, inc. 7, 
atribuye al Congreso federal y lo coloca específicamente sobre el órgano: el 
arreglo del pago de la deuda interior y exterior de la República. Natural-
mente: no puede pedirse a un juez de Nueva York que se preocupe por el 
aliento de los DESC de los argentinos; aunque no corresponda desdecir 
de antemano su insensibilidad social. 

9. Comentarios finales

Primero. La Constitución federal del Estado argentino cumple un rol emi-
nentemente procesal; es decir, asegura las elecciones, la vida plena, pro-
funda y exclusivamente democrática sin “derramar sangre”, (27) y que el su-
jeto o los sujetos que obtengan el triunfo comicial gobiernen en ajustado 

 (24)  ARTÍCULO 31.- “Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se 
dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de la 
Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstan-
te cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales, 
salvo para la provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del Pacto de 11 de 
noviembre de 1859”.

 (25)  ARTÍCULO 27.- “El Gobierno federal está obligado a afianzar sus relaciones de paz y 
comercio con las potencias extranjeras por medio de tratados que estén en conformidad con 
los principios de derecho público establecidos en esta Constitución”.

 (26)  ARTÍCULO 116.- “Corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a los 
tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que versen 
sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación, con la reserva hecha 
en el inc. 12 del art. 75; y por los tratados con las naciones extranjeras…”.

 (27)  POPPER, KARL, La responsabilidad de vivir: escritos sobre política, historia y conocimiento, 
Barcelona, Paidós, 1995, p. 190.
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despliegue a las órdenes constitucionales. Pese a que los textos imponen 
a los poderes constituidos infinidad de “obligaciones de hacer” o “presta-
ciones”, por ahora se trata de una materia en débil desarrollo. 

Segundo. Las constituciones son una suerte de máquina del tiempo que 
hace que determinadas reglas fijadas por una generación sean respetadas 
por otras (para facilitar u obstaculizar su vida). Cada generación tiene el dere-
cho más extenso de fijar las reglas de la convivencia comunitaria. ¿Acaso no 
tienen derecho a decidir bajo qué constitución quieren vivir y desarrollarse?

Tercero. La reformabilidad es una parte elemental de nuestra Constitución 
federal. La Reforma Constitucional, en cualquier caso, demuestra la buena 
salud del propio sistema. No pongo en entredicho el paradigma de la 
rigidez constitucional. Que existan reglas concretas de inmodificabilidad, 
como parece muy razonable porque la misma idea de Constitución entra-
ña la de límites implícitos, no implica pensar ni derivar de ello, precisamen-
te, la rigidez absoluta. Nuestra Constitución prevé el procedimiento de 
reforma en el art. 30 constitucional, y casi todas —por no decir todas— las 
constituciones de los diferentes Estados del mundo prevén un proceso 
de reforma, aunque difieren en la reglamentación. En consecuencia, la re-
formabilidad es una singularidad, una peculiaridad que afirma la propia 
supremacía de la Constitución, en lugar de desvirtuarla. (28)

Cuarto. La Constitución reformada en 1994 es, en gran medida, una cons-
titución inactuada, ya sea por deficiencias en la formulación normativa, 
o por entregar parte del poder constituyente al poder constituido del 
Congreso. Además, con relación al derecho constitucional del Poder, 
lamentablemente no alteró la anatomía que la precedió. Con la excusa 
de la modernización congresual y la transferencia de atribuciones, todo 
quedó en forma semejante. O peor: porque el presidente, luego de la 
Reforma, indiscutiblemente tiene más poder puede ser reelecto y goza 
de la facultad de legislar. Con todas las letras: la Reforma de 1994 dejó 
indemne la concentración del poder; muestra la ausencia, además, en 
forma totalmente negativa, de la arquitectura de un control racional y 
eficaz de los poderes constituidos. (29) Las formas aurorales de participa-
ción democrática no se han realizado y las elegidas no han bastado para 

 (28)  La intangibilidad que identifica a determinadas reglas resulta tratado en la obra FERREYRA, 
RAÚL G., Reforma Constitucional y control de constitucionalidad. Límites a la judiciabilidad de 
la enmienda, Bs. As., Ediar, 2007.

 (29)  Literatura básica: VALADÉS, DIEGO, El control del Poder, México, Porrúa, 2000.
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estimular al auditorio ciudadano; obviamente, resulta menester pensar y 
discutir otras formas de diálogo, con acento en un constitucionalismo de 
ciudadanos y ciudadanas.

Quinto. La Constitución es la carta máxima de la tolerancia. Para reformar 
la Constitución no es necesaria la unanimidad; es necesaria la tolerancia 
de que una mayoría y una minoría van a transitar juntas el proceso de re-
forma. Pese a la Reforma de 1994, la Constitución federal atrasa —lo dice 
el mismo reloj: han pasado veinte años— y frente a determinados enuncia-
dos —como la atenuación del presidencialismo— se potenció ese atraso. 
La cuestión tributaria, la deuda externa, la socialización del dominio de los 
recursos naturales son problemas que merecen un enfoque y una discu-
sión actualizada, en pleno siglo XXI.

Sexto. Constitucionalizar la garantía de amparo significa un notable avan-
ce. La garantía, en dos décadas, ha mostrado un interesante desarrollo, 
pese a algunos intentos para devaluar su anatomía alternativa. Sin embar-
go, la utilización del amparo para cargar o montar sobre él medidas caute-
lares conspira contra la racional distribución de los poderes del Estado. Un 
poder de veto, en este caso el judicial, censura la elaboración democrática 
del Congreso y el Ejecutivo, en detrimento del diálogo democrático. 

Séptimo. “Dime de qué fondos públicos dispones en el Tesoro y te diré el 
desarrollo previsible que puedes adjudicar a los DESC de tus ciudadanos”. 
La formulación normativa, la cima constitucional alcanzada por los DESC 
—en particular, la nomenclatura catalogada en el art. 75, inc. 22, aunque 
posee también garantías positivas para su razonable desarrollo— se ve afec-
tada ostensiblemente por el impacto del endeudamiento de la Argentina. 
Resolver con responsabilidad esta cuestión “para nosotros y para nuestra 
posteridad” constituye, significativamente, un asunto de entidad mayúscula.

Último. Honrar la vida y “ayudar a vivir” con honestidad y no hacer daño, 
en un marco de profundo e inmarcesible respeto al otro, son lecciones bá-
sicas que el sistema de nuestra Constitución federal recoge y asume. Con 
la mayor fidelidad de que dispongo he tratado, en estas letras, componer 
aspectos edificantes de la Reforma de 1994 y otros no tan elaborados; 
guiado por la finalidad de concretar una mostración de las garantías de los 
derechos fundamentales, simplemente.

•
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A veinte años de la 
Reforma Constitucional (1)

Examen y perspectiva

EDUARDO S. BARCESAT (2)

•

1. Introducción

Este ensayo se dividirá en tres segmentos. El primero de ellos concierne al 
examen del mecanismo establecido por el art. 30 CN para proceder a su 
reforma, aspecto que —entiendo— tiene enorme influencia en el resulta-
do de la magna tarea institucional. 

Luego, un examen de los aspectos que considero más relevantes en cuan-
to a las incorporaciones y reformas operadas en el año 1994. 

Por último, desarrollar los puntos que entiendo necesitados de una profun-
da reforma para salir del modelo político/económico de la Constitución de 
1853, agropecuario y rentístico —particularmente de la parte dogmática de 
la Constitución—, e ingresar en la regulación constitucional de los desafíos 
de la integración, de la tutela de los recursos y riquezas naturales, y de una 
política de derechos humanos que efectivice la inclusión de los sectores 
marginados y la igualdad en sus condiciones de existencia social. En defini-
tiva, la concreción de un proyecto libertario como individuos y como pueblo.

 (1)  El presente artículo fue publicado con anterioridad en la Revista Derecho Público, año III, 
n° 9, Bs. As., Ediciones Infojus, enero de 2015, p. 27.

 (2)  Profesor titular consulto (Facultad de Derecho, UBA). Participó de la Reforma constitucio-
nal de 1994 como Convencional Nacional Constituyente.

EDUARDO S. BARCESAT
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2. Mecanismo de la Reforma Constitucional

El art. 30 CN es el que regula las autoridades y el mecanismo de la Refor-
ma constitucional. Como todo tramo de un contexto discursivo en el que 
un segmento de ese texto se refiere a la totalidad, ese segmento —en 
este caso, el art. 30 CN— es por necesidad lógica de un nivel superior al 
del resto del contexto discursivo que integra. Es metalenguaje o lenguaje 
de nivel superior respecto del lenguaje objeto, que es el total del texto de 
la Constitución Nacional. Por tratarse de un texto normativo, corresponde 
nominar al art. 30 como metanorma de la Constitución Nacional. Tiene 
implicancias institucionales muy importantes, a saber: la Constitución Na-
cional solo puede ser reformada por el mecanismo y por las autoridades 
establecidas por el art. 30 CN.

Claro que un usurpador del poder político puede darle un carácter su-
bordinado a la Constitución respecto de sus mandatos impuestos por un 
hecho de fuerza; pero nunca comportará ello una “reforma de la Cons-
titución Nacional”. Y si pretendiera, por sí, reformarla, siendo una auto-
ridad distinta y con un procedimiento diverso al del establecido por el 
mencionado artículo, el resultado será un nuevo bando del usurpador, 
pero jamás la reforma de la Constitución Nacional. La Nación Argentina 
pasó por esta experiencia cuando un usurpador del poder político, la au-
todenominada “Revolución Argentina”, pensó que tocando algo grande, 
la Constitución Nacional, haría algo grande. Orquestó a la Conferencia 
Nacional de Abogados, organizada por la Federación Argentina de Co-
legios de Abogados (La Plata, diciembre de 1970), para que, en palabras 
de su entonces presidente, el Dr. Edgar Ferreyra, la Conferencia fuera 
una “Convención Pre-Constituyente”. La abogacía argentina, en acalora-
do debate, aprobó una sola resolución: “… la Constitución Nacional solo 
puede ser reformada por las autoridades y conforme el mecanismo esta-
blecido por el art. 30 de la Constitución Nacional…”. Fracasado el intento, 
el usurpador recurrió a algunos alquilones que le fabricaron un dictamen, 
estableciendo que un gobierno “de facto” podía realizar una reforma del 
texto constitucional a condición que dicha reforma fuera aprobada por un 
referendo posterior. Lo cierto es que esa intentona fracasó, cuatro años 
después, sin pena ni gloria.

Expuesta la enorme significación institucional del art. 30 CN, abordaremos 
su exégesis. Pero antes señalemos el principio metodológico que propo-
ne: “… el modo en que se realiza una práctica social es constitutivo de 
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su resultado…”. Si la práctica es negocial o parcial respecto de quiénes 
son los interlocutores, el resultado será igualmente negocial o parcial. La 
Reforma constitucional, para ser tal, debe ser tarea de todo el pueblo ar-
gentino. Solo cuando este participa, conoce, opina y propone, a través de 
los debates en los partidos políticos y las organizaciones sociales, puede 
vivir como socialmente obligatoria la Ley Suprema de la Nación.

Ahora sí, la interpretación del art. 30 CN. Su texto comienza expresando 
que la Constitución puede ser reformada en el todo o cualquiera de sus 
partes. Destaco que la “o” inviste enorme significación en la interpreta-
ción del ámbito material de la reforma. Se trata de una “disyunción débil”; 
esto es, de aquellas en que la función —Reforma constitucional— puede 
ser satisfecha por cualquiera de las variables —total, parcial, o conjunta-
mente parcial y total por la magnitud y significado de los cambios intro-
ducidos—. Todas estas posibilidades están en la competencia del órgano 
constitucionalmente facultado para efectuar la Reforma constitucional, 
que es la Convención Constituyente convocada al efecto, y que es el úni-
co órgano que está facultado para determinar el alcance y contenidos de 
la reforma. Esto, que es bien simple, establece ya una diferencia diame-
tral con lo que ha sido, hasta aquí, la inteligencia asignada a este primer 
enunciado del artículo. Es que la mayoría de la doctrina constitucional le 
asigna al Congreso de la Nación la tarea de definir si la reforma será total 
o parcial y cuáles deben ser, consecuentemente, los puntos de la reforma, 
prefigurando, además, su texto.

Debo ser categóricamente claro en esto: el Congreso de la Nación solo 
tiene la competencia para declarar la necesidad de la reforma. Así lo dice 
expresamente el texto constitucional. Pero el único órgano con compe-
tencia para definir el ámbito material de esa reforma es la Convención 
Constituyente que se convoque al efecto, tal como se desprende de la 
última parte del art. 30 CN. Es que si la voluntad del constituyente de 1853 
hubiese sido la de facultar al Congreso de la Nación a definir el ámbito 
material de la reforma de la Constitución, habría bastado con fijar una 
mayoría calificada (por ejemplo, dos tercios de los votos de los miem-
bros de ambas Cámaras) para aprobar las reformas al texto constitucional, 
debatidas y aprobadas con esa mayoría calificada como una incumben-
cia más del Congreso de la Nación, lo que sería perfectamente legítimo  
—como lo es en muchas constituciones—. Pero este no es, precisamente, 
el mecanismo de la Constitución de la Nación Argentina. Aquí se ha se-
guido un modelo que separa la declaración de necesidad de la reforma, 
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que efectivamente le compete mediante mayoría calificada al Congreso 
de la Nación, de la tarea propia de la reforma, que le está asignada a una 
Convención Constituyente convocada al efecto. Seguramente se pensó 
que era preferible separar la tarea de la coyunturas —legislar— de la tarea 
del gran proyecto institucional que es el conformar el texto constitucional 
como proyecto político y económico de toda la Nación.

Es tan rigurosamente lógico el texto del art. 30 CN que admite que el 
propio mecanismo y autoridades de la Reforma constitucional puedan 
ser modificados. Será otro artículo, no el actual. El vigente distingue, cla-
ramente a mi criterio, entre “declaración de necesidad de la reforma” y 
“efectuarla”, que implica la tarea misma de definir el ámbito material de 
esa reforma.

Como se verá cuando examine el resultado de la Reforma constitucional 
del año 1994, la prohibición de tocar parte alguna del Capítulo I de la 
Constitución Nacional llevó a incurrir en “chapuzas”. Pongo como ejem-
plo al art. 31 CN, que define el orden jerárquico del derecho positivo na-
cional, que hubiera debido ser modificado por la incorporación de los 
tratados internacionales de derechos humanos con jerarquía de cláusula 
constitucional (art. 75, inc. 22 CN), lo que no pudo realizarse por el carácter 
“intocable” y pétreo que la ley declarativa de la necesidad de la reforma (3) 
dispuso respecto de la parte dogmática de la Constitución Nacional.

Por ello, la correcta exégesis del art. 30 CN no solo es un ejercicio se-
mántico, sino que tiene profundas connotaciones institucionales. Puede 
adoptarse uno u otro mecanismo. O la reforma la hace el Congreso de 
la Nación o la efectúa la Convención Constituyente convocada al efecto. 
Pero si la opción, tal como lo fija el art. 30 CN es esta segunda, el Congre-
so de la Nación debe limitarse a declarar la necesidad de la reforma y no 
a ponerle bozales o a convertirla en una mera convención refrendataria. El 
sentido del verbo “efectuar” es bien claro, alude a la realización de una 
obra, la Constitución Nacional en el caso.

Otros dos aspectos referidos a la interpretación del art. 30 CN deben 
ser examinados. El primero de ellos es qué significa “declarar”. Obser-
vo que en la semántica constitucional el verbo “declarar” es empleado 
para actos institucionales de la mayor importancia; se declaran la guerra 
o la paz, el estado de sitio, la intervención federal y la necesidad de la 

 (3)  Ley 24.309, BO 31/12/1993.
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Reforma constitucional. Propongo interpretar que para estos actos debe 
reunirse a ambas Cámaras del Congreso de la Nación en Asamblea Le-
gislativa para, en un solo acto, emitir la declaración del trascendente 
acto institucional. Es que, particularmente, la declaración de la guerra o 
la paz, del estado de sitio o de la intervención federal son actos que re-
quieren tratamiento y decisión inmediatos. No pongo en el mismo nivel 
de urgencia a la declaración de necesidad de la Reforma constitucional, 
pero nada se opone a que se haga en un solo acto, en Asamblea Legisla-
tiva, tras cumplimentar examen y debate en las respectivas Cámaras. La 
trascendencia institucional del acto bien amerita convocar a la Asamblea 
Legislativa.

El otro tema a examinar es, políticamente, más urticante: ¿de qué dos 
tercios habla el art. 30 CN? ¿De los miembros que integran ambas Cá-
maras o de los presentes al momento de la votación sea en las respec-
tivas Cámaras o en la Asamblea Legislativa? Nuevamente se exhibe la 
torpeza de la ley declarativa de la necesidad de la Reforma del año 1994 
al prohibir y nulificar de antemano cualquier enmienda al Capítulo I de 
la Constitución 1853-60. En efecto, en los temas habilitados pudo ex-
presarse, en cada caso, cuándo los dos tercios es de los miembros que 
integran ambas Cámaras o de los presentes, como en el caso de los 
acuerdos en el nombramiento de los futuros jueces (art. 99, inc. 4º CN).  
Si esa distinción, miembros que integran o miembros presentes, se hu-
biera volcado al interior del art. 30 CN no habría ambigüedad. Pero por 
violentar el claro texto precisamente del mismo artículo, impidiendo 
que sea la Convención Constituyente la que “efectúe” la asignación de 
un sentido unívoco a la expresión “miembros”, dicha ambigüedad sub-
siste hasta la fecha. Anticipo, para un futuro debate, que hasta la Refor-
ma del año 1994 la declaración de necesidad de la reforma operó con 
el voto de los dos tercios de los miembros presentes al momento de las 
respectivas votaciones. 

Cierro este primer segmento expresando mi personal convicción de que 
un legítimo y virtuoso proceso institucional de reforma de la Constitución 
será aquel que establezca un plazo entre el dictado de la ley declarativa 
de la necesidad de la Reforma constitucional y la elección de los futuros 
convencionales constituyentes, quienes recibirán todo el material colecta-
do en ese lapso. Este plazo permitiría asimismo a la ciudadanía orientar 
su voto en función de los compromisos programáticos que expresen los 
constituyentes, tras que el pueblo fuera oído.
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3. Valoración de la Reforma Constitucional de 1994

El Pacto de Olivos, celebrado entre los dos caudillos a cargo de los parti-
dos políticos mayoritarios, tuvo un claro tufillo a negociado. Uno se llevaba 
la posibilidad de ser reelecto tras agotarse su período presidencial de seis 
años; el otro, once senadores nacionales sin pasar por ninguna elección. 
Es lógico que el pueblo mirara con indiferencia y desconfianza a esa Refor-
ma constitucional. Ni siquiera el paso de la iniciativa de la reforma por el 
Congreso que, afortunadamente, amplió el estrecho marco del “negocio” 
hacia otros temas que, en definitiva, habrían de aportar las reformas más 
trascendentes del plexo constitucional, modificó esa “mala prensa” que 
tuvo la iniciativa.

La desconfianza entre los caudillos, que habían proferido frases calamito-
sas antes de “acordar”, llevó a “inventar” que los contenidos del Pacto de 
Olivos, trasmutado en el “núcleo de coincidencias básicas” de la ley 24.309 
declarativa de la necesidad de la reforma, fueran motivo de aprobación en 
“paquete”, por sí o por no, pero sin admitir una votación reforma por refor-
ma. Este acto de prepotencia institucional se reprodujo en el Reglamento 
de la Convención Constituyente, el gran debate político, lo que implicaba 
que la desconfianza entre las fuerzas políticas mayoritarias perviviera aún 
después de conformada la Convención Constituyente, y se mantuviera. 
Fueron inútiles los argumentos que se aportaron para acreditar la inexis-
tencia de sistematicidad alguna entre las trece iniciativas del “núcleo de 
coincidencias básicas”, ya que solo mediaba entre esas trece reformas una 
argamasa de desconfianza recíproca y de prepotencia institucional. Perso-
nalmente sostuve que la obligatoriedad del voto en “paquete” importa-
ba, para todos quienes no integrábamos las fuerzas políticas mayoritarias, 
una situación de predicamento. Un predicamento, enseña Georg H. von 
Wright, se da cuando el agente, frente al árbol de las acciones posibles, 
haga lo que haga, quebranta un deber jurídico. Aplicado al caso de la 
Convención Constituyente, si un integrante de otra fuerza política quería 
votar, por ejemplo, la supresión del requisito católico, apostólico y romano 
para aspirar a la Presidencia de la Nación, al hacerlo incorporaría, tam-
bién, por ejemplo, la constitucionalización de los decretos de necesidad 
y urgencia, iniciativa que nada tenía que ver con la supresión del requisito 
religioso y que podría ser contraria a sus convicciones políticas. Y lo más 
gravoso es que a esa situación de predicamento se había llegado no por el 
obrar propio de los convencionales de las otras fuerzas políticas, sino por 
el acuerdo del Pacto de Olivos, que era res inter alios acta, como gustan 
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decir los juristas. Ningún convencional pactista rebatió este argumento, lo 
que llevó a que ante la postura —aquí sí pétrea— de los portadores del 
Pacto de Olivos, los restantes convencionales optaran mayoritariamente 
por retirarse de la sesión, con lo que el “núcleo de coincidencias básicas” 
ingresa al texto constitucional con el menor número de votos que se co-
lectara en las distintas incorporaciones constitucionales.

Debe decirse que lo coyuntural y efímero del Pacto de Olivos, que fue la 
habilitación para ser reelecto del entonces Presidente Dr. Carlos S. Me-
nem, y los once senadores electos por nadie con que se alzó la contrapar-
te radical, quedó en la historia, sin secuelas para la valoración de las otras 
reformas que se hicieron en 1994.

Inversamente, los tema habilitados por la ley declarativa de la necesidad 
de la reforma aportaron las incorporaciones más valiosas para el texto 
constitucional. Destaco las siguientes: 

a. incorporación de los tratados internacionales de derechos humanos con jerar-
quía de cláusula constitucional; 

b. habilitación de un novedoso mecanismo de “incorporación constitucional” a 
través de la ratificación, por los dos tercios de los miembros que integran am-
bas Cámaras del Congreso de la Nación, de otros tratados internacionales de 
derechos humanos; 

c. incorporación constitucional de las vías tuitivas de los derechos humanos: ac-
ción de amparo, individual y colectiva; hábeas data y hábeas corpus; 

d. la significativa cláusula de obediencia a la supremacía de la Constitución Na-
cional, que condena la usurpación del poder político; 

e. reconocimiento constitucional de los partidos políticos; 

f. derechos del medio ambiente; 

g. derechos de usuarios y consumidores; 

h. mecanismos de democracia semi-directa; 

i. creación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

j. creación del Consejo de la Magistratura para el Poder Judicial de la Nación; 

k. creación de los Ministerios Públicos, Fiscal y de la Defensa, con jerarquía de 
órganos extra-poder; 

l. la Auditoría General de la Nación; 

m. la Defensoría del Pueblo de la Nación; 

n. el Jefe de Gabinete de Ministros.
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Entiendo que no se ha atenuado el hiperpresidencialismo de nuestro sis-
tema de división de poderes. La constitucionalización de los decretos de 
necesidad y urgencia, la delegación de facultades legislativas a favor del 
Poder Ejecutivo en materia administrativa, y el veto (observación) parcial 
de las leyes de la Nación son modificaciones que favorecen la concentra-
ción de poder en beneficio del Poder Ejecutivo.

4. La plenitud normativa en derechos humanos  
y un novedoso mecanismo de incorporación constitucional

Es evidente que la Nación Argentina dio un gran paso en materia de dere-
chos humanos al incorporar, en el acto constituyente, a los más preciados 
tratados internacionales de derechos humanos otorgándoles el rango de 
cláusula constitucional. Pero si ello fue un paso trascendente y valioso para 
actualizar la nómina de los derechos humanos reconocidos por la concien-
cia jurídica universal, no es menos significativo que se haya introducido un 
novedoso mecanismo de incorporación constitucional, al facultarse al Con-
greso de la Nación, mediante el voto de los dos tercios de los miembros 
que integran ambas Cámaras, a ratificar nuevos tratados de derechos hu-
manos que adquirirán, igualmente, rango constitucional (art. 75, inc. 22 CN).  
Como puede advertirse, también se ha introducido una novedad en ma-
teria de Reforma constitucional, que si bien no ha quedado expresa en el 
propio art. 30 CN, no cabe duda de que amplía el marco referencial de 
las modificaciones en el plexo constitucional. Y así, efectivamente, se han 
incorporado nuevos tratados de derechos humanos, enriqueciendo el re-
conocimiento y la tutela de los mismos.

Respecto al rango jerárquico de los tratados internacionales de derechos 
humanos, cabe distinguirlos de otros tratados internacionales, que tienen 
jerarquía superior a las leyes, pero no así rango constitucional.

Esta distinción es muy importante, como lo es, también, el sentido de la ex-
presión “complementarios” que emplea el texto constitucional para armo-
nizar estas incorporaciones con el Capítulo I de la Constitución Nacional. Lo 
complementario no es ni superior ni inferior a lo existente, tiene el mismo ran-
go, lo que se conjuga perfectamente con la jerarquía normativa asignada por 
el art. 75, inc. 22 CN para dichos tratados exclusivamente. Así, por ejemplo, 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados es jerárquicamen-
te inferior respecto de los Pactos Internacionales de la ONU, de Derechos 
Civiles y Políticos, y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; pero, a 
la vez, la Convención de Viena tiene rango superior a las leyes de la Nación.
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5. La tutela jurisdiccional de los derechos humanos

El art. 43 CN, que se encuentra en el Capítulo II, Nuevos Derechos y Ga-
rantías, incorpora eficazmente a la acción —no recurso— de amparo indi-
vidual y pluripersonal o colectiva, al hábeas data, y al hábeas corpus, me-
jorando notablemente la tutela jurisdiccional de los derechos y garantías 
consagrados en la Constitución, los tratados y las leyes. Esta normativa 
supera, largamente, la torpe “ley” 16.986, emanada de un usurpador del 
poder político y que convirtió al amparo en una vía subsidiaria y no autó-
noma y regia, como es por su propia naturaleza y la materia que trata, de 
tutela de la efectividad de los derechos humanos.

En el debate en sesión plenaria, luego de un trámite de suplicio en la Comi-
sión de Nuevos Derechos y Garantías de la Convención Constituyente, se 
introdujeron modificaciones al despacho de la Comisión para que el afectado 
tuviere legitimación activa para reclamar en materia de derechos de incidencia 
pluripersonal o colectiva, además del Defensor del Pueblo y de las entidades 
defensoras de derechos humanos. También se incorporó, dolorosamente, (4) 
a la desaparición forzada de personas como hipótesis de habilitación de la 
acción de hábeas corpus. 

La previsión constitucional del hábeas data, al igual que el principio de 
reserva sobre la fuente de información en labor periodística, constituyen 
dos aportes a la integridad de la tutela del ser humano, preservando la 
corrección y confidencialidad de datos sensibles. Los bancos de datos 
configuran una intrusión en la privacidad de las personas y estos institutos 
resguardan esa intimidad y confidencialidad.

Cabe afirmar que la conjunción de estas figuras jurídicas, acción de há-
beas data y acción de amparo tanto individual como colectiva en una sola 
cláusula constitucional, implica que participan de rasgos comunes y que 
las facultades que se otorgan al órgano jurisdiccional excitado, por ejem-
plo la declaración de inconstitucionalidad de la norma en que se funda el 
acto u omisión repugnada, es común a las tres figuras.

 (4)  Decimos “dolorosa” porque tal incorporación devino de la circunstancia de que en tanto 
funcionaba la Convención Constituyente, una de cuyas sedes era la ciudad de Paraná, fueron 
desaparecidos dos jóvenes que poco antes habían estado detenidos y fueron supliciados por 
el personal policial provincial. Los jóvenes denunciaron las torturas y poco tiempo después, 
cuando buscaban el litro de leche diaria que distribuía el Gobierno provincial, fueron secues-
trados y permanecen desaparecidos. La Convención Constituyente fue anoticiada de este 
hecho y participada de la acción de hábeas corpus interpuesta por los letrados de la Liga 
Argentina por los Derechos del Hombre, filial Paraná.
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Un aspecto que concita fuerte debate es el referido a si procede la acción 
de amparo contra decisiones emanadas de los jueces. Me inscribo en-
tre quienes sostienen que, efectivamente, la acción de amparo, el hábeas 
data y el hábeas corpus pueden ser empleados para impugnar decisiones 
judiciales lesivas de los derechos que protegen, cuando no exista otra vía 
judicial más idónea, tal como expresa el art. 43 CN. Para esta postura ten-
go en cuenta que la semántica del artículo refiere a actos u omisiones de 
“autoridades públicas”, expresión que comprende a los funcionarios judi-
ciales, y que la competencia para declarar la inconstitucionalidad refiere a 
“normas”, expresión genérica que abarca leyes de la Nación, decretos, re-
soluciones administrativas y también resoluciones judiciales. En este sen-
tido se pronunció, por unanimidad, la Conferencia Nacional de Abogados 
(FACA), en el debate sobre la acción de amparo.

6. Deber de obediencia  
a la supremacía de la Constitución Nacional

En varios certámenes de la abogacía he nominado a esta cláusula como la 
“lección de derecho”, y en mi intervención en la sesión plenaria que apro-
bó su inclusión, como la expresión normativa institucional del “nunca más”.

En efecto, desde el inicio de la transición democrática (5) he venido traba-
jando la idea de una ruptura estructural, espistemológica y semántica en-
tre Estado de derecho y excepcionalidad institucional. No puede haber 
continuidad entre la “bestia” del Estado terrorista y el Estado de derecho. 
Esa ruptura estructural, así lo sostuve, tiene que darse en la sustitución del 
aparato de Estado proveniente de la excepcionalidad institucional y el del 
naciente Estado de derecho, lo que comprende a los tres poderes que con-
forman el Gobierno federal. No parece discutirse la necesaria sustitución 
de la titularidad del Poder Legislativo ni la del Poder Ejecutivo. El problema 
fundamental, a mi criterio, es el de la sustitución de todo el aparato buro-
crático de ambos poderes en sus tramos sensibles: esto es, en los cargos 
de mayor jerarquía y con poder decisorio. El traspaso de las burocracias es 
una especie de metástasis institucional y sus efectos deletéreos no tardan 
en hacerse presentes. Más resistida aún es la conformación del naciente 
Poder Judicial de la Nación donde tiende a pensarse que para divorcios o 
contratos da lo mismo un juez nombrado para integrar la administración de 

 (5)  BARCESAT, EDUARDO S., Derecho al derecho, Bs. As., Fin de Siglo, 1993, p. 47 y ss.
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justicia de la usurpación del poder político que un juez del Estado de de-
recho. Craso error. Vale citar como importante antecedente institucional de 
la ruptura entre dictadura y Estado de derecho, la resolución adoptada por 
la X Conferencia Nacional de Abogados de la FACA (Rosario, septiembre 
1983) que dictaminó que ningún juez que hubiere ingresado a la adminis-
tración de justicia del usurpador —y jurado obediencia a sus disposiciones 
normativas— podría ingresar al futuro Poder Judicial de la Nación.

La ruptura epistemológica deviene de romper el paradigma del positivis-
mo jurídico centrado en que la eficacia de los mandatos del usurpador 
“crean” un nuevo derecho y son fuente de legitimidad de los mismos, 
principio que Hans Kelsen desarrolló como “principio de reconocimiento” 
de los Estados, norma consuetudinaria general del derecho internacional.

A partir del art. 36 CN puede afirmarse un nuevo paradigma, a saber: el de-
recho solo se crea y solo se aplica desde el derecho. El deber de obediencia 
a la supremacía de la Constitución Nacional implica que, tanto el acto de 
usurpación como el ejercicio usurpador de las potestades conferidas por la 
Constitución a favor de los tres poderes que conforman el Gobierno federal, 
son nulos de nulidad absoluta e insanable, generando una responsabilidad 
penal y patrimonial que es imprescriptible, la inhabilitación para ejercer car-
go o función pública bajo el Estado de derecho, y apareja para sus autores 
la sanción del art. 29 CN por infames traidores a la patria.

Resta examinar la ruptura semántica. Es que el usurpador se apropia no 
solo las incumbencias constitucionales de los tres poderes, sino también de 
sus “nombres”, por la función y apariencia de legitimidad que conlleva la 
semántica constitucional. Se hacen llamar “Presidentes de la Nación”, “Po-
der Legislativo” y “Poder Judicial”, sin serlo, para crear esa apariencia de 
legitimidad a la que convocan los nombres de los poderes constitucionales. 

A partir de la cláusula del deber de observancia a la supremacía de la Cons-
titución Nacional, solo serán autoridades legítimas aquellas que emerjan de 
la expresión de la voluntad popular. Los actos usurpadores serán delitos ins-
titucionales y, duren lo que duren, la acción para juzgarlos es imprescriptible.

7. El medio ambiente

La tutela constitucional del medio ambiente (art. 41 CN) introduce un con-
cepto novedoso para el saber de los juristas: el deber de recomponer 
cuando ha mediado un daño ambiental.
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Hasta aquí la compensación en dinero ha sido el gran demiurgo del mun-
do jurídico: si se ha cometido un daño, se paga (arts. 1050 y 1083 CC). 
Ahora se introduce un nuevo deber, el de recomponer el daño inferido.

Es interesante examinar el debate en sesión plenaria de esta cláusula por-
que quienes más “obstáculos epistemológicos” evidenciaron para admitir 
este nuevo deber fueron precisamente los juristas. Aparece un nuevo cri-
terio indemnizatorio “fuera de catálogo”. Es cierto que tanto el art. 1050 
como el 1083 CC establecen la obligación de volver al momento previo al 
de la producción del acto nulo o del acto ilícito, pero aquí en el art. 41 CN, 
sí o sí, el deber solo puede ser satisfecho mediante la recomposición del 
ambiente, es decir que si se taló o si se dañó el agua, se sembrará en la 
cuantía que el tribunal establezca o habrá que limpiarla hasta que recupe-
re sus cualidades naturales. No hay dinero que compense. Podrán aplicar-
se astreintes monetarios para asegurar el cumplimiento de la obligación, 
pero esta sigue siendo de recomposición.

Hay dos temas de derecho comparado que deben examinarse. El más signi-
ficativo es el de la incorporación de la naturaleza como sujeto de derechos, 
avance que consagra la nueva Constitución de la República de Ecuador. El otro 
refiere a la iniciativa internacional de configurar un nuevo delito del derecho 
internacional que es el “delito de lesa naturaleza”, que deberá convocar a la 
jurisdicción universal y ser incorporado a la tutela de la Convención de Roma.

8. Derechos de usuarios y consumidores

El primer derecho de usuarios y consumidores es el de poder acceder a esa 
condición, la de usuario y consumidor. Para ello se establecen una serie de 
garantías, la más importante, la del precio justo. Si bien el texto constitu-
cional no define qué se entiende por precio justo, debe entenderse que el 
primer recaudo para esa ponderación es que posibilite el acceso al uso y 
consumo del bien o servicio que se trate.

Es muy importante la manda constitucional que impone a las “autorida-
des” —en plural, lo que implica que comprende a los tres poderes del 
Gobierno Federal y a las autoridades provinciales y locales—, controlar la 
formación de monopolios naturales o legales.

El deber de información veraz y adecuada, que no estaba contemplado 
en la redacción de la Comisión de Trabajo sobre Nuevos Derechos y Ga-
rantías, se incorporó en el debate en Sesión Plenaria. Este deber es de 
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suma relevancia, tratándose del servicio de la comunicación social masiva, 
tanto que a poco de haberse cerrado la votación en plenario, el lobby de 
las empresas gráficas presionó a sus convencionales acólitos para que se 
intentara una revisión de votación, lo que requería de dos tercios de los 
votos de los convencionales presentes. No se logró y quedó, enhorabue-
na, la incorporación operada en el plenario.

9. Mecanismos de democracia participativa

La incorporación de mecanismos de democracia participativa —iniciativa 
popular y consulta popular, arts. 39 y 40 CN—, si bien poco empleados has-
ta el presente, introducen una mejora respecto de lo preceptuado por el  
art. 22 CN. De no haber mediado el impedimento de convertir en “pétreo” 
al primer capítulo de la Constitución, podría haberse adecuado el mismo de 
resultas de estas incorporaciones.

La limitación temática respecto de la iniciativa popular es razonable. Par-
ticularmente en materia penal los humores sociales pueden llevar a que 
ante un hecho criminoso atroz y aberrante la ciudadanía se vuelque por 
penalizaciones incompatibles con los tratados internacionales de dere-
chos humanos.

10. Partidos políticos

Otro avance del texto constitucional lo configura la incorporación de 
los partidos políticos como elementos esenciales para la vida democrá-
tica. No se trata solo de reconocerlos, sino de asegurarles el acceso a 
la información pública y la difusión de sus ideas, así como el deber del 
Estado de contribuir al sostenimiento económico de sus actividades y 
de la capacitación de sus dirigentes (art. 38 CN).

Puede discutirse, en un futuro, si otras organizaciones sociales pueden 
igualmente proponer candidatos a cargos electorales. De todos mo-
dos, los partidos políticos pueden proponer candidatos extrapartida-
rios, lo que abre el espectro a todos los estamentos sociales.

Los cargos públicos electivos deben ser provistos por los partidos polí-
ticos. Esta disposición constitucional habilitaba, perfectamente, que la 
elección de la representación de los distintos estamentos del Consejo de 
la Magistratura para el Poder Judicial de la Nación, fueran electos por el 
voto popular, lo que configura un dato de sano republicanismo.
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11. Ministerio Público Fiscal y de la Defensa

La configuración del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa, como órganos 
extrapoder, es una importante mejora que habilita, entre otras medidas, la 
adopción de un procedimiento penal de naturaleza acusatorio, donde los 
roles de acusación y defensa se encuentran perfectamente delimitados por 
fuera del Poder Judicial de la Nación aunque actúen en su ámbito.

12. Defensor del Pueblo

La incorporación de la figura del defensor del pueblo constituye un aporte 
más para la defensa de los derechos de los habitantes de la Nación. Todo 
derecho difuso o de incidencia pluripersonal o colectiva (art. 43 CN) pue-
de ser materia de defensa y reclamo por parte de la Defensoría del Pueblo 
de la Nación.

La doctrina del precedente “Halabi” emanada de la CSJN demuestra la im-
portancia de la tutela jurisdiccional de los derechos contemplados por el se-
gundo párrafo del art. 43 CN. En el caso, la iniciativa fue impulsada por un 
particular, pero es de la esencia de la labor del defensor popular examinar las 
normas o actos de autoridades públicas o de particulares que puedan resultar 
en una afectación de derechos y garantías constitucionales, convencionales o 
legales, para articular las vías tuitivas de defensa de estos derechos colectivos.

13. Auditoría General de la Nación

La Auditoría General de la Nación es un órgano de contralor de gestión, 
que opera sobre los poderes que conforman el Gobierno Federal, rindien-
do cuenta de su desempeño al Congreso de la Nación. El Auditor debe 
ser propuesto por el partido político de oposición más representativo ante 
el Congreso de la Nación.

14. Necesidad y oportunidad  
de una nueva Reforma Constitucional

Las insuficiencias de la Reforma constitucional del año 1994, derivadas de 
la espuria apropiación por parte del Congreso de la Nación de la facultad 
de indicar taxativamente el ámbito material de la reforma, deriva en la 
necesidad de proponer una nueva Reforma constitucional que opere con 
sujeción a la clara normativa del art. 30 CN. Esto implica que es el Congre-
so quien declara la necesidad de la reforma, pero esta es efectuada por la 
convención convocada al efecto.
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No es razonable mantener pétreo e intangible al Capítulo I, Declara-
ciones, Derechos y Garantías, de la Constitución Nacional. El modelo 
agro-exportador y rentístico de la Constitución histórica “atrasa” 160 años 
y es harto insuficiente para encarar las necesidades y desafíos del siglo XXI.

El Estado social de derecho debe incorporar previsiones —esta es mi pro-
puesta— que atiendan, fundamentalmente, a regular tres ejes, a saber:

Integración de Latinoamérica y el Caribe.

Defensa efectiva de los recursos y riquezas naturales.

Políticas de derechos humanos.

No hay posibilidad de abordar, cada país en forma aislada, los proble-
mas y sujeciones que derivan de la estructura de la dependencia. Tanto 
la problemática de la deuda externa como la necesidad de recuperar la 
soberanía legislativa y jurisdiccional en materia de tratados bilaterales de 
inversión o de protección de las inversiones extranjeras comportan desa-
fíos para la efectiva independencia económica de los pueblos tutelada por 
los Pactos Internacionales de Naciones Unidas (1966-1976).

La defensa de la titularidad de los pueblos sobre sus recursos y riquezas 
naturales deviene en un requerimiento insoslayable para la geopolítica de 
Latinoamérica y el Caribe. Este continente está generosamente dotado 
de agua potable, de tierras con aptitud rural, de una asombrosa biodi-
versidad, de grandes yacimientos de minerales estratégicos (litio y sílice, 
entre otros), por lo que es menester una férrea tutela de los mismos y el 
desarrollo de políticas extractivas que no afecten el medio ambiente ni la 
sustentabilidad de los recursos y riquezas.

Las guerras de invasión ya no serán, solamente, por los hidrocarburos. 
Vendrán por el agua potable, las tierras rurales, los alimentos y los minera-
les estratégicos, así como antes vinieron por el oro y la plata, saqueando 
las riquezas del continente americano.

Finalmente, por políticas de derechos humanos debe entenderse no solo 
la incorporación de los más importantes tratados internacionales de dere-
chos humanos, sino el realizar las obras de ingeniería social que posibiliten 
el acceso a la satisfacción de las necesidades que subyacen a los derechos 
reconocidos por la conciencia jurídica universal. Solo así se logrará, como 
seres humanos y como pueblo, la libertad respecto del temor y la miseria.

Esa es la Constitución que, como obra de todo el pueblo, propiciamos.

•
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CONSTITUCIÓN  
DE LA NACIÓN ARGENTINA

Incluye los tratados internacionales  
de derechos humanos con jerarquía constitucional

•

PREÁMBULO

Nos, los representantes del pueblo de la Nación Argentina, reuni-
dos en Congreso General Constituyente por voluntad y elección de 
las provincias que la componen, en cumplimiento de pactos preexis-
tentes, con el objeto de constituir la unión nacional, afianzar la justi-
cia, consolidar la paz interior, proveer a la defensa común, promover 
el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad, para 
nosotros, para nuestra posteridad, y para todos los hombres del 
mundo que quieran habitar en el suelo argentino: invocando la pro-
tección de Dios, fuente de toda razón y justicia: ordenamos, decre-
tamos y establecemos esta Constitución, para la Nación Argentina.

•

PRIMERA PARTE

CAPÍTULO PRIMERO

DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS

Artículo 1.- La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma 
representativa republicana federal, según la establece la presente 
Constitución.

Artículo 2.- El Gobierno federal sostiene el culto católico apostólico 
romano.

Artículo 3.- Las autoridades que ejercen el Gobierno federal, resi-
den en la ciudad que se declare Capital de la República por una ley 
especial del Congreso, previa cesión hecha por una o más legislatu-
ras provinciales, del territorio que haya de federalizarse.

TEXTO NORMATIVO
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Artículo 4.- El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación 
con los fondos del Tesoro nacional formado del producto de de-
rechos de importación y exportación, del de la venta o locación de 
tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, de las demás 
contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población 
imponga el Congreso General, y de los empréstitos y operaciones 
de crédito que decrete el mismo Congreso para urgencias de la Na-
ción, o para empresas de utilidad nacional.

Artículo 5.- Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el 
sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, 
declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure 
su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación 
primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garante a 
cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.

Artículo 6.- El Gobierno federal interviene en el territorio de las pro-
vincias para garantir la forma republicana de gobierno, o repeler 
invasiones exteriores, y a requisición de sus autoridades constituidas 
para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la 
sedición, o por invasión de otra provincia.

Artículo 7.- Los actos públicos y procedimientos judiciales de una 
provincia gozan de entera fe en las demás; y el Congreso puede por 
leyes generales determinar cuál será la forma probatoria de estos 
actos y procedimientos, y los efectos legales que producirán.

Artículo 8.- Los ciudadanos de cada provincia gozan de todos los 
derechos, privilegios e inmunidades inherentes al título de ciudada-
no en las demás. La extradición de los criminales es de obligación 
recíproca entre todas las provincias.

Artículo 9.- En todo el territorio de la Nación no habrá más aduanas 
que las nacionales, en las cuales regirán las tarifas que sancione el 
Congreso.

Artículo 10.- En el interior de la República es libre de derechos la 
circulación de los efectos de producción o fabricación nacional, así 
como la de los géneros y mercancías de todas clases, despachadas 
en las aduanas exteriores.

Artículo 11.- Los artículos de producción o fabricación nacional o 
extranjera, así como los ganados de toda especie, que pasen por 
territorio de una provincia a otra, serán libres de los derechos lla-
mados de tránsito, siéndolo también los carruajes buques o bestias 
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en que se transporten; y ningún otro derecho podrá imponérseles 
en adelante, cualquiera que sea su denominación, por el hecho de 
transitar el territorio.

Artículo 12.- Los buques destinados de una provincia a otra, no 
serán obligados a entrar, anclar y pagar derechos por causa de 
tránsito, sin que en ningún caso puedan concederse preferencias 
a un puerto respecto de otro, por medio de leyes o reglamentos 
de comercio.

Artículo 13.- Podrán admitirse nuevas provincias en la Nación; pero 
no podrá erigirse una provincia en el territorio de otra u otras, ni de 
varias formarse una sola, sin el consentimiento de la Legislatura de 
las provincias interesadas y del Congreso.

Artículo 14.- Todos los habitantes de la Nación gozan de los si-
guientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejerci-
cio; a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y 
comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, 
transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por 
la prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; 
de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su culto; de 
enseñar y aprender.

Artículo 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la pro-
tección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones 
dignas y equitativas de labor; jornada limitada; descanso y vaca-
ciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual 
remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las 
empresas, con control de la producción y colaboración en la direc-
ción; protección contra el despido arbitrario; estabilidad del em-
pleado público; organización sindical libre y democrática, reconoci-
da por la simple inscripción en un registro especial.

Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de 
trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. 
Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias 
para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la 
estabilidad de su empleo.

El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá 
carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establece-
rá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades 
nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, 
administradas por los interesados con participación del Estado, sin 
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que pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y pensio-
nes móviles; la protección integral de la familia; la defensa del bien 
de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una 
vivienda digna.

Artículo 15.- En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que 
hoy existen quedan libres desde la jura de esta Constitución; y una 
ley especial reglará las indemnizaciones a que dé lugar esta decla-
ración. Todo contrato de compra y venta de personas es un crimen 
de que serán responsables los que lo celebrasen, y el escribano o 
funcionario que lo autorice. Y los esclavos que de cualquier modo 
se introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar el territorio 
de la República.

Artículo 16.- La Nación Argentina no admite prerrogativas de san-
gre, ni de nacimiento: no hay en ella fueros personales ni títulos de 
nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles 
en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es 
la base del impuesto y de las cargas públicas.

Artículo 17.- La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la 
Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fun-
dada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, debe 
ser calificada por ley y previamente indemnizada. Sólo el Congreso 
impone las contribuciones que se expresan en el artículo 4. Ningún 
servicio personal es exigible, sino en virtud de ley o de sentencia 
fundada en ley. Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su 
obra, invento o descubrimiento, por el término que le acuerde la ley. 
La confiscación de bienes queda borrada para siempre del Código 
Penal argentino. Ningún cuerpo armado puede hacer requisiciones, 
ni exigir auxilios de ninguna especie.

Artículo 18.- Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin 
juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzga-
do por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados 
por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a 
declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita 
de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la 
persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también 
la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley deter-
minará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su 
allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena 
de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azo-
tes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad 
y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que 
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a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que 
aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice.

Artículo 19.- Las acciones privadas de los hombres que de ningún 
modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un 
tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los 
magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo 
que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe.

Artículo 20.- Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de 
todos los derechos civiles del ciudadano; pueden ejercer su indus-
tria, comercio y profesión; poseer bienes raíces, comprarlos y enaje-
narlos; navegar los ríos y costas; ejercer libremente su culto; testar y 
casarse conforme a las leyes. No están obligados a admitir la ciuda-
danía, ni a pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen 
nacionalización residiendo dos años continuos en la Nación; pero 
la autoridad puede acortar este término a favor del que lo solicite, 
alegando y probando servicios a la República.

Artículo 21.- Todo ciudadano argentino está obligado a armarse en 
defensa de la patria y de esta Constitución, conforme a las leyes que 
al efecto dicte el Congreso y a los decretos del Ejecutivo nacional. 
Los ciudadanos por naturalización son libres de prestar o no este 
servicio por el término de diez años contados desde el día en que 
obtengan su carta de ciudadanía.

Artículo 22.- El pueblo no delibera ni gobierna, sino por medio de 
sus representantes y autoridades creadas por esta Constitución. 
Toda fuerza armada o reunión de personas que se atribuya los de-
rechos del pueblo y peticione a nombre de éste, comete delito de 
sedición.

Artículo 23.- En caso de conmoción interior o de ataque exterior que 
pongan en peligro el ejercicio de esta Constitución y de las autori-
dades creadas por ella, se declarará en estado de sitio la provincia o 
territorio en donde exista la perturbación del orden, quedando sus-
pensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta suspen-
sión no podrá el presidente de la República condenar por sí ni aplicar 
penas. Su poder se limitará en tal caso respecto de las personas, a 
arrestarlas o trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si ellas no 
prefiriesen salir fuera del territorio argentino.

Artículo 24.- El Congreso promoverá la reforma de la actual legisla-
ción en todos sus ramos, y el establecimiento del juicio por jurados.
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Artículo 25.- El Gobierno federal fomentará la inmigración europea; 
y no podrá restringir, limitar ni gravar con impuesto alguno la en-
trada en el territorio argentino de los extranjeros que traigan por 
objeto labrar la tierra, mejorar las industrias, e introducir y enseñar 
las ciencias y las artes.

Artículo 26.- La navegación de los ríos interiores de la Nación es 
libre para todas las banderas, con sujeción únicamente a los regla-
mentos que dicte la autoridad nacional.

Artículo 27.- El Gobierno federal está obligado a afianzar sus rela-
ciones de paz y comercio con las potencias extranjeras por medio 
de tratados que estén en conformidad con los principios de dere-
cho público establecidos en esta Constitución.

Artículo 28.- Los principios, garantías y derechos reconocidos en los 
anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que regla-
menten su ejercicio.

Artículo 29.- El Congreso no puede conceder al Ejecutivo nacional, 
ni las Legislaturas provinciales a los gobernadores de provincia, fa-
cultades extraordinarias, ni la suma del poder público, ni otorgarles 
sumisiones o supremacías por las que la vida, el honor o las fortunas 
de los argentinos queden a merced de gobiernos o persona algu-
na. Actos de esta naturaleza llevan consigo una nulidad insanable, y 
sujetarán a los que los formulen, consientan o firmen, a la responsa-
bilidad y pena de los infames traidores a la patria.

Artículo 30.- La Constitución puede reformarse en el todo o en cual-
quiera de sus partes. La necesidad de reforma debe ser declarada 
por el Congreso con el voto de dos terceras partes, al menos, de sus 
miembros; pero no se efectuará sino por una Convención convoca-
da al efecto.

Artículo 31.- Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su 
consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las po-
tencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las autori-
dades de cada provincia están obligadas a conformarse a ellas, 
no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan 
las leyes o constituciones provinciales, salvo para la provincia de 
Buenos Aires, los tratados ratificados después del Pacto de 11 de 
noviembre de 1859.

Artículo 32.- El Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la 
libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal.
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Artículo 33.- Las declaraciones, derechos y garantías que enumera 
la Constitución, no serán entendidos como negación de otros dere-
chos y garantías no enumerados; pero que nacen del principio de la 
soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno.

Artículo 34.- Los jueces de las cortes federales no podrán serlo al 
mismo tiempo de los tribunales de provincia, ni el servicio federal, 
tanto en lo civil como en lo militar da residencia en la provincia en 
que se ejerza, y que no sea la del domicilio habitual del empleado, 
entendiéndose esto para los efectos de optar a empleos en la pro-
vincia en que accidentalmente se encuentren.

Artículo 35.- Las denominaciones adoptadas sucesivamente des-
de 1810 hasta el presente, a saber: Provincias Unidas del Río de 
la Plata; República Argentina, Confederación Argentina, serán en 
adelante nombres oficiales indistintamente para la designación del 
Gobierno y territorio de las provincias, empleándose las palabras 
“Nación Argentina” en la formación y sanción de las leyes.

CAPÍTULO SEGUNDO

NUEVOS DERECHOS Y GARANTÍAS

Artículo 36.- Esta Constitución mantendrá su imperio aun cuando 
se interrumpiere su observancia por actos de fuerza contra el orden 
institucional y el sistema democrático. Estos actos serán insanable-
mente nulos. Sus autores serán pasibles de la sanción prevista en el 
artículo 29, inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos 
y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de penas.

Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de es-
tos actos, usurparen funciones previstas para las autoridades de esta 
Constitución o las de las provincias, los que responderán civil y penal-
mente de sus actos. Las acciones respectivas serán imprescriptibles.

Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quie-
nes ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este artículo.

Atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere 
en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimien-
to, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen 
para ocupar cargos o empleos públicos.

El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio 
de la función.

Artículo 37.- Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los 
derechos políticos, con arreglo al principio de la soberanía popular y 
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de las leyes que se dicten en consecuencia. El sufragio es universal, 
igual, secreto y obligatorio.

La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el ac-
ceso a cargos electivos y partidarios se garantizará por acciones positi-
vas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral.

Artículo 38.- Los partidos políticos son instituciones fundamentales 
del sistema democrático.

Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del 
respeto a esta Constitución, la que garantiza su organización y fun-
cionamiento democráticos, la representación de las minorías, la 
competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos 
electivos, el acceso a la información pública y la difusión de sus ideas.

El Estado contribuye al sostenimiento económico de sus actividades 
y de la capacitación de sus dirigentes.

Los partidos políticos deberán dar publicidad del origen y destino 
de sus fondos y patrimonio.

Artículo 39.- Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para pre-
sentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados. El Congreso de-
berá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses.

El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de 
los miembros de cada Cámara, sancionará una ley reglamentaria 
que no podrá exigir más del tres por ciento del padrón electoral 
nacional, dentro del cual deberá contemplar una adecuada distribu-
ción territorial para suscribir la iniciativa.

No serán objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a refor-
ma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y 
materia penal.

Artículo 40.- El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, po-
drá someter a consulta popular un proyecto de ley. La ley de convoca-
toria no podrá ser vetada. El voto afirmativo del proyecto por el pueblo 
de la Nación lo convertirá en ley y su promulgación será automática.

El Congreso o el presidente de la Nación, dentro de sus respectivas 
competencias, podrán convocar a consulta popular no vinculante. 
En este caso el voto no será obligatorio.

El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de 
los miembros de cada Cámara, reglamentará las materias, procedi-
mientos y oportunidad de la consulta popular.
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Artículo 41.- Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente 
sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las 
actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin 
comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de 
preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obliga-
ción de recomponer, según lo establezca la ley.

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la 
utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del 
patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la infor-
mación y educación ambientales.

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los pre-
supuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias 
para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones 
locales.

Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o po-
tencialmente peligrosos, y de los radiactivos.

Artículo 42.- Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tie-
nen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, 
seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y 
veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo 
y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la 
educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra 
toda forma de distorsión de los mercados, al control de los mono-
polios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios 
públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de 
usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la preven-
ción y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servi-
cios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria par-
ticipación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las 
provincias interesadas, en los organismos de control.

Artículo 43.- Toda persona puede interponer acción expedita y 
rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más 
idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de 
particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, al-
tere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos 
y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. 
En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma 
en que se funde el acto u omisión lesiva.
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Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discrimina-
ción y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la 
competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de 
incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y 
las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a 
la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización.

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimien-
to de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en 
registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a 
proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir 
la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aqué-
llos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información 
periodística.

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado 
fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la 
forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada 
de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser interpuesta por 
el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inme-
diato, aun durante la vigencia del estado de sitio.

SEGUNDA PARTE  
AUTORIDADES DE LA NACIÓN

TÍTULO PRIMERO: GOBIERNO FEDERAL

SECCIÓN PRIMERA: DEL PODER LEGISLATIVO

Artículo 44.- Un Congreso compuesto de dos Cámaras, una de 
diputados de la Nación y otra de senadores de las provincias y de 
la ciudad de Buenos Aires, será investido del Poder Legislativo de 
la Nación.

CAPÍTULO PRIMERO

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Artículo 45.- La Cámara de Diputados se compondrá de represen-
tantes elegidos directamente por el pueblo de las provincias, de la 
ciudad de Buenos Aires, y de la Capital en caso de traslado, que se 
consideran a este fin como distritos electorales de un solo Estado y 
a simple pluralidad de sufragios.

El número de representantes será de uno por cada treinta y tres mil 
habitantes o fracción que no baje de dieciséis mil quinientos.
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Después de la realización de cada censo, el Congreso fijará la repre-
sentación con arreglo al mismo, pudiendo aumentar pero no dismi-
nuir la base expresada para cada diputado.

Artículo 46.- Los diputados para la primera Legislatura se nombra-
rán en la proporción siguiente: por la provincia de Buenos Aires 
doce: por la de Córdoba seis: por la de Catamarca tres: por la de 
Corrientes cuatro: por la de Entre Ríos dos: por la de Jujuy dos: por 
la de Mendoza tres: por la de La Rioja dos: por la de Salta tres: por la 
de Santiago cuatro: por la de San Juan dos: por la de Santa Fe dos: 
por la de San Luis dos: y por la de Tucumán tres.

Artículo 47.- Para la segunda Legislatura deberá realizarse el censo 
general, y arreglarse a él el número de diputados; pero este censo 
sólo podrá renovarse cada diez años.

Artículo 48.- Para ser diputado se requiere haber cumplido la edad 
de veinticinco años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio, y 
ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia 
inmediata en ella.

Artículo 49.- Por esta vez las Legislaturas de las provincias reglarán 
los medios de hacer efectiva la elección directa de los diputados de 
la Nación: para lo sucesivo el Congreso expedirá una ley general.

Artículo 50.- Los diputados durarán en su representación por cuatro 
años, y son reelegibles; pero la Sala se renovará por mitad cada bie-
nio; a cuyo efecto los nombrados para la primera Legislatura, luego 
que se reúnan, sortearán los que deban salir en el primer período.

Artículo 51.- En caso de vacante, el gobierno de provincia, o de la 
Capital, hace proceder a elección legal de un nuevo miembro.

Artículo 52.- A la Cámara de Diputados corresponde exclusiva-
mente la iniciativa de las leyes sobre contribuciones y reclutamien-
to de tropas.

Artículo 53.- Sólo ella ejerce el derecho de acusar ante el Senado 
al presidente, vicepresidente, al jefe de gabinete de ministros, a los 
ministros y a los miembros de la Corte Suprema, en las causas de 
responsabilidad que se intenten contra ellos, por mal desempeño o 
por delito en el ejercicio de sus funciones; o por crímenes comunes, 
después de haber conocido de ellos y declarado haber lugar a la 
formación de causa por la mayoría de dos terceras partes de sus 
miembros presentes.
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CAPÍTULO SEGUNDO

DEL SENADO

Artículo 54.- El Senado se compondrá de tres senadores por cada 
provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires, elegidos en forma 
directa y conjunta, correspondiendo dos bancas al partido político 
que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido po-
lítico que le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto.

Artículo 55.- Son requisitos para ser elegidos senador: tener la edad 
de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, dis-
frutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada 
equivalente, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años 
de residencia inmediata en ella.

Artículo 56.- Los senadores duran seis años en el ejercicio de su man-
dato, y son reelegibles indefinidamente; pero el Senado se renovará a 
razón de una tercera parte de los distritos electorales cada dos años.

Artículo 57.- El vicepresidente de la Nación será presidente del Sena-
do; pero no tendrá voto sino en el caso que haya empate en la votación.

Artículo 58.- El Senado nombrará un presidente provisorio que lo 
presida en caso de ausencia del vicepresidente, o cuando éste ejer-
ce las funciones de presidente de la Nación.

Artículo 59.- Al Senado corresponde juzgar en juicio público a los 
acusados por la Cámara de Diputados, debiendo sus miembros pres-
tar juramento para este acto. Cuando el acusado sea el presidente 
de la Nación, el Senado será presidido por el presidente de la Corte 
Suprema. Ninguno será declarado culpable sino a mayoría de los dos 
tercios de los miembros presentes.

Artículo 60.- Su fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado, y 
aun declararle incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de con-
fianza o a sueldo en la Nación. Pero la parte condenada quedará, 
no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes 
ante los tribunales ordinarios.

Artículo 61.- Corresponde también al Senado autorizar al presiden-
te de la Nación para que declare en estado de sitio, uno o varios 
puntos de la República en caso de ataque exterior.

Artículo 62.- Cuando vacase alguna plaza de senador por muerte, 
renuncia u otra causa, el Gobierno a que corresponda la vacante 
hace proceder inmediatamente a la elección de un nuevo miembro.
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CAPÍTULO TERCERO

DISPOSICIONES COMUNES  
A AMBAS CÁMARAS

Artículo 63.- Ambas Cámaras se reunirán por sí mismas en sesiones 
ordinarias todos los años desde el primero de marzo hasta el treinta 
de noviembre. Pueden también ser convocadas extraordinariamen-
te por el presidente de la Nación o prorrogadas sus sesiones.

Artículo 64.- Cada Cámara es juez de las elecciones, derechos y títu-
los de sus miembros en cuanto a su validez. Ninguna de ellas entrará 
en sesión sin la mayoría absoluta de sus miembros; pero un número 
menor podrá compeler a los miembros ausentes a que concurran 
a las sesiones, en los términos y bajo las penas que cada Cámara 
establecerá.

Artículo 65.- Ambas Cámaras empiezan y concluyen sus sesiones 
simultáneamente. Ninguna de ellas, mientras se hallen reunidas, po-
drá suspender sus sesiones más de tres días, sin el consentimiento 
de la otra.

Artículo 66.- Cada Cámara hará su reglamento y podrá con dos 
tercios de votos, corregir a cualquiera de sus miembros por desor-
den de conducta en el ejercicio de sus funciones, o removerlo por  
inhabilidad física o moral sobreviniente a su incorporación, y hasta 
excluirle de su seno; pero bastará la mayoría de uno sobre la mitad 
de los presentes para decidir en las renuncias que voluntariamente 
hicieren de sus cargos.

Artículo 67.- Los senadores y diputados prestarán, en el acto de su 
incorporación, juramento de desempeñar debidamente el cargo, y de 
obrar en todo en conformidad a lo que prescribe esta Constitución.

Artículo 68.- Ninguno de los miembros del Congreso puede ser acu-
sado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones o 
discursos que emita desempeñando su mandato de legislador.

Artículo 69.- Ningún senador o diputado, desde el día de su elec-
ción hasta el de su cese, puede ser arrestado; excepto el caso de ser 
sorprendido in fraganti en la ejecución de algún crimen que merezca 
pena de muerte, infamante, u otra aflictiva; de lo que se dará cuenta 
a la Cámara respectiva con la información sumaria del hecho.

Artículo 70.- Cuando se forme querella por escrito ante las justicias 
ordinarias contra cualquier senador o diputado, examinado el mérito  
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del sumario en juicio público, podrá cada Cámara, con dos tercios 
de votos, suspender en sus funciones al acusado, y ponerlo a dispo-
sición del juez competente para su juzgamiento.

Artículo 71.- Cada una de las Cámaras puede hacer venir a su sala 
a los ministros del Poder Ejecutivo para recibir las explicaciones e 
informes que estime convenientes.

Artículo 72.- Ningún miembro del Congreso podrá recibir empleo 
o comisión del Poder Ejecutivo, sin previo consentimiento de la Cá-
mara respectiva, excepto los empleos de escala.

Artículo 73.- Los eclesiásticos regulares no pueden ser miembros 
del Congreso, ni los gobernadores de provincia por la de su mando.

Artículo 74.- Los servicios de los senadores y diputados son remu-
nerados por el Tesoro de la Nación, con una dotación que señalará 
la ley.

CAPÍTULO CUARTO

ATRIBUCIONES DEL CONGRESO

Artículo 75.- Corresponde al Congreso:

1. Legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de impor-
tación y exportación, los cuales, así como las avaluaciones sobre las 
que recaigan, serán uniformes en toda la Nación.

2. Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente 
con las provincias. Imponer contribuciones directas, por tiempo 
determinado, proporcionalmente iguales en todo el territorio de la 
Nación, siempre que la defensa, seguridad común y bien general 
del Estado lo exijan. Las contribuciones previstas en este inciso, con 
excepción de la parte o el total de las que tengan asignación espe-
cífica, son coparticipables.

Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las 
provincias, instituirá regímenes de coparticipación de estas contribu-
ciones, garantizando la automaticidad en la remisión de los fondos.

La distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de Buenos 
Aires y entre éstas, se efectuará en relación directa a las competen-
cias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando crite-
rios objetivos de reparto; será equitativa, solidaria y dará prioridad 
al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e 
igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional.
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La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá 
ser sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miem-
bros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni 
reglamentada y será aprobada por las provincias.

No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin 
la respectiva reasignación de recursos, aprobada por la ley del Con-
greso cuando correspondiere y por la provincia interesada o la ciu-
dad de Buenos Aires en su caso.

Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscaliza-
ción de la ejecución de lo establecido en este inciso, según lo de-
termine la ley, la que deberá asegurar la representación de todas las 
provincias y la ciudad de Buenos Aires en su composición.

3. Establecer y modificar asignaciones específicas de recursos copar-
ticipables, por tiempo determinado, por ley especial aprobada por la 
mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

4. Contraer empréstitos sobre el Crédito de la Nación.

5. Disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad 
nacional.

6. Establecer y reglamentar un banco federal con facultad de emitir 
moneda, así como otros bancos nacionales.

7. Arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación.

8. Fijar anualmente, conforme a las pautas establecidas en el ter-
cer párrafo del inciso 2 de este artículo, el presupuesto general de 
gastos y cálculo de recursos de la administración nacional, en base 
al programa general de gobierno y al plan de inversiones públicas y 
aprobar o desechar la cuenta de inversión.

9. Acordar subsidios del Tesoro nacional a las provincias, cuyas 
rentas no alcancen, según sus presupuestos, a cubrir sus gastos 
ordinarios.

10. Reglamentar la libre navegación de los ríos interiores, habilitar 
los puertos que considere convenientes, y crear o suprimir aduanas.

11. Hacer sellar moneda, fijar su valor y el de las extranjeras; y adop-
tar un sistema uniforme de pesos y medidas para toda la Nación.

12. Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Tra-
bajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin 
que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondien-
do su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según 
que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdic-
ciones; y especialmente leyes generales para toda la Nación sobre 
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naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de naciona-
lidad natural y por opción en beneficio de la argentina: así como 
sobre bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y do-
cumentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimien-
to del juicio por jurados.

13. Reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las provin-
cias entre sí.

14. Arreglar y establecer los correos generales de la Nación.

15. Arreglar definitivamente los límites del territorio de la Nación, 
fijar los de las provincias, crear otras nuevas, y determinar por una 
legislación especial la organización, administración y gobierno que 
deben tener los territorios nacionales, que queden fuera de los lími-
tes que se asignen a las provincias.

16. Proveer a la seguridad de las fronteras.

17. Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indí-
genas argentinos.

Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación 
bilingüe e intercultural; reconocer la personería jurídica de sus co-
munidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras 
que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y 
suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enaje-
nable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos.

Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos natu-
rales y a los demás intereses que los afecten. Las provincias pueden 
ejercer concurrentemente estas atribuciones.

18. Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y 
bienestar de todas las provincias, y al progreso de la ilustración, dic-
tando planes de instrucción general y universitaria, y promoviendo 
la industria, la inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales 
navegables, la colonización de tierras de propiedad nacional, la in-
troducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación 
de capitales extranjeros y la exploración de los ríos interiores, por 
leyes protectoras de estos fines y por concesiones temporales de 
privilegios y recompensas de estímulo.

19. Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso econó-
mico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, 
a la generación de empleo, a la formación profesional de los traba-
jadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al 
desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento.
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Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de 
su territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equi-
librar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para 
estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen.

Sancionar leyes de organización y de base de la educación que con-
soliden la unidad nacional respetando las particularidades provin-
ciales y locales: que aseguren la responsabilidad indelegable del 
Estado, la participación de la familia y la sociedad, la promoción de 
los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibili-
dades sin discriminación alguna; y que garanticen los principios de 
gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la autonomía 
y autarquía de las universidades nacionales.

Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre 
creación y circulación de las obras del autor; el patrimonio artístico y 
los espacios culturales y audiovisuales.

20. Establecer tribunales inferiores a la Corte Suprema de Justicia; 
crear y suprimir empleos, fijar sus atribuciones, dar pensiones, de-
cretar honores, y conceder amnistías generales.

21. Admitir o desechar los motivos de dimisión del presidente o vi-
cepresidente de la República; y declarar el caso de proceder a nue-
va elección.

22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y 
con las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa 
Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención 
sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Con-
vención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra 
la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 
la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de 
su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo al-
guno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse 
complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. 
Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo na-
cional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad 
de los miembros de cada Cámara.
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Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego 
de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos 
terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara 
para gozar de la jerarquía constitucional.

23. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen 
la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejer-
cicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los 
tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en par-
ticular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas 
con discapacidad.

Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protec-
ción del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta 
la finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre 
durante el embarazo y el tiempo de lactancia.

24. Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y 
jurisdicción a organizaciones supraestatales en condiciones de re-
ciprocidad e igualdad, y que respeten el orden democrático y los 
derechos humanos. Las normas dictadas en su consecuencia tienen 
jerarquía superior a las leyes.

La aprobación de estos tratados con Estados de Latinoamérica re-
querirá la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada 
Cámara. En el caso de tratados con otros Estados, el Congreso de la 
Nación, con la mayoría absoluta de los miembros presentes de cada 
Cámara, declarará la conveniencia de la aprobación del tratado y 
sólo podrá ser aprobado con el voto de la mayoría absoluta de la to-
talidad de los miembros de cada Cámara, después de ciento veinte 
días del acto declarativo.

La denuncia de los tratados referidos a este inciso, exigirá la previa 
aprobación de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros 
de cada Cámara.

25. Autorizar al Poder Ejecutivo para declarar la guerra o hacer la paz.

26. Facultar al Poder Ejecutivo para ordenar represalias, y establecer 
reglamentos para las presas.

27. Fijar las fuerzas armadas en tiempo de paz y guerra, y dictar las 
normas para su organización y gobierno.

28. Permitir la introducción de tropas Extranjeras en el territorio de 
la Nación, y la salida de las fuerzas nacionales fuera de él.

29. Declarar en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación 
en caso de conmoción interior, y aprobar o suspender el estado de 
sitio declarado, durante su receso, por el Poder Ejecutivo.
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30. Ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital 
de la Nación y dictar la legislación necesaria para el cumplimiento 
de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacio-
nal en el territorio de la República. Las autoridades provinciales y 
municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre 
estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento 
de aquellos fines.

31. Disponer la intervención federal a una provincia o a la ciudad de 
Buenos Aires. Aprobar o revocar la intervención decretada, durante 
su receso, por el Poder Ejecutivo.

32. Hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes 
para poner en ejercicio los poderes antecedentes, y todos los otros 
concedidos por la presente Constitución al Gobierno de la Nación  
Argentina.

Artículo 76.- Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecu-
tivo, salvo en materias determinadas de administración o de emer-
gencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las 
bases de la delegación que el Congreso establezca.

La caducidad resultante del transcurso del plazo previsto en el pá-
rrafo anterior no importará revisión de las relaciones jurídicas naci-
das al amparo de las normas dictadas en consecuencia de la dele-
gación legislativa.

CAPÍTULO QUINTO 

DE LA FORMACIÓN Y SANCIÓN DE LAS LEYES

Artículo 77.- Las leyes pueden tener principio en cualquiera de las 
Cámaras del Congreso, por proyectos presentados por sus miem-
bros o por el Poder Ejecutivo, salvo las excepciones que establece 
esta Constitución.

Los proyectos de ley que modifiquen el régimen electoral y de parti-
dos políticos deberán ser aprobados por mayoría absoluta del total 
de los miembros de las cámaras.

Artículo 78.- Aprobado un proyecto de ley por la Cámara de su ori-
gen, pasa para su discusión a la otra Cámara. Aprobado por ambas, 
pasa al Poder Ejecutivo de la Nación para su examen; y si también 
obtiene su aprobación, lo promulga como ley.

Artículo 79.- Cada Cámara, luego de aprobar un proyecto de ley en 
general, puede delegar en sus comisiones la aprobación en particu-
lar del proyecto, con el voto de la mayoría absoluta del total de sus 
miembros. La Cámara podrá, con igual número de votos, dejar sin 
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efecto la delegación y retomar el trámite ordinario. La aprobación 
en comisión requerirá el voto de la mayoría absoluta del total de sus 
miembros. Una vez aprobado el proyecto en comisión, se seguirá el 
trámite ordinario.

Artículo 80.- Se reputa aprobado por el Poder Ejecutivo todo pro-
yecto no devuelto en el término de diez días útiles. Los proyectos 
desechados parcialmente no podrán ser aprobados en la parte res-
tante. Sin embargo, las partes no observadas solamente podrán ser 
promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación par-
cial no altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por el 
Congreso. En este caso será de aplicación el procedimiento previsto 
para los decretos de necesidad y urgencia.

Artículo 81.- Ningún proyecto de ley desechado totalmente por una 
de las Cámaras podrá repetirse en las sesiones de aquel año.

Ninguna de las Cámaras puede desechar totalmente un proyecto 
que hubiera tenido origen en ella y luego hubiese sido adicionado 
o enmendado por la Cámara revisora. Si el proyecto fuere objeto 
de adiciones o correcciones por la Cámara revisora, deberá indicar-
se el resultado de la votación a fin de establecer si tales adiciones 
o correcciones fueron realizadas por mayoría absoluta de los pre-
sentes o por las dos terceras partes de los presentes. La Cámara 
de origen podrá por mayoría absoluta de los presentes aprobar el 
proyecto con las adiciones o correcciones introducidas o insistir en 
la redacción originaria, a menos que las adiciones o correcciones las 
haya realizado la revisora por dos terceras partes de los presentes. 
En este último caso, el proyecto pasará al Poder Ejecutivo con las 
adiciones o correcciones de la Cámara revisora, salvo que la Cá-
mara de origen insista en su redacción originaria con el voto de las 
dos terceras partes de los presentes. La Cámara de origen no podrá 
introducir nuevas adiciones o correcciones a las realizadas por la Cá-
mara revisora.

Artículo 82.- La voluntad de cada Cámara debe manifestarse expre-
samente; se excluye, en todos los casos, la sanción tácita o ficta.

Artículo 83.- Desechado en el todo o en parte un proyecto por el 
Poder Ejecutivo, vuelve con sus objeciones a la Cámara de su ori-
gen: ésta lo discute de nuevo, y si lo confirma por mayoría de dos 
tercios de votos, pasa otra vez a la Cámara de revisión. Si ambas 
Cámaras lo sancionan por igual mayoría, el proyecto es ley y pasa 
al Poder Ejecutivo para su promulgación. Las votaciones de ambas 
Cámaras serán en este caso nominales, por sí o por no; y tanto los 
nombres y fundamentos de los sufragantes, como las objeciones 
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del Poder Ejecutivo, se publicarán inmediatamente por la prensa. 
Si las Cámaras difieren sobre las objeciones, el proyecto no podrá 
repetirse en las sesiones de aquel año.

Artículo 84.- En la sanción de las leyes se usará de esta fórmula: El 
Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunidos en 
Congreso, decretan o sancionan con fuerza de ley.

CAPÍTULO SEXTO 

DE LA AUDITORÍA GENERAL DE LA NACIÓN

Artículo 85.- El control externo del sector público nacional en sus 
aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos, será 
una atribución propia del Poder Legislativo.

El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño y 
situación general de la administración pública estarán sustentados 
en los dictámenes de la Auditoría General de la Nación.

Este organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía 
funcional, se integrará del modo que establezca la ley que regla-
menta su creación y funcionamiento, que deberá ser aprobada por 
mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara. El presidente 
del organismo será designado a propuesta del partido político de 
oposición con mayor número de legisladores en el Congreso.

Tendrá a su cargo el control de legalidad, gestión y auditoría de 
toda la actividad de la administración pública centralizada y des-
centralizada, cualquiera fuera su modalidad de organización, y las 
demás funciones que la ley le otorgue. Intervendrá necesariamente 
en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción 
e inversión de los fondos públicos.

CAPÍTULO SÉPTIMO 

DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

Artículo 86.- El Defensor del Pueblo es un órgano independien-
te instituido en el ámbito del Congreso de la Nación, que actuará 
con plena autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna  
autoridad. Su misión es la defensa y protección de los derechos huma-
nos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta Consti-
tución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración; 
y el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas.

El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es designado 
y removido por el Congreso con el voto de las dos terceras partes 
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de los miembros presentes de cada una de las Cámaras. Goza de 
las inmunidades y privilegios de los legisladores. Durará en su 
cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por una 
sola vez.

La organización y el funcionamiento de esta institución serán regu-
lados por una ley especial.

SECCIÓN SEGUNDA: DEL PODER EJECUTIVO

CAPÍTULO PRIMERO 

DE SU NATURALEZA Y DURACIÓN

Artículo 87.- El Poder Ejecutivo de la Nación será desempeñado por 
un ciudadano con el título de “Presidente de la Nación Argentina”.

Artículo 88.- En caso de enfermedad, ausencia de la Capital, muer-
te, renuncia o destitución del presidente, el Poder Ejecutivo será 
ejercido por el vicepresidente de la Nación. En caso de destitución, 
muerte, dimisión o inhabilidad del presidente y vicepresidente de 
la Nación, el Congreso determinará qué funcionario público ha de 
desempeñar la Presidencia, hasta que haya cesado la causa de la 
inhabilidad o un nuevo presidente sea electo.

Artículo 89.- Para ser elegido presidente o vicepresidente de la Na-
ción, se requiere haber nacido en el territorio argentino, o ser hijo 
de ciudadano nativo, habiendo nacido en país extranjero; y las de-
más calidades exigidas para ser elegido senador.

Artículo 90.- El presidente y vicepresidente duran en sus funciones 
el término de cuatro años y podrán ser reelegidos o sucederse recí-
procamente por un solo período consecutivo. Si han sido reelectos 
o se han sucedido recíprocamente no pueden ser elegidos para nin-
guno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período.

Artículo 91.- El presidente de la Nación cesa en el poder el mismo 
día en que expira su período de cuatro años; sin que evento alguno 
que lo haya interrumpido, pueda ser motivo de que se le complete 
más tarde.

Artículo 92.- El presidente y vicepresidente disfrutan de un sueldo 
pagado por el Tesoro de la Nación, que no podrá ser alterado en 
el período de sus nombramientos. Durante el mismo período no 
podrán ejercer otro empleo, ni recibir ningún otro emolumento de 
la Nación, ni de provincia alguna.
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Artículo 93.- Al tomar posesión de su cargo el presidente y vicepre-
sidente prestarán juramento, en manos del presidente del Senado 
y ante el Congreso reunido en Asamblea, respetando sus creencias 
religiosas, de: “desempeñar con lealtad y patriotismo el cargo de 
presidente (o vicepresidente) de la Nación y observar y hacer obser-
var fielmente la Constitución de la Nación Argentina”.

CAPÍTULO SEGUNDO 

DE LA FORMA Y TIEMPO DE LA ELECCIÓN DEL 
PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DE LA NACIÓN

Artículo 94.- El presidente y el vicepresidente de la Nación serán 
elegidos directamente por el pueblo, en doble vuelta, según lo es-
tablece esta Constitución. A este fin el territorio nacional conforma-
rá un distrito único.

Artículo 95.- La elección se efectuará dentro de los dos meses ante-
riores a la conclusión del mandato del presidente en ejercicio.

Artículo 96.- La segunda vuelta electoral, si correspondiere, se rea-
lizará entre las dos fórmulas de candidatos más votadas, dentro de 
los treinta días de celebrada la anterior.

Artículo 97.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la pri-
mera vuelta, hubiere obtenido más del cuarenta y cinco por ciento 
de los votos afirmativos válidamente emitidos, sus integrantes se-
rán proclamados como presidente y vicepresidente de la Nación.

Artículo 98.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la pri-
mera vuelta hubiere obtenido el cuarenta por ciento por lo menos 
de los votos afirmativos válidamente emitidos y, además, existiere 
una diferencia mayor de diez puntos porcentuales respecto del total 
de los votos afirmativos válidamente emitidos sobre la fórmula que 
le sigue en número de votos, sus integrantes serán proclamados 
como presidente y vicepresidente de la Nación.

CAPÍTULO TERCERO 

ATRIBUCIONES DEL PODER EJECUTIVO

Artículo 99.- El presidente de la Nación tiene las siguientes atribu-
ciones:

1. Es el jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno y responsable 
político de la administración general del país.
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2. Expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para 
la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su 
espíritu con excepciones reglamentarias.

3. Participa de la formación de las leyes con arreglo a la Constitu-
ción, las promulga y hace publicar.

El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad 
absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo.

Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible 
seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para 
la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia 
penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políticos, 
podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los 
que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán 
refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros.

El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez 
días someterá la medida a consideración de la Comisión Bicameral 
Permanente, cuya composición deberá respetar la proporción de las 
representaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión elevará 
su despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara 
para su expreso tratamiento, el que de inmediato considerarán las 
Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la 
totalidad de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los 
alcances de la intervención del Congreso.

4. Nombra los magistrados de la Corte Suprema con acuerdo del 
Senado por dos tercios de sus miembros presentes, en sesión públi-
ca, convocada al efecto.

Nombra los demás jueces de los tribunales federales inferiores en 
base a una propuesta vinculante en terna del Consejo de la Magis-
tratura, con acuerdo del Senado, en sesión pública, en la que se 
tendrá en cuenta la idoneidad de los candidatos.

Un nuevo nombramiento, precedido de igual acuerdo, será nece-
sario para mantener en el cargo a cualquiera de esos magistrados, 
una vez que cumplan la edad de setenta y cinco años. Todos los 
nombramientos de magistrados cuya edad sea la indicada o mayor 
se harán por cinco años, y podrán ser repetidos indefinidamente, 
por el mismo trámite.

5. Puede indultar o conmutar las penas por delitos sujetos a la 
jurisdicción federal, previo informe del tribunal correspondiente, 
excepto en los casos de acusación por la Cámara de Diputados.
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6. Concede jubilaciones, retiros, licencias y pensiones conforme a 
las leyes de la Nación.

7. Nombra y remueve a los embajadores, ministros plenipotencia-
rios y encargados de negocios con acuerdo del Senado; por sí solo 
nombra y remueve al jefe de gabinete de ministros y a los demás 
ministros del despacho, los oficiales de su secretaría, los agentes 
consulares y los empleados cuyo nombramiento no está reglado de 
otra forma por esta Constitución.

8. Hace anualmente la apertura de las sesiones del Congreso, reu-
nidas al efecto ambas Cámaras, dando cuenta en esta ocasión del 
estado de la Nación, de las reformas prometidas por la Constitu-
ción, y recomendando a su consideración las medidas que juzgue 
necesarias y convenientes.

9. Prorroga las sesiones ordinarias del Congreso, o lo convoca a se-
siones extraordinarias, cuando un grave interés de orden o de pro-
greso lo requiera.

10. Supervisa el ejercicio de la facultad del jefe de gabinete de 
ministros respecto de la recaudación de las rentas de la Nación 
y de su inversión, con arreglo a la ley o presupuesto de gastos 
nacionales.

11. Concluye y firma tratados, concordatos y otras negociaciones 
requeridas para el mantenimiento de buenas relaciones con las or-
ganizaciones internacionales y las naciones extranjeras, recibe sus 
ministros y admite sus cónsules.

12. Es comandante en jefe de todas las fuerzas armadas de la 
Nación.

13. Provee los empleos militares de la Nación: con acuerdo del Sena-
do, en la concesión de los empleos o grados de oficiales superiores 
de las fuerzas armadas; y por sí solo en el campo de batalla.

14. Dispone de las fuerzas armadas, y corre con su organización y 
distribución según las necesidades de la Nación.

15. Declara la guerra y ordena represalias con autorización y apro-
bación del Congreso.

16. Declara en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación, 
en caso de ataque exterior y por un término limitado, con acuerdo 
del Senado. En caso de conmoción interior sólo tiene esta facultad 
cuando el Congreso está en receso, porque es atribución que co-
rresponde a este cuerpo. El presidente la ejerce con las limitacio-
nes prescriptas en el artículo 23.
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17. Puede pedir al jefe de gabinete de ministros y a los jefes de 
todos los ramos y departamentos de la administración, y por su con-
ducto a los demás empleados, los informes que crea convenientes, 
y ellos están obligados a darlos.

18. Puede ausentarse del territorio de la Nación, con permiso del 
Congreso. En el receso de éste, sólo podrá hacerlo sin licencia por 
razones justificadas de servicio público.

19. Puede llenar las vacantes de los empleos, que requieran el acuer-
do del Senado, y que ocurran durante su receso, por medio de nom-
bramientos en comisión que expirarán al fin de la próxima Legislatura.

20. Decreta la intervención federal a una provincia o a la ciudad de 
Buenos Aires en caso de receso del Congreso, y debe convocarlo 
simultáneamente para su tratamiento.

CAPÍTULO CUARTO

DEL JEFE DE GABINETE  
Y DEMÁS MINISTROS DEL PODER EJECUTIVO

Artículo 100.- El jefe de gabinete de ministros y los demás ministros 
secretarios cuyo número y competencia será establecida por una ley 
especial, tendrán a su cargo el despacho de los negocios de la Na-
ción, y refrendarán y legalizarán los actos del presidente por medio 
de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia.

Al jefe de gabinete de ministros, con responsabilidad política ante 
el Congreso de la Nación, le corresponde:

1. Ejercer la administración general del país.

2. Expedir los actos y reglamentos que sean necesarios para ejercer 
las facultades que le atribuye este artículo y aquellas que le delegue 
el presidente de la Nación, con el refrendo del ministro secretario 
del ramo al cual el acto o reglamento se refiera.

3. Efectuar los nombramientos de los empleados de la administra-
ción, excepto los que correspondan al presidente.

4. Ejercer las funciones y atribuciones que le delegue el presidente 
de la Nación y, en acuerdo de gabinete resolver sobre las mate-
rias que le indique el Poder Ejecutivo, o por su propia decisión, en 
aquellas que por su importancia estime necesario, en el ámbito de 
su competencia.

5. Coordinar, preparar y convocar las reuniones de gabinete de mi-
nistros, presidiéndolas en caso de ausencia del presidente.



REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1994 Y TRATADOS INTERNACIONALES...

303

C
on

st
it

uc
io

ne
s 

A
rg

en
ti

na
s.

 C
om

pi
la

ci
ón

 h
is

tó
ri

ca
 y

 a
ná

lis
is

 d
oc

tr
in

ar
io

6. Enviar al Congreso los proyectos de ley de Ministerios y de Presu-
puesto nacional, previo tratamiento en acuerdo de gabinete y apro-
bación del Poder Ejecutivo.

7. Hacer recaudar las rentas de la Nación y ejecutar la ley de Presu-
puesto nacional.

8. Refrendar los decretos reglamentarios de las leyes, los decretos 
que dispongan la prórroga de las sesiones ordinarias del Congreso 
o la convocatoria de sesiones extraordinarias y los mensajes del pre-
sidente que promuevan la iniciativa legislativa.

9. Concurrir a las sesiones del Congreso y participar en sus debates, 
pero no votar.

10. Una vez que se inicien las sesiones ordinarias del Congreso, 
presentar junto a los restantes ministros una memoria detallada 
del estado de la Nación en lo relativo a los negocios de los respec-
tivos departamentos.

11. Producir los informes y explicaciones verbales o escritos que 
cualquiera de las Cámaras solicite al Poder Ejecutivo.

12. Refrendar los decretos que ejercen facultades delegadas por el 
Congreso, los que estarán sujetos al control de la Comisión Bicame-
ral Permanente.

13. Refrendar conjuntamente con los demás ministros los decretos de 
necesidad y urgencia y los decretos que promulgan parcialmente le-
yes. Someterá personalmente y dentro de los diez días de su sanción 
estos decretos a consideración de la Comisión Bicameral Permanente.

El jefe de gabinete de ministros no podrá desempeñar simultánea-
mente otro ministerio.

Artículo 101.- El jefe de gabinete de ministros debe concurrir al 
Congreso al menos una vez por mes, alternativamente a cada una 
de sus Cámaras, para informar de la marcha del gobierno, sin per-
juicio de lo dispuesto en el artículo 71. Puede ser interpelado a los 
efectos del tratamiento de una moción de censura, por el voto de la 
mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cualquiera de 
las Cámaras, y ser removido por el voto de la mayoría absoluta de 
los miembros de cada una de las Cámaras.

Artículo 102.- Cada ministro es responsable de los actos que legali-
za; y solidariamente de los que acuerda con sus colegas.

Artículo 103.- Los ministros no pueden por sí solos, en ningún caso, 
tomar resoluciones, a excepción de lo concerniente al régimen eco-
nómico y administrativo de sus respectivos departamentos.
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Artículo 104.- Luego que el Congreso abra sus sesiones, deberán 
los ministros del despacho presentarle una memoria detallada del 
estado de la Nación en lo relativo a los negocios de sus respectivos 
departamentos.

Artículo 105.- No pueden ser senadores ni diputados, sin hacer di-
misión de sus empleos de ministros.

Artículo 106.- Pueden los ministros concurrir a las sesiones del Con-
greso y tomar parte en sus debates, pero no votar.

Artículo 107.- Gozarán por sus servicios de un sueldo establecido 
por la ley, que no podrá ser aumentado ni disminuido en favor o 
perjuicio de los que se hallen en ejercicio.

SECCIÓN TERCERA: DEL PODER JUDICIAL

CAPÍTULO PRIMERO

DE SU NATURALEZA Y DURACIÓN

Artículo 108.- El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una 
Corte Suprema de Justicia, y por los demás tribunales inferiores que 
el Congreso estableciere en el territorio de la Nación.

Artículo 109.- En ningún caso el presidente de la Nación puede ejer-
cer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pen-
dientes o restablecer las fenecidas.

Artículo 110.- Los jueces de la Corte Suprema y de los tribunales 
inferiores de la Nación conservarán sus empleos mientras dure su 
buena conducta, y recibirán por sus servicios una compensación que 
determinará la ley, y que no podrá ser disminuida en manera alguna, 
mientras permaneciesen en sus funciones.

Artículo 111.- Ninguno podrá ser miembro de la Corte Suprema de 
Justicia, sin ser abogado de la Nación con ocho años de ejercicio, y 
tener las calidades requeridas para ser senador.

Artículo 112.- En la primera instalación de la Corte Suprema, los in-
dividuos nombrados prestarán juramento en manos del presiden-
te de la Nación, de desempeñar sus obligaciones, administrando 
justicia bien y legalmente, y en conformidad a lo que prescribe la 
Constitución. En lo sucesivo lo prestarán ante el presidente de la 
misma Corte.
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Artículo 113.- La Corte Suprema dictará su reglamento interior y 
nombrará a sus empleados.

Artículo 114.- El Consejo de la Magistratura, regulado por una ley 
especial sancionada por la mayoría absoluta de la totalidad de los 
miembros de cada Cámara, tendrá a su cargo la selección de los 
magistrados y la administración del Poder Judicial.

El Consejo será integrado periódicamente de modo que se procure 
el equilibrio entre la representación de los órganos políticos resul-
tantes de la elección popular, de los jueces de todas las instancias y 
de los abogados de la matrícula federal. Será integrado, asimismo, 
por otras personas del ámbito académico y científico, en el número 
y la forma que indique la ley. Serán sus atribuciones:

1. Seleccionar mediante concursos públicos los postulantes a las 
magistraturas inferiores.

2. Emitir propuestas en ternas vinculantes, para el nombramiento 
de los magistrados de los tribunales inferiores.

3. Administrar los recursos y ejecutar el presupuesto que la ley asig-
ne a la administración de justicia.

4. Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados.

5. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magis-
trados, en su caso ordenar la suspensión, y formular la acusación 
correspondiente.

6. Dictar los reglamentos relacionados con la organización judicial y 
todos aquellos que sean necesarios para asegurar la independencia 
de los jueces y la eficaz prestación de los servicios de justicia.

Artículo 115.- Los jueces de los tribunales inferiores de la Nación se-
rán removidos por las causales expresadas en el artículo 53, por un 
jurado de enjuiciamiento integrado por legisladores, magistrados y 
abogados de la matrícula federal. Su fallo, que será irrecurrible, no 
tendrá más efecto que destituir al acusado. Pero la parte condenada 
quedará no obstante sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a 
las leyes ante los tribunales ordinarios.

Corresponderá archivar las actuaciones y, en su caso, reponer al juez 
suspendido, si transcurrieren ciento ochenta días contados desde la 
decisión de abrir el procedimiento de remoción, sin que haya sido 
dictado el fallo.

En la ley especial a que se refiere el artículo 114, se determinará la 
integración y procedimiento de este jurado.
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CAPÍTULO SEGUNDO

ATRIBUCIONES  
DEL PODER JUDICIAL

Artículo 116.- Corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales in-
feriores de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas 
que versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes 
de la Nación, con la reserva hecha en el inciso 12 del artículo 75; y 
por los tratados con las naciones extranjeras; de las causas concer-
nientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros: de 
las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima; de los asuntos en 
que la Nación sea parte; de las causas que se susciten entre dos o 
más provincias; entre una provincia y los vecinos de otra; entre los 
vecinos de diferentes provincias; y entre una provincia o sus vecinos, 
contra un Estado o ciudadano extranjero.

Artículo 117.- En estos casos la Corte Suprema ejercerá su jurisdic-
ción por apelación según las reglas y excepciones que prescriba el 
Congreso; pero en todos los asuntos concernientes a embajadores, 
ministros y cónsules extranjeros, y en los que alguna provincia fuese 
parte, la ejercerá originaria y exclusivamente.

Artículo 118.- Todos los juicios criminales ordinarios, que no se 
deriven del derecho de acusación concedido en la Cámara de Di-
putados se terminarán por jurados, luego que se establezca en la 
República esta institución. La actuación de estos juicios se hará en la 
misma provincia donde se hubiera cometido el delito; pero cuando 
éste se cometa fuera de los límites de la Nación, contra el Derecho 
de Gentes, el Congreso determinará por una ley especial el lugar en 
que haya de seguirse el juicio.

Artículo 119.- La traición contra la Nación consistirá únicamente en 
tomar las armas contra ella, o en unirse a sus enemigos prestándo-
les ayuda y socorro. El Congreso fijará por una ley especial la pena 
de este delito; pero ella no pasará de la persona del delincuente, ni 
la infamia del reo se transmitirá a sus parientes de cualquier grado.

SECCIÓN CUARTA: DEL MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 120.- El Ministerio Público es un órgano independiente con 
autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función 
promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de 
los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las de-
más autoridades de la República.
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Está integrado por un procurador general de la Nación y un defensor 
general de la Nación y los demás miembros que la ley establezca.

Sus miembros gozan de inmunidades funcionales e intangibilidad 
de remuneraciones.

TÍTULO SEGUNDO

GOBIERNOS DE PROVINCIA

Artículo 121.- Las provincias conservan todo el poder no delegado 
por esta Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se 
hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación.

Artículo 122.- Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por 
ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funciona-
rios de provincia, sin intervención del Gobierno federal.

Artículo 123.- Cada provincia dicta su propia constitución, conforme 
a lo dispuesto por el artículo 5 asegurando la autonomía municipal 
y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, 
administrativo, económico y financiero.

Artículo 124.- Las provincias podrán crear regiones para el desa-
rrollo económico y social y establecer órganos con facultades para 
el cumplimiento de sus fines y podrán también celebrar convenios 
internacionales en tanto no sean incompatibles con la política exte-
rior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno 
federal o el crédito público de la Nación; con conocimiento del Con-
greso Nacional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se 
establezca a tal efecto.

Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos 
naturales existentes en su territorio.

Artículo 125.- Las provincias pueden celebrar tratados parciales para 
fines de administración de justicia, de intereses económicos y traba-
jos de utilidad común, con conocimiento del Congreso Federal; y 
promover su industria, la inmigración, la construcción de ferroca-
rriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad 
provincial, la introducción y establecimiento de nuevas industrias, la 
importación de capitales extranjeros y la exploración de sus ríos, por 
leyes protectoras de estos fines, y con sus recursos propios.

Las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar or-
ganismos de seguridad social para los empleados públicos y los 
profesionales; y promover el progreso económico, el desarrollo 
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humano, la generación de empleo, la educación, la ciencia, el co-
nocimiento y la cultura.

Artículo 126.- Las provincias no ejercen el poder delegado a la Na-
ción. No pueden celebrar tratados parciales de carácter político; ni 
expedir leyes sobre comercio, o navegación interior o exterior; ni es-
tablecer aduanas provinciales; ni acuñar moneda; ni establecer ban-
cos con facultades de emitir billetes, sin autorización del Congreso 
Federal; ni dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, 
después que el Congreso los haya sancionado; ni dictar especial-
mente leyes sobre ciudadanía y naturalización, bancarrotas, falsifica-
ción de moneda o documentos del Estado; ni establecer derechos 
de tonelaje; ni armar buques de guerra o levantar ejércitos, salvo el 
caso de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no ad-
mita dilación dando luego cuenta al Gobierno federal; ni nombrar o 
recibir agentes extranjeros.

Artículo 127.- Ninguna provincia puede declarar, ni hacer la guerra a 
otra provincia. Sus quejas deben ser sometidas a la Corte Suprema 
de Justicia y dirimidas por ella. Sus hostilidades de hecho son actos 
de guerra civil, calificados de sedición o asonada, que el gobierno 
federal debe sofocar y reprimir conforme a la ley.

Artículo 128.- Los gobernadores de provincia son agentes naturales 
del Gobierno federal para hacer cumplir la Constitución y las leyes 
de la Nación.

Artículo 129.- La ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de go-
bierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdic-
ción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo 
de la ciudad.

Una ley garantizará los intereses del Estado nacional, mientras la ciu-
dad de Buenos Aires sea capital de la Nación.

En el marco de lo dispuesto en este artículo, el Congreso de la Na-
ción convocará a los habitantes de la ciudad de Buenos Aires para 
que, mediante los representantes que elijan a ese efecto, dicten el 
Estatuto Organizativo de sus instituciones.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. La Nación Argentina ratifica su legítima e imprescriptible 
soberanía sobre las islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del 
Sur y los espacios marítimos e insulares correspondientes, por ser 
parte integrante del territorio nacional.
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La recuperación de dichos territorios y el ejercicio pleno de la so-
beranía, respetando el modo de vida de sus habitantes, y conforme 
a los principios del Derecho Internacional, constituyen un objetivo 
permanente e irrenunciable del pueblo argentino.

Segunda. Las acciones positivas a que alude el artículo 37 en su úl-
timo párrafo no podrán ser inferiores a las vigentes al tiempo de 
sancionarse esta Constitución y durarán lo que la ley determine (co-
rresponde al artículo 37).

Tercera. La ley que reglamente el ejercicio de la iniciativa popular 
deberá ser aprobada dentro de los dieciocho meses de esta sanción 
(corresponde al artículo 39).

Cuarta. Los actuales integrantes del Senado de la Nación desem-
peñarán su cargo hasta la extinción del mandato correspondiente 
a cada uno.

En ocasión de renovarse un tercio del Senado en mil novecientos no-
venta y cinco, por finalización de los mandatos de todos los senadores 
elegidos en mil novecientos ochenta y seis, será designado además 
un tercer senador por distrito por cada Legislatura. El conjunto de los 
senadores por cada distrito se integrará, en lo posible, de modo que 
correspondan dos bancas al partido político o alianza electoral que 
tenga el mayor número de miembros en la Legislatura, y la restante 
al partido político o alianza electoral que le siga en número de miem-
bros de ella. En caso de empate, se hará prevalecer al partido político 
o alianza electoral que hubiera obtenido mayor cantidad de sufragios 
en la elección legislativa provincial inmediata anterior.

La elección de los senadores que reemplacen a aquellos cuyos man-
datos vencen en mil novecientos noventa y ocho, así como la elec-
ción de quien reemplace a cualquiera de los actuales senadores en 
caso de aplicación del artículo 62, se hará por estas mismas reglas 
de designación. Empero, el partido político o alianza electoral que 
tenga el mayor número de miembros en la Legislatura al tiempo de 
la elección del senador, tendrá derecho a que sea elegido su candi-
dato, con la sola limitación de que no resulten los tres senadores de 
un mismo partido político o alianza electoral.

Estas reglas serán también aplicables a la elección de los senadores 
por la ciudad de Buenos Aires, en mil novecientos noventa y cinco 
por el cuerpo electoral, y en mil novecientos noventa y ocho, por el 
órgano legislativo de la ciudad.

La elección de todos los senadores a que se refiere esta cláusula se 
llevará a cabo con una anticipación no menor de sesenta ni mayor de 
noventa días al momento en que el senador deba asumir su función.
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En todos los casos, los candidatos a senadores serán propuestos 
por los partidos políticos o alianzas electorales. El cumplimiento de 
las exigencias legales y estatutarias para ser proclamado candidato 
será certificado por la Justicia Electoral Nacional y comunicado a la 
Legislatura.

Toda vez que se elija un senador nacional se designará un suplente 
quien asumirá en los casos del artículo 62.

Los mandatos de los senadores elegidos por aplicación de esta 
cláusula transitoria durarán hasta el nueve de diciembre del dos mil 
uno (corresponde al artículo 54).

Quinta. Todos los integrantes del Senado serán elegidos en la forma 
indicada en el artículo 54 dentro de los dos meses anteriores al diez 
de diciembre del dos mil uno, decidiéndose por la suerte, luego que 
todos se reúnan, quienes deban salir en el primero y segundo bienio 
(corresponde al artículo 56).

Sexta. Un régimen de coparticipación conforme lo dispuesto en 
el inciso 2 del artículo 75 y la reglamentación del organismo fiscal 
federal, serán establecidos antes de la finalización del año 1996; 
la distribución de competencias, servicios y funciones vigentes a 
la sanción de esta reforma, no podrá modificarse sin la aproba-
ción de la provincia interesada; tampoco podrá modificarse en 
desmedro de las provincias la distribución de recursos vigente a 
la sanción de esta reforma y en ambos casos hasta el dictado del 
mencionado régimen de coparticipación.

La presente cláusula no afecta los reclamos administrativos o ju-
diciales en trámite originados por diferencias por distribución de 
competencias, servicios, funciones o recursos entre la Nación y las 
provincias (corresponde al artículo 75, inciso 2).

Séptima. El Congreso ejercerá en la ciudad de Buenos Aires, 
mientras sea capital de la Nación, las atribuciones legislativas que 
conserve con arreglo al artículo 129 (corresponde al artículo 75, 
inciso 30).

Octava. La legislación delegada preexistente que no contenga 
plazo establecido para su ejercicio caducará a los cinco años de la 
vigencia de esta disposición, excepto aquella que el Congreso de 
la Nación ratifique expresamente por una nueva ley (corresponde 
al artículo 76).

Novena. El mandato del presidente en ejercicio al momento de san-
cionarse esta reforma, deberá ser considerado como primer perío-
do (corresponde al artículo 90). 
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Décima. El mandato del presidente de la Nación que asuma su car-
go el 8 de julio de 1995, se extinguirá el 10 de Diciembre de 1999 
(corresponde al artículo 90).

Undécima. La caducidad de los nombramientos y la duración limita-
da previstas en el artículo 99 inciso 4 entrarán en vigencia a los cinco 
años de la sanción de esta reforma constitucional (corresponde al 
artículo 99 inciso 4). 

Duodécima. Las prescripciones establecidas en los artículos 100 y 
101 del Capítulo cuarto de la Sección segunda, de la segunda parte 
de esta Constitución referidas al jefe de gabinete de ministros, en-
trarán en vigencia el 8 de julio de 1995.

El jefe de gabinete de ministros será designado por primera vez el 8 
de julio de 1995, hasta esa fecha sus facultades serán ejercitadas por 
el presidente de la República (corresponde a los artículos 99 inci- 
so 7, 100 y 101).

Decimotercera. A partir de los trescientos sesenta días de la vigen-
cia de esta reforma, los magistrados inferiores solamente podrán 
ser designados por el procedimiento previsto en la presente Cons-
titución. Hasta tanto se aplicará el sistema vigente con anterioridad 
(corresponde al artículo 114).

Decimocuarta. Las causas en trámite ante la Cámara de Diputados 
al momento de instalarse el Consejo de la Magistratura, les serán 
remitidas a efectos del inciso 5 del artículo 114. Las ingresadas 
en el Senado continuarán allí hasta su terminación (corresponde 
al artículo 115).

Decimoquinta. Hasta tanto se constituyan los poderes que surjan 
del nuevo régimen de autonomía de la ciudad de Buenos Aires, el 
Congreso ejercerá una legislación exclusiva sobre su territorio, en 
los mismos términos que hasta la sanción de la presente.

El jefe de gobierno será elegido durante el año mil novecientos no-
venta y cinco. La ley prevista en los párrafos segundo y tercero del 
artículo 129, deberá ser sancionada dentro del plazo de doscientos 
setenta días a partir de la vigencia de esta Constitución.

Hasta tanto se haya dictado el Estatuto Organizativo la designación 
y remoción de los jueces de la ciudad de Buenos Aires se regirá por 
las disposiciones de los artículos 114 y 115 de esta Constitución (co-
rresponde al artículo 129).

Decimosexta. Esta reforma entra en vigencia al día siguiente de 
su publicación. Los miembros de la Convención Constituyente, el 



TEXTO NORMATIVO

In
fo

ju
s 

- S
is

te
m

a 
A

rg
en

ti
no

 d
e 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Ju
rí

di
ca

312

presidente de la Nación Argentina, los presidentes de las Cáma-
ras Legislativas y el presidente de la Corte Suprema de Justicia 
prestan juramento en un mismo acto el día 24 de agosto de 1994, 
en el Palacio San José, Concepción del Uruguay, provincia de En-
tre Ríos.

Cada poder del Estado y las autoridades provinciales y municipales 
disponen lo necesario para que sus miembros y funcionarios juren 
esta Constitución.

Decimoséptima. El texto constitucional ordenado, sancionado por 
esta Convención Constituyente, reemplaza al hasta ahora vigente.

•
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Constitución de 1994
(22 de agosto de 1994)

Preámbulo

Nos los representantes del pueblo de la Nación Argentina, reunidos en Congreso
General Constituyente por voluntad y elección de las provincias que la componen,
en cumplimiento de pactos preexistentes, con el objeto de constituir la unión
nacional, afianzar la justicia, consolidar la paz interior, proveer a la defensa común,
promover el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros,
para nuestra posteridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en
el suelo argentino: invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia:
ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución, para la Nación Argentina.

Primera parte

Capítulo primero. Declaraciones, derechos y garantías
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Artículo 1.- La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa
republicana federal, según la establece la presente Constitución.

Artículo 2.- El Gobierno federal sostiene el culto católico apostólico romano.

Artículo 3.- Las autoridades que ejercen el Gobierno federal residen en la ciudad
que se declare Capital de la República por una ley especial del Congreso, previa
cesión hecha por una o más legislaturas provinciales, del territorio que haya de
federalizarse.

Artículo 4.- El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del
Tesoro Nacional, formado del producto de derechos de importación y exportación,
del de la venta o locación de tierras de propiedad nacional, de la renta de Correos, de
las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población
imponga el Congreso General, y de los empréstitos y operaciones de crédito que
decrete el mismo Congreso para urgencias de la Nación o para empresas de utilidad
nacional.

Artículo 5.- Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema
representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías
de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen
municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el gobierno federal,
garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.

Artículo 6.- El Gobierno federal interviene en el territorio de las provincias para
garantir la forma republicana de gobierno, o repeler invasiones exteriores, y a
requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o restablecerlas, si
hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra provincia.

Artículo 7.- Los actos públicos y procedimientos judiciales de una provincia gozan
de entera fe en las demás; y el Congreso puede por leyes generales determinar cuál
será la forma probatoria de estos actos y procedimientos, y los efectos legales que
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producirán.

Artículo 8.- Los ciudadanos de cada provincia gozan de todos los derechos,
privilegios e inmunidades inherentes al título de ciudadano en las demás. La
extradición de los criminales es de obligación recíproca entre todas las provincias.

Artículo 9.- En todo el territorio de la Nación no habrá más aduanas que las
nacionales, en las cuales regirán las tarifas que sancione el Congreso

Artículo 10.- En el interior de la República es libre de derechos la circulación de los
efectos de producción o fabricación nacional, así como la de los géneros y
mercancías de todas clases, despachadas en las aduanas exteriores.

Artículo 11.- Los artículos de producción o fabricación nacional o extranjera, así
como los ganados de toda especie, que pasen por territorio de una provincia a otra,
serán libres de los derechos llamados de tránsito, siéndolo también los carruajes,
buques o bestias en que se transporten; y ningún otro derecho podrá imponérseles en
adelante, cualquiera que sea su denominación, por el hecho de transitar el territorio.

Artículo 12.- Los buques destinados de una provincia a otra, no serán obligados a
entrar, anclar y pagar derechos por causa de tránsito, sin que en ningún caso puedan
concederse preferencias a un puerto respecto de otro, por medio de leyes o
reglamentos de comercio

Artículo 13.- Podrán admitirse nuevas provincias en la Nación; pero no podrá
erigirse una provincia en el territorio de otra u otras, ni de varias formarse una sola,
sin el consentimiento de La Legislatura de las provincias interesadas y del Congreso.

Artículo 14.- Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos
conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de trabajar y ejercer toda
industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar,
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permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la
prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines
útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar y aprender.

Artículo 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las
leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor;
jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo
vital móvil; igual remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las
empresas, con control de la producción y colaboración en la dirección; protección
contra el despido arbitrario; estabilidad del empleado público; organización sindical
libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial.

Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir
a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes gremiales
gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las
relacionadas con la estabilidad de su empleo.

El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de
integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social obligatorio,
que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y
económica, administradas por los interesados con participación del Estado, sin que
pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la
protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación
económica familiar y el acceso a una vivienda digna.

Artículo 15.- En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que hoy existen
quedan libres desde la jura de esta Constitución; y una ley especial reglará las
indemnizaciones a que dé lugar esta declaración. Todo contrato de compra y venta
de personas es un crimen de que serán responsables los que lo celebrasen, y el
escribano o funcionario que lo autorice. Y los esclavos que de cualquier modo se
introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar el territorio de la República.
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Artículo 16.- La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de
nacimiento: no hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus
habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que
la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.

Artículo 17.- La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser
privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación por
causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada.
Sólo el Congreso impone las contribuciones que se expresan en el artículo 4º.
Ningún servicio personal es exigible, sino en virtud de ley o de sentencia fundada en
ley. Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra, invento o
descubrimiento, por el término que le acuerde la ley. La confiscación de bienes
queda borrada para siempre del Código Penal argentino. Ningún cuerpo armado
puede hacer requisiciones, ni exigir auxilios de ninguna especie.

Artículo 18.- Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo
fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o
sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede
ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita
de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los
derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y
los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos
podrá procederse a su allanamiento y ocupación.

Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie
de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para
seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a
pretexto de precaución conduzca a fortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará
responsable al juez que la autorice.

Artículo 19.- Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al
orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios,
y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será
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obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe.

Artículo 20.- Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los
derechos civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, comercio y profesión;
poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos; navegar los ríos y costas; ejercer
libremente su culto; testar y casarse conforme a las leyes. No están obligados a
admitir la ciudadanía, ni a pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen
nacionalización residiendo dos años continuos en la Nación; pero la autoridad puede
acortar este término a favor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la
República.

Artículo 21.- Todo ciudadano argentino está obligado a armarse en defensa de la
patria y de esta Constitución, conforme a las leyes que al efecto dicte el Congreso y
a los decretos del Ejecutivo nacional. Los ciudadanos por naturalización son libres
de prestar o no este servicio por el término de diez años contados desde el día en que
obtengan su carta de ciudadanía.

Artículo 22.- El pueblo no delibera ni gobierna, sino por medio de sus
representantes y autoridades creadas por esta Constitución. Toda fuerza armada o
reunión de personas que se atribuya los derechos del pueblo y peticione a nombre de
éste, comete delito de sedición.

Artículo 23.- En caso de conmoción interior o de ataque exterior que pongan en
peligro el ejercicio de esta Constitución y de las autoridades creadas por ella, se
declarará en estado de sitio la provincia o territorio en donde exista la perturbación
del orden, quedando suspensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta
suspensión no podrá el presidente de la República condenar por sí ni aplicar penas.
Su poder se limitará en tal caso respecto de las personas, a arrestarlas o trasladarlas
de un punto a otro de la Nación, si ellas no prefiriesen salir fuera del territorio
argentino.

Artículo 24.- El Congreso promoverá la reforma de la actual legislación en todos
sus ramos, y el establecimiento del juicio por jurados.
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Artículo 25.- El Gobierno federal fomentará la inmigración europea; y no podrá
restringir, limitar ni gravar con impuesto alguno la entrada en el territorio argentino
de los extranjeros que traigan por objeto labrar la tierra, mejorar las industrias, e
introducir y enseñar las ciencias y las artes.

Artículo 26.- La navegación de los ríos interiores de la Nación es libre para todas las
banderas, con sujeción únicamente a los reglamentos que dicte la autoridad nacional.

Artículo 27.- El Gobierno federal está obligado a afianzar sus relaciones de paz y
comercio con las potencias extranjeras por medio de tratados que estén en
conformidad con los principios de derecho público establecidos en esta Constitución.

Artículo 28.- Los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores
artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio.

Artículo 29.- El Congreso no puede conceder al Ejecutivo nacional, ni las
Legislaturas provinciales a los gobernadores de provincia, facultades extraordinarias,
ni la suma del poder público, ni otorgarles sumisiones o supremacías por las que la
vida, el honor o las fortunas de los argentinos queden a merced de gobiernos o
persona alguna. Actos de esta naturaleza llevan consigo una nulidad insanable, y
sujetarán a los que los formulen, consientan o firmen, a la responsabilidad y pena de
los infames traidores a la patria.

Artículo 30.- La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus
partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por Congreso con el voto de dos
terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una
Convención convocada al efecto.

Artículo 31.- Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se
dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley
suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a
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conformarse a ellas, no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan
las leyes o constituciones provinciales, salvo para la provincia de Buenos Aires, los
tratados ratificados después del Pacto de 11 de noviembre de 1859.

Artículo 32.- El Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de
imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal.

Artículo 33.- Las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución,
no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados;
pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de
gobierno.

Artículo 34.- Los jueces de las cortes federales no podrán serlo al mismo tiempo de
los tribunales de provincia, ni el servicio federal, tanto en lo civil como en lo militar
da residencia en la provincia en que se ejerza, y que no sea la del domicilio habitual
del empleado, entendiéndose esto para los efectos de optar a empleos en la provincia
en que accidentalmente se encuentren.

Artículo 35.- Las denominaciones adoptadas sucesivamente desde 1810 hasta el
presente, a saber: Provincias Unidas del Río de la Plata; República Argentina,
Confederación Argentina, serán en adelante nombres oficiales indistintamente para
la designación del Gobierno y territorio de las provincias, empleándose las palabras
«Nación Argentina» en la formación y sanción de las leyes.

Capítulo segundo. Nuevos derechos y garantías

Artículo 36.- Esta Constitución mantendrá su imperio aun cuando se interrumpiere
su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema
democrático. Estos actos serán insanablemente nulos.
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Sus autores serán pasibles de la sanción prevista en el artículo 29, inhabilitados a
perpetuidad para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y
la conmutación de penas.

Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen
funciones previstas para las autoridades de esta Constitución o las de las provincias,
los que responderán civil y penalmente de sus actos. Las acciones respectivas serán
imprescriptibles.

Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los
actos de fuerza enunciados en este artículo.

Atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito
doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado por el
tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos.

El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.

Artículo 37.- Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos
políticos, con arreglo al principio de la soberanía popular y de las leyes que se dicten
en consecuencia. El sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio.

La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos
electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los
partidos políticos y en el régimen electoral.

Artículo 38.- Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema
democrático.

Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a esta
Constitución, la que garantiza su organización y funcionamiento democráticos, la
representación de las minorías, la competencia para la postulación de candidatos a
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cargos públicos electivos, el acceso a la información pública y la difusión de sus
ideas.

El Estado contribuye al sostenimiento económico de sus actividades y de la
capacitación de sus dirigentes.Los partidos políticos deberán dar publicidad del
origen y destino de sus fondos y patrimonio.

Artículo 39.- Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para presentar
proyectos de ley en la Cámara de Diputados. El Congreso deberá darles expreso
tratamiento dentro del término de doce meses.

El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de
cada Cámara, sancionará una ley reglamentaria que no podrá exigir más del tres por
ciento del padrón electoral nacional, dentro del cual deberá contemplar una adecuada
distribución territorial para suscribir la iniciativa.

No serán objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma
constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y materia penal.

Artículo 40.- El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, podrá someter a
consulta popular un proyecto de ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. El
voto afirmativo del proyecto por el pueblo de la Nación lo convertirá en ley y su
promulgación será automática.

El Congreso o el presidente de la Nación, dentro de sus respectivas competencias,
podrán convocar a consulta popular no vinculante. En este caso el voto no será
obligatorio.

El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de
cada Cámara, reglamentará las materias, procedimientos y oportunidad de la
consulta popular.
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Artículo 41.- Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano,
equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas
satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras;
y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la
obligación de recomponer, según lo establezcala ley.

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional
de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la
diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos
de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que
aquéllas alteren las jurisdicciones locales.

Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente
peligrosos, y de los radiactivos.

Artículo 42.- Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en
la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses
económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a
condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el
consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los
mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y
eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de
consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de
conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia
nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y
usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.
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Artículo 43.- Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo,
siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de
autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione,
restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y
garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez
podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión
lesiva.

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo
relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al
consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado,
el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas
conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización.

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a
ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos,
o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación,
para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos.
No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad
física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o
en el de desaparición forzada de personas, la acción de hábeas corpus podrá ser
interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de
inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio.
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Segunda parte. Autoridades de la Nación

Título primero. Gobierno federal

Sección primera. Del Poder Legislativo

Artículo 44.- Un Congreso compuesto de dos Cámaras, una de diputados de la
Nación y otra de senadores de las provincias y de la ciudad de Buenos Aires, será
investido del Poder Legislativo de la Nación.

Capítulo primero. De la Cámara de Diputados

Artículo 45.- La Cámara de Diputados se compondrá de representantes elegidos
directamente por el pueblo de las provincias, de la ciudad de Buenos Aires, y de la
Capital en caso de traslado, que se consideran a este fin como distritos electorales de
un solo Estado y a simple pluralidad de sufragios. El número de representantes será
de uno por cada treinta y tres mil habitantes o fracción que no baje de dieciséis mil
quinientos. Después de la realización de cada censo, el Congreso fijará la
representación con arreglo al mismo, pudiendo aumentar pero no disminuir la base
expresada para cada diputado.

Artículo 46.- Los diputados para la primera Legislatura se nombrarán en la
proporción siguiente: por la provincia de Buenos Aires doce; por la de Córdoba seis;
por la de Catamarca tres; por la de Corrientes cuatro; por la de Entre Ríos dos; por la
de Jujuy dos; por la de Mendoza tres; por la de La Rioja dos; por la de Salta tres; por
la de Santiago cuatro; por la de San Juan dos; por la de Santa Fe dos; por la de San
Luis dos; y por la de Tucumán tres.
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Artículo 47.- Para la segunda Legislatura deberá realizarse el censo general, y
arreglarse a él el número de diputados; pero este censo sólo podrá renovarse cada
diez años.

Artículo 48.- Para ser diputado se requiere haber cumplido la edad de veinticinco
años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio, y ser natural de la provincia que
lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.

Artículo 49.- Por esta vez las Legislaturas de las provincias reglarán los medios de
hacer efectiva la elección directa de los diputados de la Nación: para lo sucesivo el
Congreso expedirá una ley general.

Artículo 50.- Los diputados durarán en su representación por cuatro años, y son
reelegibles; pero la Sala se renovará por mitad cada bienio; a cuyo efecto los
nombrados para la primera Legislatura, luego que se reúnan, sortearán los que deban
salir en el primer período.

Artículo 51.- En caso de vacante, el gobierno de provincia, o de la Capital, hace
proceder a elección legal de un nuevo miembro.

Artículo 52.- A la Cámara de Diputados corresponde exclusivamente la iniciativa de
las leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas.

Artículo 53.- Sólo ella ejerce el derecho de acusar ante el Senado al presidente,
vicepresidente, al jefe de gabinete de ministros, a los ministros y a los miembros de
la Corte Suprema, en las causas de responsabilidad que se intenten contra ellos, por
mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones; o por crímenes
comunes, después de haber conocido de ellos y declarado haber lugar a la formación
de causa por la mayoría de dos terceras partes de sus miembros presentes.
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Capítulo segundo. Del Senado

Artículo 54.- El Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres
por la ciudad de Buenos Aires, elegidos en forma directa y conjunta,
correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de
votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos. Cada senador
tendrá un voto.

Artículo 55.- Son requisitos para ser elegidos senador: tener la edad de treinta años,
haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil
pesos fuertes o de una entrada equivalente, y ser natural de la provincia que loelija, o
con dos años de residencia inmediata en ella.

Artículo 56.- Los senadores duran seis años en el ejercicio de su mandato, y son
reelegibles indefinidamente; pero el Senado se renovará a razón de una tercera parte
de los distritos electorales cada dos años.

Artículo 57.- El vicepresidente de la Nación será presidente del Senado; pero no
tendrá voto sino en el caso que haya empate en la votación.

Artículo 58.- El Senado nombrará un presidente provisorio que lo presida en caso de
ausencia del vicepresidente, o cuando éste ejerce las funciones de presidente de la
Nación.

Artículo 59.- Al Senado corresponde juzgar en juicio público a los acusados por la
Cámara de Diputados, debiendo sus miembros prestar juramento para este acto.
Cuando el acusado sea el presidente de la Nación, el Senado será presidido por el
presidente de la Corte Suprema. Ninguno será declarado culpable sino a mayoría de
los dos tercios de los miembros presentes.
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Artículo 60.- Su fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado, y aun declararle
incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de confianza o a sueldo en la Nación.
Pero la parte condenada quedará, no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo
conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios.

Artículo 61.- Corresponde también al Senado autorizar al presidente de la Nación
para que declare en estado de sitio, uno o varios puntos de la República en caso de
ataque exterior.

Artículo 62.- Cuando vacase alguna plaza de senador por muerte, renuncia u otra
causa, el Gobierno a que corresponda la vacante hace proceder inmediatamente a la
elección de un nuevo miembro.

Capítulo tercero. Disposiciones comunes a ambas Cámaras

Artículo 63.- Ambas Cámaras se reunirán por sí mismas en sesiones ordinarias
todos los años desde el primero de marzo hasta el treinta de noviembre. Pueden
también ser convocadas extraordinariamente por el presidente de la Nación o
prorrogadas sus sesiones.

Artículo 64.- Cada Cámara es juez de las elecciones, derechos y títulos de sus
miembros en cuanto a su validez. Ninguna de ellas entrará en sesión sin la mayoría
absoluta de sus miembros; pero un número menor podrá compeler a los miembros
ausentes a que concurran a las sesiones, en los términos y bajo las penas que cada
Cámara establecerá.

Artículo 65.- Ambas Cámaras empiezan y concluyen sus sesiones simultáneamente.
Ninguna de ellas, mientras se hallen reunidas, podrá suspender sus sesiones más de
tres días, sin el consentimiento de la otra.
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Artículo 66.- Cada Cámara hará su reglamento y podrá con dos tercios de votos,
corregir a cualquiera de sus miembros por desorden de conducta en el ejercicio de
sus funciones, o removerlo por inhabilidad física o moral sobreviniente a su
incorporación, y hasta excluirle de su seno; pero bastará la mayoría de uno sobre la
mitad de los presentes para decidir en las renuncias que voluntariamente hicieren de
sus cargos.

Artículo 67.- Los senadores y diputados prestarán, en el acto de su incorporación,
juramento de desempeñar debidamente el cargo, y de obrar en todo en conformidad a
lo que prescribe esta Constitución.

Artículo 68.- Ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado,
interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones o discursos que emita
desempeñando su mandato de legislador.

Artículo 69.- Ningún senador o diputado, desde el día de su elección hasta el de su
cese, puede ser arrestado; excepto el caso de ser sorprendido in fraganti en la
ejecución de algún crimen que merezca pena de muerte, infamante, u otra aflictiva;
de lo que se dará cuenta a la Cámara respectiva con la información sumaria del
hecho.

Artículo 70.- Cuando se forme querella por escrito ante las justicias ordinarias
contra cualquier senador o diputado, examinado el mérito del sumario en juicio
público, podrá cada Cámara, con dos tercios de votos, suspender en sus funciones al
acusado, y ponerlo a disposición del juez competente para su juzgamiento.

Artículo 71.- Cada una de las Cámaras puede hacer venir a su sala a los ministros
del Poder Ejecutivo para recibir las explicaciones e informes que estime
convenientes.
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Artículo 72.- Ningún miembro del Congreso podrá recibir empleo o comisión del
Poder Ejecutivo, sin previo consentimiento de la Cámara respectiva, excepto los
empleos de escala.

Artículo 73.- Los eclesiásticos regulares no pueden ser miembros del Congreso, ni
los gobernadores de provincia por la de su mando.

Artículo 74.- Los servicios de los senadores y diputados son remunerados por el
Tesoro de la Nación, con una dotación que señalará la ley.

Capítulo cuarto. Atribuciones del Congreso

Artículo 75.- Corresponde al Congreso:

1. Legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de importación y
exportación, los cuales, así como las avaluaciones sobre las que recaigan,
serán uniformes en toda la Nación.

2. Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las
provincias. Imponer contribuciones directas, por tiempo determinado,
proporcionalmente iguales en todo el territorio de la Nación, siempre que la
defensa, seguridad común y bien general del Estado lo exijan. Las
contribuciones previstas en este inciso, con excepción de la parte o el total de
las que tengan asignación específica, son coparticipables.

Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias,
instituirá regímenes de coparticipación de estas contribuciones, garantizando
la automaticidad en la remisión de los fondos.
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La distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y
entre éstas, se efectuará en relación directa a las competencias, servicios y
funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto;
será equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de
desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio
nacional.

La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser
sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada
Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y será
aprobada por las provincias.

No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la
respectiva reasignación de recursos, aprobada por la ley del Congreso cuando
correspondiere y por la provincia interesada o la ciudad de Buenos Aires en
su caso.

Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la
ejecución de lo establecido en este inciso, según lo determine la ley, la que
deberá asegurar la representación de todas las provincias y la ciudad de
Buenos Aires en su composición.

3. Establecer y modificar asignaciones específicas de recursos
coparticipables, por tiempo determinado, por la ley especial aprobada por la
mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

4. Contraer empréstitos sobre el Crédito de la Nación.

5. Disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad nacional.

6. Establecer y reglamentar un banco federal con facultad de emitir moneda,
así como otros bancos nacionales.



3/11/2019 Reforma de 1994 a la Constitución argentina de 1853 | Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes

www.cervantesvirtual.com/portales/constituciones_hispanoamericanas/obra-visor/constitucion-de-22-de-agosto-de-1994/html/62c88abc-e2b3-… 20/49

7. Arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación.

8. Fijar anualmente, conforme a las pautas establecidas en el tercer párrafo
del inciso 2 de este artículo, el presupuesto general de gastos y cálculo de
recursos de la administración nacional, en base al programa general de
gobierno y al plan de inversiones públicas y aprobar o desechar la cuenta de
inversión.

9. Acordar subsidios del Tesoro nacional a las provincias, cuyas rentas no
alcancen, según sus presupuestos, a cubrir sus gastos ordinarios.

10. Reglamentar la libre navegación de los ríos interiores, habilitar los
puertos que considere convenientes, y crear o suprimir aduanas.

11. Hacer sellar moneda, fijar su valor y el de las extranjeras; y adoptar un
sistema uniforme de pesos y medidas para toda la Nación.

12. Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Trabajo y
Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin que tales códigos
alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los
tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas
cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones; y especialmente leyes generales
para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad, con sujeción al
principio de nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina;
así como sobre bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y
documentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimiento del
juicio por jurados.

13. Reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las provincias entre
sí.



3/11/2019 Reforma de 1994 a la Constitución argentina de 1853 | Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes

www.cervantesvirtual.com/portales/constituciones_hispanoamericanas/obra-visor/constitucion-de-22-de-agosto-de-1994/html/62c88abc-e2b3-… 21/49

14. Arreglar y establecer los correos generales de la Nación.

15. Arreglar definitivamente los límites del territorio de la Nación, fijar los
de las provincias, crear otras nuevas, y determinar por una legislación
especial la organización, administración y gobierno que deben tener los
territorios nacionales, que queden fuera de los límites que se asignen a las
provincias.

16. Proveer a la seguridad de las fronteras.

17. Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas
argentinos.

Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e
intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la
posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente
ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo
humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de
gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a
sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten. Las provincias
pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones.

18. Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de
todas las provincias, y al progreso de la ilustración, dictando planes de
instrucción general y universitaria, y promoviendo la industria, la
inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la
colonización de tierras de propiedad nacional, la introducción y
establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros
y la exploración de los ríos interiores, por leyes protectoras de estos fines y
por concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo.
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19. Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con
justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de
empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor
de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su
difusión y aprovechamiento.

Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su
territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el
desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el
Senado será Cámara de origen.

Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la
unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales: que
aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la
familia y la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad
de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna; y que garanticen
los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la
autonomía y autarquía de las universidades nacionales. Dictar leyes que
protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de
las obras del autor; el patrimonio artístico y los espacios culturales y
audiovisuales.

20. Establecer tribunales inferiores a la Corte Suprema de Justicia; crear y
suprimir empleos, fijar sus atribuciones, dar pensiones, decretar honores, y
conceder amnistías generales.

21. Admitir o desechar los motivos de dimisión del presidente o
vicepresidente de la República; y declarar el caso de proceder a nueva
elección.

22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las
organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los
tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.
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La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la
Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana
sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción
del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación
de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones
de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de
la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de
los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denunciados,
en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos
terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara. Los demás
tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser aprobados por
el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la totalidad de
los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional.

23. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la
igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los
derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales
vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las
mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.

Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del
niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del
período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el
tiempo de lactancia.
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24. Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y
jurisdicción a organizaciones supraestatales en condiciones de reciprocidad e
igualdad, y que respeten el orden democrático y los derechos humanos. Las
normas dictadas en su consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes.

La aprobación de estos tratados con Estados de Latinoamérica requerirá la
mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. En el caso
de tratados con otros Estados, el Congreso de la Nación, con la mayoría
absoluta de los miembros presentes de cada Cámara, declarará la
conveniencia de la aprobación del tratado y sólo podrá ser aprobado con el
voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara,
después de ciento veinte días del acto declarativo.

La denuncia de los tratados referidos a este inciso, exigirá la previa
aprobación de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada
Cámara.

25. Autorizar al Poder Ejecutivo para declarar la guerra o hacer la paz.

26. Facultar al Poder Ejecutivo para ordenar represalias, y establecer
reglamentos para las presas.

27. Fijar las fuerzas armadas en tiempo de paz y guerra, y dictar las normas
para su organización y gobierno.

28. Permitir la introducción de tropas Extranjeras en el territorio de la
Nación, y la salida de las fuerzas nacionales fuera de él.

29. Declarar en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación en caso de
conmoción interior, y aprobar o suspender el estado de sitio declarado,
durante su receso, por el Poder Ejecutivo.
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30. Ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación
y dictar la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos
de los estable-cimientos de utilidad nacional en el territorio de la República.
Las autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de
policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en
el cumplimiento de aquellos fines.

31. Disponer la intervención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos
Aires. Aprobar o revocar la intervención decretada, durante su receso, por el
Poder Ejecutivo.

32. Hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes para poner en
ejercicio los poderes antecedentes, y todos los otros concedidos por la
presente Constitución al Gobierno de la Nación Argentina.

Artículo 76.- Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en
materias determinadas de administración o de emergencia pública, con plazo fijado
para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca.

La caducidad resultante del transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior no
importará revisión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo de las normas
dictadas en consecuencia de la delegación legislativa.

Capítulo quinto. De la formación y sanción de las Leyes

Artículo 77.- Las leyes pueden tener principio en cualquiera de las Cámaras del
Congreso, por proyectos presentados por sus miembros o por el Poder Ejecutivo,
salvo las excepciones que establece esta Constitución.



3/11/2019 Reforma de 1994 a la Constitución argentina de 1853 | Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes

www.cervantesvirtual.com/portales/constituciones_hispanoamericanas/obra-visor/constitucion-de-22-de-agosto-de-1994/html/62c88abc-e2b3-… 26/49

Artículo 78.- Aprobado un proyecto de ley por la Cámara de su origen, pasa para su
discusión a la otra Cámara. Aprobado por ambas, pasa al Poder Ejecutivo de la
Nación para su examen; y si también obtiene su aprobación, lo promulga como ley.

Artículo 79.- Cada Cámara, luego de aprobar un proyecto de ley en general, puede
delegar en sus comisiones la aprobación en particular del proyecto, con el voto de la
mayoría absoluta del total de sus miembros. La Cámara podrá, con igual número de
votos, dejar sin efecto la delegación y retomar el trámite ordinario. La aprobación en
comisión requerirá el voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros. Una vez
aprobado el proyecto en comisión, se seguirá el trámite ordinario.

Artículo 80.- Se reputa aprobado por el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto
en el término de diez días útiles. Los proyectos desechados parcialmente no podrán
ser aprobados en la parte restante. Sin embargo, las partes no observadas solamente
podrán ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación parcial no
altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por el Congreso. En este caso
será de aplicación el procedimiento previsto para los decretos de necesidad y
urgencia.

Artículo 81.- Ningún proyecto de ley desechado totalmente por una de las Cámaras
podrá repetirse en las sesiones de aquel año.

Ninguna de las Cámaras puede desechar totalmente un proyecto que hubiera tenido
origen en ella y luego hubiese sido adicionado o enmendado por la Cámara revisora.
Si el proyecto fuere objeto de adiciones o correcciones por la Cámara revisora,
deberá indicarse el resultado de la votación a fin de establecer si tales adiciones o
correcciones fueron realizadas por mayoría absoluta de los presentes o por las dos
terceras partes de los presentes.

La Cámara de origen podrá por mayoría absoluta de los presentes aprobar el
proyecto con las adiciones o correcciones introducidas o insistir en la redacción
originaria, a menos que las adiciones o correcciones las haya realizado la revisora
por dos terceras partes de los presentes. En este último caso, el proyecto pasará al
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Poder Ejecutivo con las adiciones o correcciones de la Cámara revisora, salvo que la
Cámara de origen insista en su redacción originaria con el voto de las dos terceras
partes de los presentes. La Cámara de origen no podrá introducir nuevas adiciones o
correcciones a las realizadas por la Cámara revisora.

Artículo 82.- La voluntad de cada Cámara debe manifestarse expresamente; se
excluye, en todos los casos, la sanción tácita o ficta.

Artículo 83.- Desechado en el todo o en parte un proyecto por el Poder Ejecutivo,
vuelve con sus objeciones a la Cámara de su origen; ésta lo discute de nuevo, y si lo
confirma por mayoría de dos tercios de votos, pasa otra vez a la Cámara de revisión.
Si ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría, el proyecto es ley y pasa al Poder
Ejecutivo para su promulgación. Las votaciones de ambas Cámaras serán en este
caso nominales, por sí o por no; y tanto los nombres y fundamentos de los
sufragantes, como las objeciones del Poder Ejecutivo, se publicarán inmediatamente
por la prensa. Si las Cámaras difieren sobre las objeciones, el proyecto no podrá
repetirse en las sesiones de aquel año.

Artículo 84.- En la sanción de las leyes se usará de esta fórmula: El Senado y
Cámara de Diputados de la Nación Argentina,reunidos en Congreso, decretan o
sancionan con fuerza de ley.

Capítulo sexto. De la auditoría General de la Nación

Artículo 85.- El control externo del sector público nacional en sus aspectos
patrimoniales, económicos, financieros y operativos, será una atribución propia del
Poder Legislativo.
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El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño y situación general
de la administración pública estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoría
General de la Nación.

Este organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional, se
integrará del modo que establezca la ley que reglamenta su creación y
funcionamiento, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los miembros de
cada Cámara. El presidente del organismo será designado a propuesta del partido
político de oposición con mayor número de legisladores en el Congreso.

Tendrá a su cargo el control de legalidad, gestión y auditoría de toda la actividad de
la administración pública centralizada y descentralizada, cualquiera fuera su
modalidad de organización, y las demás funciones que la ley le otorgue. Intervendrá
necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e
inversión de los fondos públicos.

Capítulo séptimo. Del Defensor del Pueblo

Artículo 86.- El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el
ámbito del Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía funcional, sin
recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y protección de
los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta
Constitución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración; y el
control del ejercicio de las funciones administrativas públicas.

El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es designado y removido por el
Congreso con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada
una de las Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores.
Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola
vez.
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La organización y el funcionamiento de esta institución serán regulados por una ley
especial.

Sección segunda. Del Poder Ejecutivo

Capítulo primero. De su naturaleza y duración

Artículo 87.- El Poder Ejecutivo de la Nación será desempeñado por un ciudadano
con el título de «Presidente de la Nación Argentina».

Artículo 88.- En caso de enfermedad, ausencia de la Capital, muerte, renuncia o
destitución del presidente, el Poder Ejecutivo será ejercido por el vicepresidente de
la Nación. En caso de destitución, muerte, dimisión o inhabilidad del presidente y
vicepresidente de la Nación, el Congreso determinará qué funcionario público ha de
desempeñar la Presidencia, hasta que haya cesado la causa de la inhabilidad o un
nuevo presidente sea electo.

Artículo 89.- Para ser elegido presidente o vicepresidente de la Nación, se requiere
haber nacido en el territorio argentino, o ser hijo de ciudadano nativo, habiendo
nacido en país extranjero; y las demás calidades exigidas para ser elegido senador.

Artículo 90.- El presidente y vicepresidente duran en sus funciones el término de
cuatro años y podrán ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período
consecutivo. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente no pueden ser
elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período.



3/11/2019 Reforma de 1994 a la Constitución argentina de 1853 | Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes

www.cervantesvirtual.com/portales/constituciones_hispanoamericanas/obra-visor/constitucion-de-22-de-agosto-de-1994/html/62c88abc-e2b3-… 30/49

Artículo 91.- El presidente de la Nación cesa en el poder el mismo día en que expira
su período de cuatro años; sin que evento alguno que lo haya interrumpido, pueda
ser motivo de que se le complete más tarde.

Artículo 92.- El presidente y vicepresidente disfrutan de un sueldo pagado por el
Tesoro de la Nación, que no podrá ser alterado en el período de sus nombramientos.
Durante el mismo período no podrán ejercer otro empleo, ni recibir ningún otro
emolumento de la Nación, ni de provincia alguna.

Artículo 93.- Al tomar posesión de su cargo el presidente y vicepresidente prestarán
juramento, en manos del presidente del Senado y ante el Congreso reunido en
Asamblea, respetando sus creencias religiosas, de: «desempeñar con lealtad y
patriotismo el cargo de presidente (o vicepresidente) de la Nación y observar y hacer
observar fielmente la Constitución de la Nación Argentina».

Capítulo segundo. De la forma y tiempo de la elección del Presidente
y Vicepresidente de la Nación

Artículo 94.- El presidente y el vicepresidente de la Nación serán elegidos
directamente por el pueblo, en doble vuelta, según lo establece esta Constitución. A
este fin el territorio nacional conformará un distrito único.

Artículo 95.- La elección se efectuará dentro de los dos meses anteriores a la
conclusión del mandato del presidente en ejercicio.

Artículo 96.- La segunda vuelta electoral, si correspondiere, se realizará entre las
dos fórmulas de candidatos más votadas, dentro de los treinta días de celebrada la
anterior.
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Artículo 97.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta,
hubiere obtenido más del cuarenta y cinco por ciento de los votos afirmativos
válidamente emitidos, sus integrantes serán proclamados como presidente y
vicepresidente de la Nación.

Artículo 98.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta
hubiere obtenido el cuarenta por ciento por lo menos de los votos afirmativos
válidamente emitidos y, además, existiere una diferencia mayor de diez puntos
porcentuales respecto del total de los votos afirmativos válidamente emitidos sobre
la fórmula que le sigue en número de votos, sus integrantes serán proclamados como
presidente y vicepresidente de la Nación.

Capítulo tercero. Atribuciones del Poder Ejecutivo

Artículo 99.- El presidente de la Nación tiene las siguientes atribuciones:

1. Es el jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno y responsable político
de la administración general del país.

2. Expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la
ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con
excepciones reglamentarias.

3. Participa de la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, las
promulga y hace publicar.

El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e
insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo.
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Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los
trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las
leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral
o el régimen de los partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de
necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuerdo general de
ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de
ministros.

El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez días
someterá la medida a consideración de la Comisión Bicameral
Permanente,cuya composición deberá respetar la proporción de las
representaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión elevará su
despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su
expreso tratamiento, el que de inmediato considerarán las Cámaras. Una ley
especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros
de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de la intervención del
Congreso.

4. Nombra los magistrados de la Corte Suprema con acuerdo delSenado por
dos tercios de sus miembros presentes, en sesión pública, convocada al
efecto.

Nombra los demás jueces de los tribunales federales inferiores en base a una
propuesta vinculante en terna del Consejo de la Magistratura, con acuerdo del
Senado, en sesión pública, en la que se tendrá en cuenta la idoneidad de los
candidatos.

Un nuevo nombramiento, precedido de igual acuerdo, será necesario para
mantener en el cargo a cualquiera de esos magistrados, una vez que cumplan
la edad de setenta y cinco años. Todos los nombramientos de magistrados
cuya edad sea la indicada o mayor se harán por cinco años, y podrán ser
repetidos indefinidamente, por el mismo trámite.
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5. Puede indultar o conmutar las penas por delitos sujetos a la jurisdicción
federal, previo informe del tribunal correspondiente, excepto en los casos de
acusación por la Cámara de Diputados.

6. Concede jubilaciones, retiros, licencias y pensiones conforme a las leyes
de la Nación.

7. Nombra y remueve a los embajadores, ministros plenipotenciarios y
encargados de negocios con acuerdo del Senado; por sí solo nombra y
remueve al jefe de gabinete de ministros y a los demás ministros del
despacho, los oficiales de su secretaría, los agentes consulares y los
empleados cuyo nombramiento no está reglado de otra forma por esta
Constitución.

8. Hace anualmente la apertura de las sesiones del Congreso, reunidas al
efecto ambas Cámaras, dando cuenta en esta ocasión del estado de la Nación,
de las reformas prometidas por la Constitución, y recomendando a su
consideración las medidas que juzgue necesarias y convenientes.

9. Prorroga las sesiones ordinarias del Congreso, o lo convoca a sesiones
extraordinarias, cuando un progreso lo requiera.

10. Supervisa el ejercicio de la facultad del jefe de gabinete de ministros
respecto de la recaudación de las rentas de la Nación y de su inversión, con
arreglo a la ley o presupuesto de gastos nacionales.

11. Concluye y firma tratados, concordatos y otras negociaciones requeridas
para el mantenimiento de buenas relaciones con las organizaciones
internacionales y las naciones extranjeras, recibe sus ministros y admite sus
cónsules.

12. Es comandante en jefe de todas las fuerzas armadas de la Nación.
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13. Provee los empleos militares de la Nación: con acuerdo del Senado, en la
concesión de los empleos o grados de oficiales superiores de las fuerzas
armadas; y por sí solo en el campo de batalla.

14. Dispone de las fuerzas armadas, y corre con su organización y
distribución según las necesidades de la Nación.

15. Declara la guerra y ordena represalias con autorización y aprobación del
Congreso.

16. Declara en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación, en caso de
ataque exterior y por un término limitado, con acuerdo del Senado. En caso
de conmoción interior sólo tiene esta facultad cuando el Congreso está en
receso, porque es atribución que corresponde a este cuerpo. El presidente la
ejerce con las limitaciones prescriptas en el artículo 23.

17. Puede pedir al jefe de gabinete de ministros y a los jefes de todos los
ramos y departamentos de la administración, y por su conducto a los demás
empleados, los informes que crea convenientes, y ellos están obligados a
darlos.

18. Puede ausentarse del territorio de la Nación, con permiso del Congreso.
En el receso de éste, sólo podrá hacerlo sin licencia por razones justificadas
de servicio público.

19. Puede llenar las vacantes de los empleos, que requieran el acuerdo del
Senado, y que ocurran durante su receso, por medio de nombramientos en
comisión que expirarán al fin de la próxima Legislatura.
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20. Decreta la intervención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos
Aires en caso de receso del Congreso, y debe convocarlo simultáneamente
para su tratamiento.

Capítulo cuarto. Del Jefe de Gabinete y demás Ministros

Del Poder Ejecutivo.

Artículo 100.- El jefe de gabinete de ministros y los demás ministros secretarios
cuyo número y competencia será establecida por una ley especial, tendrán a su cargo
el despacho de los negocios de la Nación, y refrendarán y legalizarán los actos del
presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia.

Al jefe de gabinete de ministros, con responsabilidad política ante el Congreso de la
Nación, le corresponde:

1. Ejercer la administración general del país.

2. Expedir los actos y reglamentos que sean necesarios para ejercer las
facultades que le atribuye este artículo y aquellas que le delegue el presidente
de la Nación, con el refrendo del ministro secretario del ramo al cual el acto o
reglamento se refiera.

3. Efectuar los nombramientos de los empleados de la administración,
excepto los que correspondan al presidente.

4. Ejercer las funciones y atribuciones que le delegue el presidente de la
Nación y, en acuerdo de gabinete resolver sobre las materias que le indique el
Poder Ejecutivo, o por su propia decisión, en aquellas que por su importancia
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estime necesario, en el ámbito de su competencia.

5. Coordinar, preparar y convocar las reuniones de gabinete de ministros,
presidiéndolas en caso de ausencia del presidente.

6. Enviar al Congreso los proyectos de ley de Ministerios y de Presupuesto
nacional, previo tratamiento en acuerdo de gabinete y aprobación del Poder
Ejecutivo.

7. Hacer recaudar las rentas de la Nación y ejecutar la ley de Presupuesto
nacional.

8. Refrendar los decretos reglamentarios de las leyes, los decretos que
dispongan la prórroga de las sesiones ordinarias del Congreso o la
convocatoria de sesiones extraordinarias y los mensajes del presidente que
promuevan la iniciativa legislativa.

9. Concurrir a las sesiones del Congreso y participar en sus debates, pero no
votar.

10. Una vez que se inicien las sesiones ordinarias del Congreso, presentar
junto a los restantes ministros una memoria detallada del estado de la Nación
en lo relativo a los negocios de los respectivos departamentos.

11. Producir los informes y explicaciones verbales o escrito que cualquiera
de las Cámaras solicite al Poder Ejecutivo.

12. Refrendar los decretos que ejercen facultades delegadas por el Congreso,
los que estarán sujetos al control de la Comisión Bicameral Permanente.
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13. Refrendar conjuntamente con los demás ministros los decretos de
necesidad y urgencia y los decretos que promulgan parcialmente leyes.
Someterá personalmente y dentro de los diez días de su sanción estos
decretos a consideración de la Comisión Bicameral Permanente.

El jefe de gabinete de ministros no podrá desempeñar simultáneamente otro
ministerio.

Artículo 101.- El jefe de gabinete de ministros debe concurrir al Congreso al menos
una vez por mes, alternativamente a cada una de sus Cámaras, para informar de la
marcha del gobierno, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71. Puede ser
interpelado a los efectos del tratamiento de una moción de censura, por el voto de la
mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cualquiera de las Cámaras, y ser
removido por el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada una de las
Cámaras.

Artículo 102.- Cada ministro es responsable de los actos que legaliza; y
solidariamente de los que acuerda con sus colegas.

Artículo 103.- Los ministros no pueden por sí solos, en ningún caso, tomar
resoluciones, a excepción de lo concerniente al régimen económico y administrativo
de sus respectivos departamentos.

Artículo 104.- Luego que el Congreso abra sus sesiones, deberán los ministros del
despacho presentarle una memoria detallada del estado de la Nación en lo relativo a
los negocios de sus respectivos departamentos.

Artículo 105.- No pueden ser senadores ni diputados, sin hacer dimisión de sus
empleos de ministros.

Artículo 106.- Pueden los ministros concurrir a las sesiones del Congreso y tomar
parte en sus debates, pero no votar.
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Artículo 107.- Gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no
podrá ser aumentado ni disminuido en favor o perjuicio de los que se hallen en
ejercicio.

Sección tercera. Del Poder Judicial

Capítulo primero. De su naturaleza y duración

Artículo 108.- El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte Suprema
de Justicia, y por los demás tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el
territorio de la Nación.

Artículo 109.- En ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones
judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las
fenecidas.

Artículo 110.- Los jueces de la Corte Suprema y de los tribunales inferiores de la
Nación conservarán sus empleos mientras dure su buena conducta, y recibirán por
sus servicios una compensación que determinará la ley, y que no podrá ser
disminuida en manera alguna, mientras permaneciesen en sus funciones.

Artículo 111.- Ninguno podrá ser miembro de la Corte Suprema de Justicia, sin ser
abogado de la Nación con ocho años de ejercicio, y tener las calidades requeridas
para ser senador.
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Artículo 112.- En la primera instalación de la Corte Suprema, los individuos
nombrados prestarán juramento en manos del presidente de la Nación, de
desempeñar sus obligaciones, administrando justicia bien y legalmente, y en
conformidad a lo que prescribe la Constitución. En lo sucesivo lo prestarán ante el
presidente de la misma Corte.

Artículo 113.- La Corte Suprema dictará su reglamento interior y nombrará a sus
empleados.

Artículo 114.- El Consejo de la Magistratura, regulado por una ley especial
sancionada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara,
tendrá a su cargo la selección de los magistrados y la administración del Poder
Judicial. El Consejo será integrado periódicamente de modo que se procure el
equilibrio entre la representación de los órganos políticos resultantes de la elección
popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la matrícula
federal. Será integrado, asimismo, por otras personas del ámbito académico y
científico, en el número y la forma que indique la ley.

Serán sus atribuciones:

1. Seleccionar mediante concursos públicos los postulantes a las
magistraturas inferiores.

2. Emitir propuestas en ternas vinculantes, para el nombramiento de los
magistrados de los tribunales inferiores.

3. Administrar los recursos y ejecutar el presupuesto que la ley asigne a la
administración de justicia.

4. Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados.
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5. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, en su
caso ordenar la suspensión, y formular la acusación correspondiente.

6. Dictar los reglamentos relacionados con la organización judicial y todos
aquellos que sean necesarios para asegurar la independencia de los jueces y
la eficaz prestación de los servicios de justicia.

Artículo 115.- Los jueces de los tribunales inferiores de la Nación serán removidos
por las causales expresadas en el artículo 53, por un jurado de enjuiciamiento
integrado por legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal.

Su fallo, que será irrecurrible, no tendrá más efecto que destituir al acusado. Pero la
parte condenada quedará no obstante sujeta a acusación , juicio y castigo conforme a
las leyes ante los tribunales ordinarios.

Corresponderá archivar las actuaciones y, en su caso, reponer al juez suspendido, si
transcurrieren ciento ochenta días contados desde la decisión de abrir el
procedimiento de remoción, sin que haya sido dictado el fallo.

En la ley especial a que se refiere el artículo 114, se determinará la integración y
procedimiento de este jurado.

Capítulo segundo. Atribuciones del Poder Judicial

Artículo 116.- Corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la
Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos
regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación, con la reserva hecha en el
inciso 12 del artículo 75; y por los tratados con las naciones extranjeras; de las
causas concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros; de
las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima; de los asuntos en que la Nación
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sea parte; de las causas que se susciten entre dos o más provincias; entre una
provincia y los vecinos de otra; entre los vecinos de diferentes provincias; y entre
una provincia o sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero.

Artículo 117.- En estos casos la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por
apelación según las reglas y excepciones que prescriba el Congreso; pero en todos
los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, y en los
que alguna provincia fuese parte, la ejercerá originaria y exclusivamente.

Artículo 118.- Todos los juicios criminales ordinarios, que no se deriven del
despacho de acusación concedido en la Cámara de Diputados se terminarán por
jurados, luego que se establezca en la República esta institución. La actuación de
estos juicios se hará en la misma provincia donde se hubiera cometido el delito; pero
cuando éste se cometa fuera de los límites de la Nación, contra el Derecho de
Gentes, el Congreso determinará por una ley especial el lugar en que haya de
seguirse el juicio.

Artículo 119.- La traición contra la Nación consistirá únicamente en tomar las armas
contra ella, o en unirse a sus enemigos prestándoles ayuda y socorro. El Congreso
fijará por una ley especial la pena de este delito; pero ella no pasará de la persona del
delincuente, ni la infamia del reo se transmitirá a sus parientes de cualquier grado.

Sección cuarta. Del Ministerio Público

Artículo 120.- El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía
funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la
justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en
coordinación con las demás autoridades de la República.
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Está integrado por un procurador general de la Nación y un defensor general de la
Nación y los demás miembros que la ley establezca.

Sus miembros gozan de inmunidades funcionales e intangibilidad de
remuneraciones.

Título segundo. Gobiernos de Provincia

Artículo 121.- Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta
Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por
pactos especiales al tiempo de su incorporación.

Artículo 122.- Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen
sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin
intervención del Gobierno federal.

Artículo 123.- Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto
por el artículo 5º asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y
contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero.

Artículo 124.- Las provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico y
social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines y
podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean incompatibles
con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al
Gobierno federal o el crédito público de la Nación; con conocimiento del Congreso
Nacional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se establezca a tal
efecto.
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Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales
existentes en su territorio.

Artículo 125.- Las provincias pueden celebrar tratados parciales para fines de
administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con
conocimiento del Congreso Federal; y promover su industria, la inmigración, la
construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de
propiedad provincial, la introducción y establecimiento de nuevas industrias, la
importación de capitales extranjeros y la exploración de sus ríos, por leyes
protectoras de estos fines, y con sus recursos propios.

Las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar organismos de
seguridad social para los empleados públicos y los profesionales; y promover el
progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la educación, la
ciencia, el conocimiento y la cultura.

Artículo 126.- Las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden
celebrar tratados parciales de carácter político; ni expedir leyes sobre comercio, o
navegación interior o exterior; ni establecer aduanas provinciales; ni acuñar moneda;
ni establecer bancos con facultades de emitir billetes, sin autorización del Congreso
Federal; ni dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, después que el
Congreso los haya sancionado; ni dictar especialmente leyes sobre ciudadanía y
naturalización, bancarrotas, falsificación de moneda o documentos del Estado; ni
establecer derechos de tonelaje; ni armar buques de guerra o levantar ejércitos, salvo
el caso de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación
dando luego cuenta al Gobierno federal; ni nombrar o recibir agentes extranjeros.

Artículo 127.- Ninguna provincia puede declarar, ni hacer la guerra a otra provincia.
Sus quejas deben ser sometidas a la Corte Suprema de Justicia y dirimidas por ella.
Sus hostilidades de hecho son actos de guerra civil, calificados de sedición o
asonada, que el gobierno federal debe sofocar y reprimir conforme a la ley.
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Artículo 128.- Los gobernadores de provincia son agentes naturales del Gobierno
federal para hacer cumplir la Constitución y las leyes de la Nación.

Artículo 129.- La ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de gobierno autónomo,
con facultades propias de legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno será
elegido directamente por el pueblo de la ciudad.

Una ley garantizará los intereses del Estado nacional, mientras la ciudad de Buenos
Aires sea capital de la Nación.

En el marco de lo dispuesto en este artículo, el Congreso de la Nación convocará a
los habitantes de la ciudad de Buenos Aires para que, mediante los representantes
que elijan a ese efecto, dicten el Estatuto Organizativo de sus instituciones.

Disposiciones transitorias

Primera.- La Nación Argentina ratifica su legítima e imprescriptible soberanía sobre
las islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos e
insulares correspondientes, por ser parte integrante del territorio nacional.

La recuperación de dichos territorios y el ejercicio pleno de la soberanía, respetando
el modo de vida de sus habitantes, y conforme a los principios del Derecho
Internacional, constituyen un objetivo permanente e irrenunciable del pueblo
argentino.
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Segunda.- Las acciones positivas a que alude el artículo 37 en su último párrafo no
podrán ser inferiores a las vigentes al tiempo de sancionarse esta Constitución y
durarán lo que la ley determine. (Corresponde al artículo 37).

Tercera.- La ley que reglamente el ejercicio de la iniciativa popular deberá ser
aprobada dentro de los dieciocho meses de esta sanción. (Corresponde al artículo 39)

Cuarta.- Los actuales integrantes del Senado de la Nación desempeñarán su cargo
hasta la extinción del mandato correspondiente a cada uno.

En ocasión de renovarse un tercio del Senado en mil novecientos noventa y cinco,
por finalización de los mandatos de todos los senadores elegidos en mil novecientos
ochenta y seis, será designado además un tercer senador por distrito por cada
Legislatura. El conjunto de los senadores por cada distrito se integrará, en lo posible,
de modo que correspondan dos bancas al partido político o alianza electoral que
tenga el mayor número de miembros en la Legislatura, y la restante al partido
político o alianza electoral que le siga en número de miembros de ella. En caso de
empate, se hará prevalecer al partido político o alianza electoral que hubiera
obtenido mayor cantidad de sufragios en la elección legislativa provincial inmediata
anterior.

La elección de los senadores que reemplacen a aquellos cuyos mandatos vencen en
mil novecientos noventa y ocho, así como la lección de quien reemplace a cualquiera
de los actuales senadores en caso de aplicación del artículo 62, se hará por estas
mismas reglas de designación. Empero, el partido político o alianza electoral que
tenga el mayor número de miembros en la Legislatura al tiempo de la elección del
senador, tendrá derecho a que sea elegido su candidato, con la sola limitación de que
no resulten los tres senadores de un mismo partido político o alianza electoral.

Estas reglas serán también aplicables a la elección de los senadores por la ciudad de
Buenos Aires, en mil novecientos noventa y cinco por el cuerpo electoral, y en mil
novecientos noventa y ocho, por el órgano legislativo de la ciudad.
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La elección de todos los senadores a que se refiere esta cláusula se llevará a cabo con
una anticipación no menor de sesenta ni mayor de noventa días al momento en que
el senador deba asumir su función.

En todos los casos, los candidatos a senadores serán propuestos por los partidos
políticos o alianzas electorales. El cumplimiento de las exigencias legales y
estatutarias para ser proclamado candidato será certificado por la Justicia Electoral
Nacional y comunicado a la Legislatura.

Toda vez que se elija un senador nacional se designará un suplente, quien asumirá en
los casos del artículo 62.

Los mandatos de los senadores elegidos por aplicación de esta cláusula transitoria
durarán hasta el nueve de diciembre del dos mil uno. (Corresponde al artículo 54)

Quinta.- Todos los integrantes del Senado serán elegidos en la forma indicada en el
artículo 54 dentro de los dos meses anteriores al diez de diciembre del dos mil uno,
decidiéndose por la suerte, luego que todos se reúnan, quienes deban salir en el
primero y segundo bienio. (Corresponde al artículo 56)

Sexta.- Un régimen de coparticipación conforme lo dispuesto en el inciso 2 del
artículo 75 y la reglamentación del organismo fiscal federal, serán establecidos antes
de la finalización del año 1996; la distribución de competencias, servicios y
funciones vigentes a la sanción de esta reforma, no podrá modificarse sin la
aprobación de la provincia interesada; tampoco podrá modificarse en desmedro de
las provincias la distribución de recursos vigente a la sanción de esta reforma y en
ambos casos hasta el dictado del mencionado régimen de coparticipación.

La presente cláusula no afecta los reclamos administrativos o judiciales en trámite
originados por diferencias por distribución de competencias, servicios, funciones o
recursos entre la Nación y las provincias. (Corresponde al artículo 75 inciso 2).
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Séptima.- El Congreso ejercerá en la ciudad de Buenos Aires, mientras sea capital
de la Nación, las atribuciones legislativas que conserve con arreglo al artículo 129.
(Corresponde al artículo 75 inciso 30).

Octava.- La legislación delegada preexistente que no contenga plazo establecido
para su ejercicio caducará a los cinco años de la vigencia de esta disposición,
excepto aquella que el Congreso de la Nación ratifique expresamente por una nueva
ley. (Corresponde al artículo 76).

Novena.- El mandato del presidente en ejercicio al momento de sancionarse esta
reforma, deberá ser considerado como primer período.

(Corresponde al artículo 90)

Décima.- El mandato del presidente de la Nación que asuma su cargo el 8 de julio de
1995, se extinguirá el 10 de Diciembre de 1999. (Corresponde al artículo 90)

Undécima.- La caducidad de los nombramientos y la duración limitada previstas en
el artículo 99 inciso 4 entrarán en vigencia a los cinco años de la sanción de esta
reforma constitucional. (Corresponde al artículo 99 inciso 4)

Duodécima.- Las prescripciones establecidas en los artículos 100 y 101 del Capítulo
cuarto de la Sección segunda, de la segunda parte de esta Constitución referidas al
jefe de gabinete de ministros, entrarán en vigencia el 8 de julio de 1995.

El jefe de gabinete de ministros será designado por primera vez el 8 de julio de 1995,
hasta esa fecha sus facultades serán ejercitadas por el presidente de la República.

(Corresponde a los artículos 99 inciso 7, 100 y 101).
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Decimotercera.- A partir de los trescientos sesenta días de la vigencia de esta
reforma, los magistrados inferiores solamente podrán ser designados por el
procedimiento previsto en la presente Constitución. Hasta tanto se aplicará el
sistema vigente con anterioridad. (Corresponde al artículo 114)

Decimocuarta.- Las causas en trámite ante la Cámara de Diputados al momento de
instalarse el Consejo de la Magistratura, les serán remitidas a efectos del inciso 5 del
artículo 114. Las ingresadas en el Senado continuarán allí hasta su terminación.
(Corresponde al artículo 115)

Decimoquinta.- Hasta tanto se constituyan los poderes que surjan del nuevo
régimen de autonomía de la ciudad de Buenos Aires, el Congreso ejercerá una
legislación exclusiva sobre su territorio, en los mismos términos que hasta la sanción
de la presente.

El jefe de gobierno será elegido durante el año mil novecientos noventa y cinco.

La ley prevista en los párrafos segundo y tercero del artículo 129, deberá ser
sancionada dentro del plazo de doscientos setenta días a partir de la vigencia de esta
Constitución.

Hasta tanto se haya dictado el Estatuto Organizativo la designación y remoción de
los jueces de la ciudad de Buenos Aires se regirá por las disposiciones de los
artículos 114 y 115 de esta Constitución.

(Corresponde al artículo 129)

Decimosexta.- Esta reforma entra en vigencia al día siguiente de su publicación. Los
miembros de la Convención Constituyente, el presidente de la Nación Argentina, los
presidentes de las Cámaras legislativas y el presidente de la Corte Suprema de
Justicia prestan juramento en un mismo acto el día 24 de agosto de 1994, en el
Palacio San José, Concepción del Uruguay, provincia de Entre Ríos.
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Cada poder del Estado y las autoridades provinciales y municipales disponen lo
necesario para que sus miembros y funcionarios juren esta Constitución.

Decimoséptima.- El texto constitucional ordenado, sancionado por esta Convención
Constituyente, reemplaza al hasta ahora vigente.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA CONVENCIÓN NACIONAL
CONSTITUYENTE, EN SANTA FE, A LOS VEINTIDÓS DÍAS DEL MES DE
AGOSTO DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO.
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CONSTITUCION DE LA NACION ARGENTINA 

Ley Nº 24.430 

Ordénase la publicación del texto oficial de la Constitución Nacional (sancionada en 1853 con las reformas 
de los años 1860, 1866, 1898, 1957 y 1994). 

Sancionada: Diciembre 15 de 1994. 

Promulgada: Enero 3 de 1995. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de 

Ley:

ARTICULO 1º.- Ordénase la publicación del texto oficial de la Constitución Nacional (sancionada en 1853 con las 
reformas de los años 1860, 1866, 1898, 1957 y 1994) que es el que se transcribe a continuación: 

CONSTITUCION DE LA NACION ARGENTINA 

PREÁMBULO 

Nos los representantes del pueblo de la Nación Argentina, reunidos en Congreso General Constituyente por 
voluntad y elección de las provincias que la componen, en cumplimiento de pactos preexistentes, con el 
objeto de constituir la unión nacional, afianzar la justicia, consolidar la paz interior, proveer a la defensa 
común, promover el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra 
posteridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino: invocando la 
protección de Dios, fuente de toda razón y justicia: ordenamos, decretamos y establecemos esta 
Constitución, para la Nación Argentina. 

PRIMERA PARTE 

Capítulo Primero 

Declaraciones, derechos y garantías 

Artículo 1º.- La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal, según la 
establece la presente Constitución. 

Artículo 2º.- El Gobierno federal sostiene el culto católico apostólico romano. 

Artículo 3º.- Las autoridades que ejercen el Gobierno federal, residen en la ciudad que se declare Capital de la 
República por una ley especial del Congreso, previa cesión hecha por una o más legislaturas provinciales, del territorio 
que haya de federalizarse. 

Artículo 4º.- El Gobierno federal provee a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro nacional formado del 
producto de derechos de importación y exportación, del de la venta o locación de tierras de propiedad nacional, de la 
renta de Correos, de las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso 
General, y de los empréstitos y operaciones de crédito que decrete el mismo Congreso para urgencias de la Nación, o 
para empresas de utilidad nacional. 

Artículo 5º.- Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo 
con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su 
régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el 
goce y ejercicio de sus instituciones. 

Artículo 6º.- El Gobierno federal interviene en el territorio de las provincias para garantir la forma republicana de 
gobierno, o repeler invasiones exteriores, y a requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o 
restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra provincia. 

Artículo 7º.- Los actos públicos y procedimientos judiciales de una provincia gozan de entera fe en las demás; y el 
Congreso puede por leyes generales determinar cuál será la forma probatoria de estos actos y procedimientos, y los 
efectos legales que producirán. 

Artículo 8º.- Los ciudadanos de cada provincia gozan de todos los derechos, privilegios e inmunidades inherentes al 
título de ciudadano en las demás. La extradición de los criminales es de obligación recíproca entre todas las provincias. 



Artículo 9º.- En todo el territorio de la Nación no habrá más aduanas que las nacionales, en las cuales regirán las 
tarifas que sancione el Congreso. 

Artículo 10.- En el interior de la República es libre de derechos la circulación de los efectos de producción o fabricación 
nacional, así como la de los géneros y mercancías de todas clases, despachadas en las aduanas exteriores. 

Artículo 11.- Los artículos de producción o fabricación nacional o extranjera, así como los ganados de toda especie, 
que pasen por territorio de una provincia a otra, serán libres de los derechos llamados de tránsito, siéndolo también los 
carruajes, buques o bestias en que se transporten; y ningún otro derecho podrá imponérseles en adelante, cualquiera 
que sea su denominación, por el hecho de transitar el territorio. 

Artículo 12.- Los buques destinados de una provincia a otra, no serán obligados a entrar, anclar y pagar derechos por 
causa de tránsito, sin que en ningún caso puedan concederse preferencias a un puerto respecto de otro, por medio de 
leyes o reglamentos de comercio. 

Artículo 13.- Podrán admitirse nuevas provincias en la Nación; pero no podrá erigirse una provincia en el territorio de 
otra u otras, ni de varias formarse una sola, sin el consentimiento de la Legislatura de las provincias interesadas y del 
Congreso. 

Artículo 14.- Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que 
reglamenten su ejercicio; a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a 
las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin 
censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su culto; de 
enseñar y aprender. 

Artículo 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al 
trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor, jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución 
justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las empresas, 
con control de la producción y colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; estabilidad del 
empleado público; organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro 
especial. 

Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el 
derecho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su 
gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo. 

El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la 
ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales con autonomía 
financiera y económica, administradas por los interesados con participación del Estado, sin que pueda existir 
superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa del bien de 
familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna. 

Artículo 15.- En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que hoy existen quedan libres desde la jura de esta 
Constitución; y una ley especial reglará las indemnizaciones a que dé lugar esta declaración. Todo contrato de compra y 
venta de personas es un crimen de que serán responsables los que lo celebrasen, y el escribano o funcionario que lo 
autorice. Y los esclavos que de cualquier modo se introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar el territorio de la 
República. 

Artículo 16.- La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: no hay en ella fueros 
personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra 
condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas. 

Artículo 17.- La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de 
sentencia fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente 
indemnizada. Sólo el Congreso impone las contribuciones que se expresan en el Artículo 4º. Ningún servicio personal es 
exigible, sino en virtud de ley o de sentencia fundada en ley. Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra, 
invento o descubrimiento, por el término que le acuerde la ley. La confiscación de bienes queda borrada para siempre 
del Código Penal argentino. Ningún cuerpo armado puede hacer requisiciones, ni exigir auxilios de ninguna especie. 

Artículo 18.- Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del 
proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la 
causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad 
competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también 
la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá 
procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda 
especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de 
los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que 
aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice. 

Artículo 19.- Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni 
perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante 
de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe. 



Artículo 20.- Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano; pueden 
ejercer su industria, comercio y profesión; poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos; navegar los ríos y costas; 
ejercer libremente su culto; testar y casarse conforme a las leyes. No están obligados a admitir la ciudadanía, ni a 
pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen nacionalización residiendo dos años continuos en la Nación; 
pero la autoridad puede acortar este término a favor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la República. 

Artículo 21.- Todo ciudadano argentino está obligado a armarse en defensa de la patria y de esta Constitución, 
conforme a las leyes que al efecto dicte el Congreso y a los decretos del Ejecutivo nacional. Los ciudadanos por 
naturalización son libres de prestar o no este servicio por el término de diez años contados desde el día en que 
obtengan su carta de ciudadanía. 

Artículo 22.- El pueblo no delibera ni gobierna, sino por medio de sus representantes y autoridades creadas por esta 
Constitución. Toda fuerza armada o reunión de personas que se atribuya los derechos del pueblo y peticione a nombre 
de éste, comete delito de sedición. 

Artículo 23.- En caso de conmoción interior o de ataque exterior que pongan en peligro el ejercicio de esta 
Constitución y de las autoridades creadas por ella, se declarará en estado de sitio la provincia o territorio en donde 
exista la perturbación del orden, quedando suspensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta suspensión 
no podrá el presidente de la República condenar por sí ni aplicar penas. Su poder se limitará en tal caso respecto de las 
personas, a arrestarlas o trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si ellas no prefiriesen salir fuera del territorio 
argentino. 

Artículo 24.- El Congreso promoverá la reforma de la actual legislación en todos sus ramos, y el establecimiento del 
juicio por jurados. 

Artículo 25.- El Gobierno federal fomentará la inmigración europea; y no podrá restringir, limitar ni gravar con 
impuesto alguno la entrada en el territorio argentino de los extranjeros que traigan por objeto labrar la tierra, mejorar 
las industrias, e introducir y enseñar las ciencias y las artes. 

Artículo 26.- La navegación de los ríos interiores de la Nación es libre para todas las banderas, con sujeción 
únicamente a los reglamentos que dicte la autoridad nacional. 

Artículo 27.- El Gobierno federal está obligado a afianzar sus relaciones de paz y comercio con las potencias 
extranjeras por medio de tratados que estén en conformidad con los principios de derecho público establecidos en esta 
Constitución. 

Artículo 28.- Los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores artículos, no podrán ser alterados por 
las leyes que reglamenten su ejercicio. 

Artículo 29.- El Congreso no puede conceder al Ejecutivo nacional, ni las Legislaturas provinciales a los gobernadores 
de provincia, facultades extraordinarias, ni la suma del poder público, ni otorgarles sumisiones o supremacías por las 
que la vida, el honor o las fortunas de los argentinos queden a merced de gobiernos o persona alguna. Actos de esta 
naturaleza llevan consigo una nulidad insanable, y sujetarán a los que los formulen, consientan o firmen, a la 
responsabilidad y pena de los infames traidores a la patria. 

Artículo 30.- La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus partes. La necesidad de reforma 
debe ser declarada por el Congreso con el voto de dos terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se 
efectuará sino por una Convención convocada al efecto. 

Artículo 31.- Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados 
con las potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a 
conformarse a ella, no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones 
provinciales, salvo para la provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del Pacto de 11 de noviembre de 
1859.

Artículo 32.- El Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la 
jurisdicción federal. 

Artículo 33.- Las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución no serán entendidos como negación 
de otros derechos y garantías no enumerados; pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma 
republicana de gobierno. 

Artículo 34.- Los jueces de las cortes federales no podrán serlo al mismo tiempo de los tribunales de provincia, ni el 
servicio federal, tanto en lo civil como en lo militar da residencia en la provincia en que se ejerza, y que no sea la del 
domicilio habitual del empleado, entendiéndose esto para los efectos de optar a empleos en la provincia en que 
accidentalmente se encuentren. 

Artículo 35.- Las denominaciones adoptadas sucesivamente desde 1810 hasta el presente, a saber: Provincias Unidas 
del Río de la Plata, República Argentina, Confederación Argentina, serán en adelante nombres oficiales indistintamente 
para la designación del Gobierno y territorio de las provincias, empleándose las palabras "Nación Argentina" en la 
formación y sanción de las leyes. 



CAPÍTULO SEGUNDO 

Nuevos derechos y garantías  

Artículo 36.- Esta Constitución mantendrá su imperio aun cuando se interrumpiere su observancia por actos de fuerza 
contra el orden institucional y el sistema democrático. Estos actos serán insanablemente nulos. 

Sus autores serán pasibles de la sanción prevista en el Artículo 29, inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos 
públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de penas. 

Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen funciones previstas para las 
autoridades de esta Constitución o las de las provincias, los que responderán civil y penalmente de sus actos. Las 
acciones respectivas serán imprescriptibles. 

Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este 
artículo.

Atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve 
enriquecimiento, quedando inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos. 

El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función. 

Artículo 37.- Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al principio de la 
soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia. El sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio. 

La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios se 
garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral. 

Artículo 38.- Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático. 

Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a esta Constitución, la que garantiza su 
organización y funcionamiento democráticos, la representación de las minorías, la competencia para la postulación de 
candidatos a cargos públicos electivos, el acceso a la información pública y la difusión de sus ideas. 

El Estado contribuye al sostenimiento económico de sus actividades y de la capacitación de sus dirigentes. 

Los partidos políticos deberán dar publicidad del origen y destino de sus fondos y patrimonio. 

Artículo 39.- Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley en la Cámara de 
Diputados. El Congreso deberá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses. 

El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, sancionará una ley 
reglamentaria que no podrá exigir más del tres por ciento del padrón electoral nacional, dentro del cual deberá 
contemplar una adecuada distribución territorial para suscribir la iniciativa. 

No serán objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, 
presupuesto y materia penal. 

Artículo 40.- El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, podrá someter a consulta popular un proyecto de 
ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. El voto afirmativo del proyecto por el pueblo de la Nación lo convertirá 
en ley y su promulgación será automática. 

El Congreso o el presidente de la Nación, dentro de sus respectivas competencias, podrán convocar a consulta popular 
no vinculante. En este caso el voto no será obligatorio. 

El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, reglamentará las 
materias, procedimientos y oportunidad de la consulta popular. 

Artículo 41.- Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano 
y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones 
futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, 
según lo establezca la ley. 

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la 
preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. 

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, 
las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. 



Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 

Artículo 42.- Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la 
protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de 
elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. 

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la 
competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la 
calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. 

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios 
de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de 
consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control. 

Artículo 43.- Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio 
judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o 
inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías 
reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la 
norma en que se funde el acto u omisión lesiva. 

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al 
ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el 
afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que 
determinará los requisitos y formas de su organización. 

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que 
consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o 
discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el 
secreto de las fuentes de información periodística. 

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento 
ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de hábeas 
corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante 
la vigencia del estado de sitio. 

SEGUNDA PARTE 

AUTORIDADES DE LA NACION 

TITULO PRIMERO 

GOBIERNO FEDERAL 

SECCION PRIMERA 

DEL PODER LEGISLATIVO 

Artículo 44.- Un Congreso compuesto de dos Cámaras, una de Diputados de la Nación y otra de Senadores de las 
provincias y de la ciudad de Buenos Aires, será investido del Poder Legislativo de la Nación. 

CAPÍTULO PRIMERO 

De la Cámara de Diputados 

Artículo 45.- La Cámara de Diputados se compondrá de representantes elegidos directamente por el pueblo de las 
provincias, de la ciudad de Buenos Aires, y de la Capital en caso de traslado, que se consideran a este fin como distritos 
electorales de un solo Estado y a simple pluralidad de sufragios. El número de representantes será de uno por cada 
treinta y tres mil habitantes o fracción que no baje de dieciséis mil quinientos. Después de la realización de cada censo, 
el Congreso fijará la representación con arreglo al mismo, pudiendo aumentar pero no disminuir la base expresada para 
cada diputado. 

Artículo 46.- Los diputados para la primera Legislatura se nombrarán en la proporción siguiente: por la provincia de 
Buenos Aires doce: por la de Córdoba seis: por la de Catamarca tres: por la de Corrientes cuatro: por la de Entre Ríos 
dos: por la de Jujuy dos: por la de Mendoza tres: por la de La Rioja dos: por la de Salta tres: por la de Santiago cuatro: 
por la de San Juan dos: por la de Santa Fe dos: por la de San Luis dos: y por la de Tucumán tres. 

Artículo 47.- Para la segunda Legislatura deberá realizarse el censo general, y arreglarse a él el número de diputados; 
pero este censo sólo podrá renovarse cada diez años. 



Artículo 48.- Para ser diputado se requiere haber cumplido la edad de veinticinco años, tener cuatro años de 
ciudadanía en ejercicio, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella. 

Artículo 49.- Por esta vez las Legislaturas de las provincias reglarán los medios de hacer efectiva la elección directa de 
los diputados de la Nación: para lo sucesivo el Congreso expedirá una ley general. 

Artículo 50.- Los diputados durarán en su representación por cuatro años, y son reelegibles; pero la Sala se renovará 
por mitad cada bienio; a cuyo efecto los nombrados para la primera Legislatura, luego que se reúnan, sortearán los que 
deban salir en el primer período. 

Artículo 51.- En caso de vacante, el Gobierno de provincia, o de la Capital, hace proceder a elección legal de un nuevo 
miembro. 

Artículo 52.- A la Cámara de Diputados corresponde exclusivamente la iniciativa de las leyes sobre contribuciones y 
reclutamiento de tropas. 

Artículo 53.- Sólo ella ejerce el derecho de acusar ante el Senado al presidente, vicepresidente, al jefe de gabinete de 
ministros, a los ministros y a los miembros de la Corte Suprema, en las causas de responsabilidad que se intenten 
contra ellos, por mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones; o por crímenes comunes, después de 
haber conocido de ellos y declarado haber lugar a la formación de causa por la mayoría de dos terceras partes de sus 
miembros presentes. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Del Senado 

Artículo 54.- El Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires, 
elegidos en forma directa y conjunta, correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de 
votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto. 

Artículo 55.- Son requisitos para ser elegido senador: tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de 
la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente, y ser natural de la 
provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella. 

Artículo 56.- Los senadores duran seis años en el ejercicio de su mandato, y son reelegibles indefinidamente; pero el 
Senado se renovará a razón de una tercera parte de los distritos electorales cada dos años. 

Artículo 57.- El vicepresidente de la Nación será presidente del Senado; pero no tendrá voto sino en el caso que haya 
empate en la votación. 

Artículo 58.- El Senado nombrará un presidente provisorio que lo presida en caso de ausencia del vicepresidente, o 
cuando éste ejerce las funciones de presidente de la Nación. 

Artículo 59.- Al Senado corresponde juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados, debiendo sus 
miembros prestar juramento para este acto. Cuando el acusado sea el presidente de la Nación, el Senado será 
presidido por el presidente de la Corte Suprema. Ninguno será declarado culpable sino a mayoría de los dos tercios de 
los miembros presentes. 

Artículo 60.- Su fallo no tendrá más efecto que destituir al acusado, y aun declararle incapaz de ocupar ningún empleo 
de honor, de confianza o a sueldo en la Nación. Pero la parte condenada quedará, no obstante, sujeta a acusación, 
juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios. 

Artículo 61.- Corresponde también al Senado autorizar al presidente de la Nación para que declare en estado de sitio, 
uno o varios puntos de la República en caso de ataque exterior. 

Artículo 62.- Cuando vacase alguna plaza de senador por muerte, renuncia u otra causa, el Gobierno a que 
corresponda la vacante hace proceder inmediatamente a la elección de un nuevo miembro. 

CAPITULO TERCERO 

Disposiciones comunes a ambas Cámaras 

Artículo 63.- Ambas Cámaras se reunirán por sí mismas en sesiones ordinarias todos los años desde el primero de 
marzo hasta el treinta de noviembre. Pueden también ser convocadas extraordinariamente por el Presidente de la 
Nación o prorrogadas sus sesiones. 

Artículo 64.- Cada Cámara es juez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros en cuanto a su validez. 
Ninguna de ellas entrará en sesión sin la mayoría absoluta de sus miembros; pero un número menor podrá compeler a 
los miembros ausentes a que concurran a las sesiones, en los términos y bajo las penas que cada Cámara establecerá. 



Artículo 65.- Ambas Cámaras empiezan y concluyen sus sesiones simultáneamente. Ninguna de ellas, mientras se 
hallen reunidas, podrá suspender sus sesiones más de tres días, sin el consentimiento de la otra. 

Artículo 66.- Cada Cámara hará su reglamento y podrá con dos tercios de votos, corregir a cualquiera de sus 
miembros por desorden de conducta en el ejercicio de sus funciones, o removerlo por inhabilidad física o moral 
sobreviniente a su incorporación, y hasta excluirle de su seno; pero bastará la mayoría de uno sobre la mitad de los 
presentes para decidir en las renuncias que voluntariamente hicieren de sus cargos. 

Artículo 67.- Los senadores y diputados prestarán, en el acto de su incorporación, juramento de desempeñar 
debidamente el cargo, y de obrar en todo en conformidad a lo que prescribe esta Constitución. 

Artículo 68.- Ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por 
las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador. 

Artículo 69.- Ningún senador o diputado, desde el día de su elección hasta el de su cese, puede ser arrestado; excepto 
el caso de ser sorprendido in fraganti en la ejecución de algún crimen que merezca pena de muerte, infamante, u otra 
aflictiva; de lo que se dará cuenta a la Cámara respectiva con la información sumaria del hecho. 

Artículo 70.- Cuando se forme querella por escrito ante las justicias ordinarias contra cualquier senador o diputado, 
examinado el mérito del sumario en juicio público, podrá cada Cámara, con dos tercios de votos, suspender en sus 
funciones al acusado, y ponerlo a disposición del juez competente para su juzgamiento. 

Artículo 71.- Cada una de las Cámaras puede hacer venir a su sala a los ministros del Poder Ejecutivo para recibir las 
explicaciones e informes que estime convenientes. 

Artículo 72.- Ningún miembro del Congreso podrá recibir empleo o comisión del Poder Ejecutivo, sin previo 
consentimiento de la Cámara respectiva, excepto los empleos de escala. 

Artículo 73.- Los eclesiásticos regulares no pueden ser miembros del Congreso, ni los gobernadores de provincia por 
la de su mando. 

Artículo 74.- Los servicios de los senadores y diputados son remunerados por el Tesoro de la Nación, con una dotación 
que señalará la ley. 

CAPITULO CUARTO 

Atribuciones del Congreso 

Artículo 75.- Corresponde al Congreso: 

1. Legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de importación y exportación, los cuales, así como las 
avaluaciones sobre las que recaigan, serán uniformes en toda la Nación. 

2. Imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias. Imponer contribuciones directas, 
por tiempo determinado, proporcionalmente iguales en todo el territorio de la Nación, siempre que la defensa, 
seguridad común y bien general del Estado lo exijan. Las contribuciones previstas en este inciso, con excepción de la 
parte o el total de las que tengan asignación específica, son coparticipables. 

Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá regímenes de coparticipación de 
estas contribuciones, garantizando la automaticidad en la remisión de los fondos. 

La distribución entre la Nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y entre éstas, se efectuará en relación directa 
a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas contemplando criterios objetivos de reparto; será 
equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de 
oportunidades en todo el territorio nacional. 

La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y deberá ser sancionada con la mayoría absoluta de la 
totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada y será aprobada 
por las provincias. 

No habrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la respectiva reasignación de recursos, aprobada por 
ley del Congreso cuando correspondiere y por la provincia interesada o la ciudad de Buenos Aires en su caso. 

Un organismo fiscal federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución de lo establecido en este inciso, 
según lo determina la ley, la que deberá asegurar la representación de todas las provincias y la ciudad de Buenos Aires 
en su composición. 

3. Establecer y modificar asignaciones específicas de recursos coparticipables, por tiempo determinado, por ley especial 
aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. 



4. Contraer empréstitos sobre el crédito de la Nación. 

5. Disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad nacional. 

6. Establecer y reglamentar un banco federal con facultad de emitir moneda, así como otros bancos nacionales. 

7. Arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación. 

8. Fijar anualmente, conforme a las pautas establecidas en el tercer párrafo del inc. 2 de este artículo, el presupuesto 
general de gastos y cálculo de recursos de la administración nacional, en base al programa general de gobierno y al 
plan de inversiones públicas y aprobar o desechar la cuenta de inversión. 

9. Acordar subsidios del Tesoro nacional a las provincias, cuyas rentas no alcancen, según sus presupuestos, a cubrir 
sus gastos ordinarios. 

10. Reglamentar la libre navegación de los ríos interiores, habilitar los puertos que considere convenientes, y crear o 
suprimir aduanas. 

11. Hacer sellar moneda, fijar su valor y el de las extranjeras; y adoptar un sistema uniforme de pesos y medidas para 
toda la Nación. 

12. Dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o 
separados, sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales 
federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones; y 
especialmente leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de 
nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina: así como sobre bancarrotas, sobre falsificación de la 
moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados. 

13. Reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las provincias entre sí. 

14. Arreglar y establecer los correos generales de la Nación. 

15. Arreglar definitivamente los límites del territorio de la Nación, fijar los de las provincias, crear otras nuevas, y 
determinar por una legislación especial la organización, administración y gobierno que deben tener los territorios 
nacionales, que queden fuera de los límites que se asignen a las provincias. 

16. Proveer a la seguridad de las fronteras. 

17. Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos. 

Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería 
Jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y 
regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, 
transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos 
naturales y a los demás intereses que los afecten. Las provincias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones. 

18. Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincias, y al progreso de la 
ilustración, dictando planes de instrucción general y universitaria, y promoviendo la industria, la inmigración, la 
construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad nacional, la introducción y 
establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la exploración de los ríos interiores, por 
leyes protectoras de estos fines y por concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo. 

19. Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la 
economía nacional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de 
la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento. 

Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que 
tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será 
Cámara de origen. 

Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unidad nacional respetando las 
particularidades provinciales y locales; que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la 
familia y la sociedad, la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin 
discriminación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la 
autonomía y autarquía de las universidades nacionales. 

Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de las obras del autor; el 
patrimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales. 



20. Establecer tribunales inferiores a la Corte Suprema de Justicia; crear y suprimir empleos, fijar sus atribuciones, dar 
pensiones, decretar honores, y conceder amnistías generales. 

21. Admitir o desechar los motivos de dimisión del presidente o vicepresidente de la República; y declarar el caso de 
proceder a nueva elección. 

22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los 
concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la 
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la 
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los 
Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la 
primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella 
reconocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo Nacional, previa aprobación de las dos 
terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara. 

Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán del 
voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía 
constitucional. 

23. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el 
pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes 
sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con 
discapacidad. 

Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el 
embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de 
lactancia.

24. Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y jurisdicción a organizaciones supraestatales en 
condiciones de reciprocidad e igualdad, y que respeten el orden democrático y los derechos humanos. Las normas 
dictadas en su consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes. 

La aprobación de estos tratados con Estados de Latinoamérica requerirá la mayoría absoluta de la totalidad de los 
miembros de cada Cámara. En el caso de tratados con otros Estados, el Congreso de la Nación, con la mayoría absoluta 
de los miembros presentes de cada Cámara, declarará la conveniencia de la aprobación del tratado y sólo podrá ser 
aprobado con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, después de ciento veinte 
días del acto declarativo. 

La denuncia de los tratados referidos a este inciso, exigirá la previa aprobación de la mayoría absoluta de la totalidad 
da los miembros de cada Cámara. 

25. Autorizar al Poder Ejecutivo para declarar la guerra o hacer la paz. 

26. Facultar al Poder Ejecutivo para ordenar represalias, y establecer reglamentos para las presas. 

27. Fijar las fuerzas armadas en tiempo de paz y guerra, y dictar las normas para su organización y gobierno. 

28. Permitir la introducción de tropas extranjeras en el territorio de la Nación, y la salida de las fuerzas nacionales fuera 
de él. 

29. Declarar en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación en caso de conmoción interior, y aprobar o suspender 
el estado de sitio declarado, durante su receso, por el Poder Ejecutivo. 

30. Ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación y dictar la legislación necesaria para el 
cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República. Las 
autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en 
tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. 

31. Disponer la intervención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos Aires. 

Aprobar o revocar la intervención decretada, durante su receso, por el Poder Ejecutivo.

32. Hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes para poner en ejercicio los poderes antecedentes, y 
todos los otros concedidos por la presente Constitución al Gobierno de la Nación Argentina. 



Artículo 76.- Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de 
administración o de emergencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el 
Congreso establezca. 

La caducidad resultante del transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior no importará revisión de las relaciones 
jurídicas nacidas al amparo de las normas dictadas en consecuencia de la delegación legislativa. 

CAPÍTULO QUINTO 

De la formación y sanción de las leyes 

Artículo 77.- Las leyes pueden tener principio en cualquiera de las Cámaras del Congreso, por proyectos presentados 
por sus miembros o por el Poder Ejecutivo, salvo las excepciones que establece esta Constitución. 

Los proyectos de ley que modifiquen el régimen electoral y de partidos políticos deberán ser aprobados por mayoría 
absoluta del total de los miembros de las Cámaras. 

Artículo 78.- Aprobado un proyecto de ley por la Cámara de su origen, pasa para su discusión a la otra Cámara. 
Aprobado por ambas, pasa al Poder Ejecutivo de la Nación para su examen; y si también obtiene su aprobación, lo 
promulga como ley. 

Artículo 79.- Cada Cámara, luego de aprobar un proyecto de ley en general, puede delegar en sus comisiones la 
aprobación en particular del proyecto, con el voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros. La Cámara podrá, 
con igual número de votos, dejar sin efecto la delegación y retomar el trámite ordinario. La aprobación en comisión 
requerirá el voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros. Una vez aprobado el proyecto en comisión, se 
seguirá el trámite ordinario. 

Artículo 80.- Se reputa aprobado por el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto en el término de diez días útiles. 
Los proyectos desechados parcialmente no podrán ser aprobados en la parte restante. Sin embargo, las partes no 
observadas solamente podrán ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación parcial no altera el 
espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por el Congreso. En este caso será de aplicación el procedimiento previsto 
para los decretos de necesidad y urgencia. 

Artículo 81.- Ningún proyecto de ley desechado totalmente por una de las Cámaras podrá repetirse en las sesiones de 
aquel año. Ninguna de las Cámaras puede desechar totalmente un proyecto que hubiera tenido origen en ella y luego 
hubiese sido adicionado o enmendado por la Cámara revisora. Si el proyecto fuere objeto de adiciones o correcciones 
por la Cámara revisora, deberá indicarse el resultado de la votación a fin de establecer si tales adiciones o correcciones 
fueron realizadas por mayoría absoluta de los presentes o por las dos terceras partes de los presentes. La Cámara de 
origen podrá por mayoría absoluta de los presentes aprobar el proyecto con las adiciones o correcciones introducidas o 
insistir en la redacción originaria, a menos que las adiciones o correcciones las haya realizado la revisora por dos 
terceras partes de los presentes. En este último caso, el proyecto pasará al Poder Ejecutivo con las adiciones o 
correcciones de la Cámara revisora, salvo que la Cámara de origen insista en su redacción originaria con el voto de las 
dos terceras partes de los presentes. La Cámara de origen no podrá introducir nuevas adiciones o correcciones a las 
realizadas por la Cámara revisora. 

Artículo 82.- La voluntad de cada Cámara debe manifestarse expresamente; se excluye, en todos los casos, la sanción 
tácita o ficta. 

Artículo 83.- Desechado en el todo o en parte un proyecto por el Poder Ejecutivo, vuelve con sus objeciones a la 
Cámara de su origen: ésta lo discute de nuevo, y si lo confirma por mayoría de dos tercios de votos, pasa otra vez a la 
Cámara de revisión. Si ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría, el proyecto es ley y pasa al Poder Ejecutivo 
para su promulgación. Las votaciones de ambas Cámaras serán en este caso nominales, por si o por no; y tanto los 
nombres y fundamentos de los sufragantes, como las objeciones del Poder Ejecutivo, se publicarán inmediatamente por 
la prensa. Si las Cámaras difieren sobre las objeciones, el proyecto no podrá repetirse en las sesiones de aquel año. 

Artículo 84.- En la sanción de las leyes se usará de esta fórmula: El Senado y Cámara de Diputados de la Nación 
Argentina, reunidos en Congreso, ... decretan o sancionan con fuerza de ley. 

CAPITULO SEXTO 

De la Auditoría General de la Nación 

Artículo 85.- El control externo del sector público nacional en sus aspectos patrimoniales, económicos, financieros y 
operativos, será una atribución propia del Poder Legislativo. 

El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño y situación general de la administración pública 
estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoría General de la Nación. 

Este organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional, se integrará del modo que establezca la 
ley que reglamenta su creación y funcionamiento, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los miembros de 



cada Cámara. El presidente del organismo será designado a propuesta del partido político de oposición con mayor 
número de legisladores en el Congreso. 

Tendrá a su cargo el control de legalidad, gestión y auditoría de toda la actividad de la administración pública 
centralizada y descentralizada, cualquiera fuera su modalidad de organización, y las demás funciones que la ley le 
otorgue. Intervendrá necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de 
los fondos públicos. 

CAPÍTULO SEPTIMO 

Del Defensor del Pueblo 

Artículo 86.- El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el ámbito del Congreso de la Nación, que 
actuará con plena autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y 
protección de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las leyes, 
ante hechos, actos u omisiones de la Administración; y el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas. 

El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es designado y removido por el Congreso con el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes de cada una de las Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los 
legisladores. Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola vez. 

La organización y el funcionamiento de esta institución serán regulados por una ley especial. 

SECCIÓN SEGUNDA 

DEL PODER EJECUTIVO 

CAPÍTULO PRIMERO 

De su naturaleza y duración 

Artículo 87.- El Poder Ejecutivo de la Nación será desempeñado por un ciudadano con el título de "Presidente de la 
Nación Argentina". 

Artículo 88.- En caso de enfermedad, ausencia de la Capital, muerte, renuncia o destitución del Presidente, el Poder 
Ejecutivo será ejercido por el vicepresidente de la Nación. En caso de destitución, muerte, dimisión o inhabilidad del 
Presidente y vicepresidente de la Nación, el Congreso determinará qué funcionario público ha de desempeñar la 
Presidencia, hasta que haya cesado la causa de la inhabilidad o un nuevo presidente sea electo. 

Artículo 89.- Para ser elegido Presidente o vicepresidente de la Nación, se requiere haber nacido en el territorio 
argentino, o ser hijo de ciudadano nativo, habiendo nacido en país extranjero; y las demás calidades exigidas para ser 
elegido senador. 

Artículo 90.- El Presidente y vicepresidente duran en sus funciones el término de cuatro años y podrán ser reelegidos 
o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente 
no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período. 

Artículo 91.- El Presidente de la Nación cesa en el poder el mismo día en que expira su período de cuatro años; sin 
que evento alguno que lo haya interrumpido, pueda ser motivo de que se le complete más tarde. 

Artículo 92.- El Presidente y vicepresidente disfrutan de un sueldo pagado por el Tesoro de la Nación, que no podrá 
ser alterado en el período de sus nombramientos. Durante el mismo período no podrán ejercer otro empleo, ni recibir 
ningún otro emolumento de la Nación, ni de provincia alguna. 

Artículo 93.- Al tomar posesión de su cargo el presidente y vicepresidente prestarán juramento, en manos del 
presidente del Senado y ante el Congreso reunido en Asamblea, respetando sus creencias religiosas, de "desempeñar 
con lealtad y patriotismo el cargo de Presidente (o vicepresidente) de la Nación y observar y hacer observar fielmente 
la Constitución de la Nación Argentina". 

CAPÍTULO SEGUNDO 

De la forma y tiempo de la elección del Presidente y vicepresidente de la Nación 

Artículo 94.- El Presidente y el vicepresidente de la Nación serán elegidos directamente por el Pueblo, en doble vuelta, 
según lo establece esta Constitución. A este fin el territorio nacional conformará un distrito único. 

Artículo 95.- La lección se efectuará dentro de los dos meses anteriores a la conclusión del mandato del Presidente en 
ejercicio. 



Artículo 96.- La segunda vuelta electoral, si correspondiere, se realizará entre las dos fórmulas de candidatos más 
votadas, dentro de los treinta días de celebrada la anterior. 

Artículo 97.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta, hubiere obtenido más del cuarenta y 
cinco por ciento de los votos afirmativos válidamente emitidos, sus integrantes serán proclamados como Presidente y 
vicepresidente de la Nación. 

Artículo 98.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta hubiere obtenido el cuarenta por ciento 
por lo menos de los votos afirmativos válidamente emitidos y, además, existiere una diferencia mayor de diez puntos 
porcentuales respecto del total de los votos afirmativos válidamente emitidos sobre la fórmula que le sigue en número 
de votos, sus integrantes serán proclamados como Presidente y vicepresidente de la Nación. 

CAPÍTULO TERCERO 

Atribuciones del Poder Ejecutivo 

Artículo 99.- El Presidente de la Nación tiene las siguientes atribuciones: 

1. Es el jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno y responsable político de la administración general del país. 

2. Expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de 
no alterar su espíritu con excepciones reglamentarias. 

3. Participa de la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, las promulga y hace publicar. 

El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter 
legislativo. 

Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta 
Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral o de 
régimen de los partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán decididos en 
acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros. 

El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez días someterá la medida a consideración de la 
Comisión Bicameral Permanente, cuya composición deberá respetar la proporción de las representaciones políticas de 
cada Cámara. Esta comisión elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su expreso 
tratamiento, el que de inmediato considerarán las Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la 
totalidad de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de la intervención del Congreso. 

4. Nombra los magistrados de la Corte Suprema con acuerdo del Senado por dos tercios de sus miembros presentes, en 
sesión pública, convocada al efecto. 

Nombra los demás jueces de los tribunales federales inferiores en base a una propuesta vinculante en terna del Consejo 
de la Magistratura, con acuerdo del Senado, en sesión pública, en la que se tendrá en cuenta la idoneidad de los 
candidatos. 

Un nuevo nombramiento, precedido de igual acuerdo, será necesario para mantener en el cargo a cualquiera de esos 
magistrados, una vez que cumplan la edad de setenta y cinco años. Todos los nombramientos de magistrados cuya 
edad sea la indicada o mayor se harán por cinco años, y podrán ser repetidos indefinidamente, por el mismo trámite. 

5. Puede indultar o conmutar las penas por delitos sujetos a la jurisdicción federal, previo informe del tribunal 
correspondiente, excepto en los casos de acusación por la Cámara de Diputados. 

6. Concede jubilaciones, retiros, licencias y pensiones conforme a las leyes de la Nación. 

7. Nombra y remueve a los embajadores, ministros plenipotenciarios y encargados de negocios con acuerdo del 
Senado; por sí solo nombra y remueve al jefe de gabinete de ministros y a los demás ministros del despacho, los 
oficiales de su secretaría, los agentes consulares y los empleados cuyo nombramiento no está reglado de otra forma 
por esta Constitución. 

8. Hace anualmente la apertura de las sesiones del Congreso, reunidas al efecto ambas Cámaras, dando cuenta en esta 
ocasión del estado de la Nación, de las reformas prometidas por la Constitución, y recomendando a su consideración las 
medidas que juzgue necesarias y convenientes. 

9. Prorroga las sesiones ordinarias del Congreso, o lo convoca a sesiones extraordinarias, cuando un grave interés de 
orden o de progreso lo requiera. 

10. Supervisa el ejercicio de la facultad del jefe de gabinete de ministros respecto de la recaudación de las rentas da la 
Nación y de su inversión, con arreglo a la ley o presupuesto de gastos nacionales. 



11. Concluye y firma tratados, concordatos y otras negociaciones requeridas para el mantenimiento de buenas 
relaciones con las organizaciones internacionales y las naciones extranjeras, recibe sus ministros y admite sus cónsules. 

12. Es comandante en jefe de todas las Fuerzas Armadas de la Nación. 

13. Provee los empleos militares de la Nación: con acuerdo del Senado, en la concesión de los empleos o grados de 
oficiales superiores de las Fuerzas Armadas; y por sí solo en el campo de batalla. 

14. Dispone de las Fuerzas Armadas, y corre con su organización y distribución según las necesidades de la Nación. 

15. Declara la guerra y ordena represalias con autorización y aprobación del Congreso. 

16. Declara en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación, en caso de ataque exterior y por un término limitado, 
con acuerdo del Senado. En caso de conmoción interior sólo tiene esta facultad cuando el Congreso está en receso, 
porque es atribución que corresponde a este cuerpo. El Presidente la ejerce con las limitaciones prescriptas en el 
Artículo 23. 

17. Puede pedir al jefe de gabinete de ministros y a los jefes de todos los ramos y departamentos de la administración, 
y por su conducto a los demás empleados, los informes que crea convenientes, y ellos están obligados a darlos. 

18. Puede ausentarse del territorio de la Nación, con permiso del Congreso. En el receso de éste, sólo podrá hacerlo sin 
licencia por razones justificadas de servicio público. 

19. Puede llenar las vacantes de los empleos, que requieran el acuerdo del Senado, y que ocurran durante su receso, 
por medio de nombramientos en comisión que expirarán al fin de la próxima Legislatura. 

20. Decreta la intervención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos Aires en caso de receso del Congreso, y 
debe convocarlo simultáneamente para su tratamiento. 

CAPÍTULO CUARTO 

Del jefe de gabinete y demás ministros del Poder Ejecutivo 

Artículo 100.- El jefe de gabinete de ministros y los demás ministros secretarios cuyo número y competencia será 
establecida por una ley especial, tendrán a su cargo el despacho de los negocios de la Nación, y refrendarán y 
legalizarán los actos del presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia. 

Al jefe de gabinete de ministros, con responsabilidad política ante el Congreso de la Nación, le corresponde: 

1. Ejercer la administración general del país. 

2. Expedir los actos y reglamentos que sean necesarios para ejercer las facultades que le atribuye este artículo y 
aquellas que le delegue el presidente de la Nación, con el refrendo del ministro secretario del ramo al cual el acto o 
reglamento se refiera. 

3. Efectuar los nombramientos de los empleados de la administración, excepto los que correspondan al presidente. 

4. Ejercer las funciones y atribuciones que le delegue el presidente de la Nación y, en acuerdo de gabinete resolver 
sobre las materias que le indique el Poder Ejecutivo, o por su propia decisión, en aquellas que por su importancia 
estime necesario, en el ámbito de su competencia. 

5. Coordinar, preparar y convocar las reuniones de gabinete de ministros, presidiéndolas en caso de ausencia del 
presidente. 

6. Enviar al Congreso los proyectos de ley de ministerios y de presupuesto nacional, previo tratamiento en acuerdo de 
gabinete y aprobación del Poder Ejecutivo. 

7. Hacer recaudar las rentas de la Nación y ejecutar la ley de presupuesto nacional. 

8. Refrendar los decretos reglamentarios de las leyes, los decretos que dispongan la prórroga de las sesiones ordinarias 
del Congreso o la convocatoria de sesiones extraordinarias y los mensajes del presidente que promuevan la iniciativa 
legislativa. 

9. Concurrir a las sesiones del Congreso y participar en sus debates, pero no votar. 

10. Una vez que se inicien las sesiones ordinarias del Congreso, presentar junto a los restantes ministros una memoria 
detallada del estado de la Nación en lo relativo a los negocios de los respectivos departamentos. 



11. Producir los informes y explicaciones verbales o escritos que cualquiera de las Cámaras solicite al Poder Ejecutivo. 

12. Refrendar los decretos que ejercen facultades delegadas por el Congreso, los que estarán sujetos al control de la 
Comisión Bicameral Permanente. 

13. Refrendar conjuntamente con los demás ministros los decretos de necesidad y urgencia y los decretos que 
promulgan parcialmente leyes. Someterá personalmente y dentro de los diez días de su sanción estos decretos a 
consideración de la Comisión Bicameral Permanente. 

El jefe de gabinete de ministros no podrá desempeñar simultáneamente otro ministerio. 

Artículo 101.- El jefe de gabinete de ministros debe concurrir al Congreso al menos una vez por mes, 
alternativamente a cada una de sus Cámaras, para informar de la marcha del gobierno, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el Artículo 71. Puede ser interpelado a los efectos del tratamiento de una moción de censura, por el voto de la mayoría 
absoluta de la totalidad de los miembros de cualquiera de las Cámaras, y ser removido por el voto de la mayoría 
absoluta de los miembros de cada una de las Cámaras. 

Artículo 102.- Cada ministro es responsable de los actos que legaliza; y solidariamente de los que acuerda con sus 
colegas. 

Artículo 103.- Los ministros no pueden por sí solos, en ningún caso, tomar resoluciones, a excepción de lo 
concerniente al régimen económico y administrativo de sus respectivos departamentos. 

Artículo 104.- Luego que el Congreso abra sus sesiones, deberán los ministros del despacho presentarle una memoria 
detallada del estado de la Nación en lo relativo a los negocios de sus respectivos departamentos. 

Artículo 105.- No pueden ser senadores ni diputados, sin hacer dimisión de sus empleos de ministros. 

Artículo 106.- Pueden los ministros concurrir a las sesiones del Congreso y tomar parte en sus debates, pero no votar. 

Artículo 107.- Gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no podrá ser aumentado ni 
disminuido en favor o perjuicio de los que se hallen en ejercicio. 

SECCIÓN TERCERA 

DEL PODER JUDICIAL 

CAPÍTULO PRIMERO 

De su naturaleza y duración 

Artículo 108.- El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte Suprema de Justicia, y por los demás 
tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el territorio de la Nación. 

Artículo 109.- En ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento 
de causas pendientes o restablecer las fenecidas. 

Artículo 110.- Los jueces de la Corte Suprema y de los tribunales inferiores de la Nación conservarán sus empleos 
mientras dure su buena conducta, y recibirán por sus servicios una compensación que determinará la ley, y que no 
podrá ser disminuida en manera alguna, mientras permaneciesen en sus funciones. 

Artículo 111.- Ninguno podrá ser miembro de la Corte Suprema de Justicia, sin ser abogado de la Nación con ocho 
años de ejercicio, y tener las calidades requeridas para ser senador. 

Artículo 112.- En la primera instalación de la Corte Suprema, los individuos nombrados prestarán juramento en manos 
del Presidente de la Nación, de desempeñar sus obligaciones, administrando justicia bien y legalmente, y en 
conformidad a lo que prescribe la Constitución. En lo sucesivo lo prestarán ante el presidente de la misma Corte. 

Artículo 113.- La Corte Suprema dictará su reglamento interior y nombrará a sus empleados. 

Artículo 114.- El Consejo de la Magistratura, regulado por una ley especial sancionada por la mayoría absoluta de la 
totalidad de los miembros de cada Cámara, tendrá a su cargo la selección de los magistrados y la administración del 
Poder Judicial. 

El Consejo será integrado periódicamente de modo que se procure el equilibrio entre la representación de los órganos 
políticos resultantes de la elección popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la matrícula 
federal. Será integrado, asimismo, por otras personas del ámbito académico y científico, en el número y la forma que 
indique la ley. 



Serán sus atribuciones: 

1. Seleccionar mediante concursos públicos los postulantes a las magistraturas inferiores. 

2. Emitir propuestas en ternas vinculantes, para el nombramiento de los magistrados de los tribunales inferiores. 

3. Administrar los recursos y ejecutar el presupuesto que la ley asigne a la administración de justicia. 

4. Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados. 

5. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, en su caso ordenar la suspensión, y formular la 
acusación correspondiente. 

6. Dictar los reglamentos relacionados con la organización judicial y todos aquellos que sean necesarios para asegurar 
la independencia de los jueces y la eficaz prestación de los servicios de justicia. 

Artículo 115.- Los jueces de los tribunales inferiores de la Nación serán removidos por las causales expresadas en el 
Artículo 53, por un jurado de enjuiciamiento integrado por legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal. 

Su fallo, que será irrecurrible, no tendrá más efecto que destituir al acusado. Pero la parte condenada quedará no 
obstante sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios. 

Corresponderá archivar las actuaciones y, en su caso, reponer al juez suspendido, si transcurrieren ciento ochenta días 
contados desde la decisión de abrir el procedimiento de remoción, sin que haya sido dictado el fallo. 

En la ley especial a que se refiere el Artículo 114, se determinará la integración y procedimiento de este jurado. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Atribuciones del Poder Judicial 

Artículo 116.- Corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de 
todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación, con la reserva hecha 
en el inc. 12 del Artículo 75: y por los tratados con las naciones extranjeras: de las causas concernientes a 
embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros: de las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima: de los 
asuntos en que la Nación sea parte: de las causas que se susciten entre dos o más provincias; entre una provincia y los 
vecinos de otra; entre los vecinos de diferentes provincias; y entre una provincia o sus vecinos, contra un Estado o 
ciudadano extranjero. 

Artículo 117.- En estos casos la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apelación según las reglas y excepciones 
que prescriba el Congreso; pero en todos los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, y 
en los que alguna provincia fuese parte, la ejercerá originaria y exclusivamente. 

Artículo 118.- Todos los juicios criminales ordinarios, que no se deriven del derecho de acusación concedido a la 
Cámara de Diputados se terminarán por jurados, luego que se establezca en la República esta institución. La actuación 
de estos juicios se hará en la misma provincia donde se hubiere cometido el delito; pero cuando éste se cometa fuera 
de los límites de la Nación, contra el derecho de gentes, el Congreso determinará por una ley especial el lugar en que 
haya de seguirse el juicio. 

Artículo 119.- La traición contra la Nación consistirá únicamente en tomar las armas contra ella, o en unirse a sus 
enemigos prestándoles ayuda y socorro. El Congreso fijará por una ley especial la pena de este delito; pero ella no 
pasará de la persona del delincuente, ni la infamia del reo se transmitirá a sus parientes de cualquier grado. 

SECCIÓN CUARTA 

Del ministerio público 

Artículo 120.- El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera que 
tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la 
sociedad en coordinación con las demás autoridades de la República. 

Está integrado por un procurador general de la Nación y un defensor general de la Nación y los demás miembros que la 
ley establezca. 

Sus miembros gozan de inmunidades funcionales e intangibilidad de remuneraciones. 

TITULO SEGUNDO 



GOBIERNOS DE PROVINCIA 

Artículo 121.- Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno federal, y el que 
expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación. 

Artículo 122.- Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y 
demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal. 

Artículo 123.- Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el Artículo 5° asegurando la 
autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y 
financiero. 

Artículo 124.- Las provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos con 
facultades para el cumplimiento de sus fines y podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean 
incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno federal o el crédito 
público de la Nación; con conocimiento del Congreso Nacional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se 
establezca a tal efecto. 

Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio. 

Artículo 125.- Las provincias pueden celebrar tratados parciales para fines de administración de justicia, de intereses 
económicos y trabajos de utilidad común, con conocimiento del Congreso Federal; y promover su industria, la 
inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad provincial, la 
introducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la exploración de sus 
ríos, por leyes protectoras de estos fines, y con sus recursos propios. 

Las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar organismos de seguridad social para los empleados 
públicos y los profesionales; y promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la 
educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura. 

Artículo 126.- Las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden celebrar tratados parciales de 
carácter político; ni expedir leyes sobre comercio, o navegación interior o exterior; ni establecer aduanas provinciales; 
ni acuñar moneda; ni establecer bancos con facultad de emitir billetes, sin autorización del Congreso Federal; ni dictar 
los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, después que el Congreso los haya sancionado; ni dictar especialmente 
leyes sobre ciudadanía y naturalización, bancarrotas, falsificación de moneda o documentos del Estado; ni establecer 
derechos de tonelaje; ni armar buques de guerra o levantar ejércitos, salvo el caso de invasión exterior o de un peligro 
tan inminente que no admita dilación dando luego cuenta al Gobierno federal; ni nombrar o recibir agentes extranjeros. 

Artículo 127.- Ninguna provincia puede declarar, ni hacer la guerra a otra provincia. Sus quejas deben ser sometidas 
a la Corte Suprema de Justicia y dirimidas por ella. Sus hostilidades de hecho son actos de guerra civil, calificados de 
sedición o asonada, que el Gobierno federal debe sofocar y reprimir conforme a la ley. 

Artículo 128.- Los gobernadores de provincia son agentes naturales del Gobierno federal para hacer cumplir la 
Constitución y las leyes de la Nación. 

Artículo 129.- La ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de Gobierno autónomo con facultades propias de 
legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo de la ciudad. 

Una ley garantizará los intereses del Estado nacional mientras la ciudad de Buenos Aires sea capital de la Nación. 

En el marco de lo dispuesto en este artículo, el Congreso de la Nación convocará a los habitantes de la ciudad de 
Buenos Aires para que, mediante los representantes que elijan a ese efecto, dicten el estatuto organizativo de sus 
instituciones. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. La Nación Argentina ratifica su legítima e imprescriptible soberanía sobre las islas Malvinas, Georgias del Sur 
y Sandwich del Sur y los espacios marítimos e insulares correspondientes, por ser parte integrante del territorio 
nacional.

La recuperación de dichos territorios y el ejercicio pleno de la soberanía, respetando el modo de vida de sus habitantes, 
y conforme a los principios del derecho internacional, constituyen un objetivo permanente e irrenunciable del pueblo 
argentino. 

Segunda. Las acciones positivas a que alude el Artículo 37 en su último párrafo no podrán ser inferiores a las vigentes 
al tiempo de sancionarse esta Constitución y durarán lo que la ley determine. 

(Corresponde al Artículo 37) 



Tercera. La ley que reglamente el ejercicio de la iniciativa popular deberá ser aprobada dentro de los dieciocho meses 
de esta sanción. 

(Corresponde al Artículo 39) 

Cuarta. Los actuales integrantes del Senado de la Nación desempeñarán su cargo hasta la extinción del mandato 
correspondiente a cada uno. 

En ocasión de renovarse un tercio del Senado en mil novecientos noventa y cinco, por finalización de los mandatos de 
todos los senadores elegidos en mil novecientos ochenta y seis, será designado además un tercer senador por distrito 
por cada Legislatura. El conjunto de los senadores por cada distrito se integrará, en lo posible, de modo que 
correspondan dos bancas al partido político o alianza electoral que tenga el mayor número de miembros en la 
legislatura, y la restante al partido político o alianza electoral que le siga en número de miembros de ella. En caso de 
empate, se hará prevalecer al partido político o alianza electoral que hubiera obtenido mayor cantidad de sufragios en 
la elección legislativa provincial inmediata anterior. 

La elección de los senadores que reemplacen a aquellos cuyos mandatos vencen en mil novecientos noventa y ocho, así 
como la elección de quien reemplace a cualquiera de los actuales senadores en caso de aplicación del Artículo 62, se 
hará por estas mismas reglas de designación. Empero, el partido político o alianza electoral que tenga el mayor número 
de miembros en la Legislatura al tiempo de la elección del senador, tendrá derecho a que sea elegido su candidato, con 
la sola limitación de que no resulten los tres senadores de un mismo partido político o alianza electoral. 

Estas reglas serán también aplicables a la elección de los senadores por la ciudad de Buenos Aires, en mil novecientos 
noventa y cinco por el cuerpo electoral, y en mil novecientos noventa y ocho, por el órgano legislativo de la ciudad. 

La elección de todos los senadores a que se refiere esta cláusula se llevará a cabo con una anticipación no menor de 
sesenta ni mayor de noventa días al momento en que el senador deba asumir su función. 

En todos los casos, los candidatos a senadores serán propuestos por los partidos políticos o alianzas electorales. El 
cumplimiento de las exigencias legales y estatutarias para ser proclamado candidato será certificado por la Justicia 
Electoral Nacional y comunicado a la Legislatura. 

Toda vez que se elija un senador nacional se designará un suplente, quien asumirá en los casos del Artículo 62. 

Los mandatos de los senadores elegidos por aplicación de esta cláusula transitoria durarán hasta el nueve de diciembre 
del dos mil uno. 

(Corresponde al Artículo 54) 

Quinta. Todos los integrantes del Senado serán elegidos en la forma indicada en el Artículo 54 dentro de los dos meses 
anteriores al diez de diciembre del dos mil uno, decidiéndose por la suerte, luego que todos se reúnan, quienes deban 
salir en el primero y segundo bienio. 

(Corresponde al Artículo 56) 

Sexta. Un régimen de coparticipación conforme lo dispuesto en el inc. 2 del Artículo 75 y la reglamentación del 
organismo fiscal federal, serán establecidos antes de la finalización del año 1996; la distribución de competencias, 
servicios y funciones vigentes a la sanción de esta reforma, no podrá modificarse sin la aprobación de la provincia 
interesada; tampoco podrá modificarse en desmedro de las provincias la distribución de recursos vigente a la sanción 
de esta reforma y en ambos casos hasta el dictado del mencionado régimen de coparticipación. 

La presente cláusula no afecta los reclamos administrativos o judiciales en trámite originados por diferencias por 
distribución de competencias, servicios, funciones o recursos entre la Nación y las provincias. 

(Corresponde al Artículo 75 inc. 2). 

Séptima. El Congreso ejercerá en la ciudad de Buenos Aires mientras sea capital de la Nación las atribuciones 
legislativas que conserve con arreglo al Artículo 129. 

(Corresponde al Artículo 75 inc. 30).

Octava. La legislación delegada preexistente que no contenga plazo establecido para su ejercicio caducará a los cinco 
años de la vigencia de esta disposición excepto aquella que el Congreso de la Nación ratifique expresamente por una 
nueva ley. 

(Corresponde al Artículo 76).

Novena. El mandato del presidente en ejercicio al momento de sancionarse esta reforma deberá ser considerado como 
primer período. 



(Corresponde al Artículo 90) 

Décima. El mandato del Presidente de la Nación que asuma su cargo el 8 de julio de 1995 se extinguirá el 10 de 
diciembre de 1999. 

(Corresponde al Artículo 90) 

Undécimo. La caducidad de los nombramientos y la duración limitada previstas en el Artículo 99 inc. 4 entrarán en 
vigencia a los cinco años de la sanción de esta reforma constitucional. 

(Corresponde al Artículo 99 inc. 4) 

Duodécima. Las prescripciones establecidas en los arts. 100 y 101 del capítulo cuarto de la sección segunda de la 
segunda parte de esta Constitución referidas al jefe de gabinete de ministros, entrarán en vigencia el 8 de julio de 
1995.

El jefe de gabinete de ministros será designado por primera vez el 8 de julio de 1995 hasta esa fecha sus facultades 
serán ejercitadas por el Presidente de la República. 

(Corresponde a los arts. 99 inc. 7, 100 y 101.) 

Decimotercera. A partir de los trescientos sesenta días de la vigencia de esta reforma los magistrados inferiores 
solamente podrán ser designados por el procedimiento previsto en la presente Constitución. Hasta tanto se aplicará el 
sistema vigente con anterioridad. 

(Corresponde al Artículo 114) 

Decimocuarta. Las causas en trámite ante la Cámara de Diputados al momento de instalarse el Consejo de la 
Magistratura, les serán remitidas a efectos del inc. 5 del Artículo 114. Las ingresadas en el Senado continuarán allí 
hasta su terminación. 

(Corresponde al Artículo 115) 

Decimoquinta. Hasta tanto se constituyan los poderes que surjan del nuevo régimen de autonomía de la ciudad de 
Buenos Aires, el Congreso ejercerá una legislación exclusiva sobre su territorio, en los mismos términos que hasta la 
sanción de la presente. 

El jefe de Gobierno será elegido durante el año mil novecientos noventa y cinco. 

La ley prevista en los párrafos segundo y tercero del Artículo 129, deberá ser sancionada dentro del plazo de doscientos 
setenta días a partir de la vigencia de esta Constitución 

Hasta tanto se haya dictado el estatuto organizativo la designación y remoción de los jueces de la ciudad de Buenos 
Aires se regirá por las disposiciones de los arts. 114 y 115 de esta Constitución. 

(Corresponde al Artículo 129) 

Decimosexta. Esta reforma entra en vigencia al día siguiente de su publicación. Los miembros de la Convención 
Constituyente, el presidente de la Nación Argentina, los presidentes de las Cámaras Legislativas y el presidente de la 
Corte Suprema de Justicia prestan juramento en un mismo acto el día 24 de agosto de 1994, en el Palacio San José, 
Concepción del Uruguay, provincia de Entre Ríos. 

Cada poder del Estado y las autoridades provinciales y municipales disponen lo necesario para que sus miembros y 
funcionarios juren esta Constitución 

Decimoséptima. El texto constitucional ordenado, sancionado por esta Convención Constituyente, reemplaza al hasta 
ahora vigente. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA CONVENCIÓN NACIONAL CONSTITUYENTE, EN LA CIUDAD DE SANTA FE, A 
LOS VEINTIDÓS DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO. 

ARTICULO 2º.- El texto transcripto en el Artículo 1º de la presente ley incluye todas las disposiciones constitucionales 
sancionadas por la Convención Nacional Constituyente reunida en las ciudades de Santa Fe y Paraná en el año 1994, 
comprendiendo como Artículo 77, segunda parte, la aprobada en la sesión del primero de agosto de 1994 que expresa: 

"Los proyectos de ley que modifiquen el régimen electoral y de partidos políticos deberán ser aprobados por mayoría 
absoluta del total de los miembros de las Cámaras". 



ARTICULO 3º.- Publíquese en el Boletín Oficial. 

ARTICULO 4º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS QUINCE DIAS DEL MES DE 
DICIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO. 


